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 Prólogo. Primera lección de la pandemia: la historia no está escrita

(Sin embargo, la educación puede llegar

a cambiarlo todo)


L
 a crisis económica provocada por la pandemia de Covid-19 no tiene precedentes en la historia moderna. Es parecida a una guerra, en términos de reordenamiento social y económico, pero no deja el nivel de destrucción física que produce esta. Ni siquiera las pandemias del pasado se le parecen. Antes, las enfermedades infecciosas iban ocupando territorios, avanzando sobre el mapa al ritmo de los medios de transporte de la época, pero nunca contaron con el nivel de simultaneidad con la que hemos vivido el despliegue del coronavirus desde Wuhan hasta la última isla de la Polinesia. Me sigue impresionando el dato de que, en abril de 2020, la Unesco informó de que 1.600 millones de niños se encontraban sin clases presenciales por el cierre educativo en 188 países del mundo. Solo habían transcurrido cuatro meses desde el descubrimiento del primer caso de Covid-19. Esa es la magnitud del desafío global que se planteó a comienzos de 2020.

España ha sido uno de los países europeos que se ha visto más afectado por la pandemia. Fue el que sufrió la caída más fuerte de su actividad y el que ha experimentado el rebote más débil. Pero también es uno de los que recibirá más ayudas de sus socios de la Unión Europea. Gran parte de las razones de que esto haya sido así están recogidas en las opiniones que sesenta economistas han ido formulando a lo largo de esta crisis en una serie de entrevistas que Daniel Viaña fue realizando para el diario El Mundo
 bajo el epígrafe de «Economistas para la reconstrucción». Esas entrevistas son el material básico de este libro, que es un primer relato de la faceta económica de la pandemia. Viaña forma parte del elenco de jóvenes talentos del periodismo económico español y es un pilar fundamental en la cobertura que El Mundo
 hace de la macroeconomía en España. Su historia personal es la de muchos millenials
 españoles que iniciaron su vida laboral en medio de las enormes turbulencias que creó la crisis financiera de 2008 y que ya habían comenzado a superarla después de años de sacrificios y restricciones, pero que se han encontrado con una nueva crisis que les ha sorprendido ya con la experiencia suficiente, no solo para sufrirla sino también para contarla.

En términos económicos, esta pandemia ha sido un enorme shock
 del lado de la oferta agregada. Estas grandes disrupciones en la oferta, generalmente provocadas por un desastre natural, un incremento en los precios de los insumos o un avance tecnológico revolucionario, no son tan comunes como las que se producen por el lado de la demanda. Por esta razón, uno podía esperar que los economistas de todo el mundo le dedicaran mucho de su tiempo al análisis y descripción detallada del mismo, pero no fue así. Muy pronto se vio que los expertos estaban más interesados en pasar la página de la oferta y contemplar el asunto desde el lado de la demanda. Y esto fue así por una cuestión muy sencilla y práctica: para las autoridades económicas, los shocks
 de oferta de esta magnitud son casi imposibles de manejar eficazmente, porque requieren un nivel de intervencionismo para el que las administraciones públicas no están preparadas y las sociedades democráticas no lo soportarían. Así que se sigue actuando a través de políticas económicas, como la monetaria o fiscal, que influyen fundamentalmente por el lado de la demanda agregada.

Además, la pandemia fue un fenómeno que impactó en la economía, pero era ajeno a esta. Muchos observadores insisten en comparar esta crisis con la de 2008, cuando aquella fue fruto de un mal funcionamiento de los mecanismos económicos. La formación de burbujas —facilitada por el levantamiento de determinados controles legales— o la creación de instrumentos sofisticados que debilitaron al sistema financiero, no tienen nada que ver con la inesperada aparición de un virus que se transmitió aceleradamente por todo el orbe y que si a algo se asemeja es al impacto de un meteorito.

Recuerdo perfectamente el día que Viaña me llamó para pedirme que le diera nombres de economistas, porque pensaba iniciar esta serie. El primero que le facilité fue el de Rafael Doménech, responsable de análisis económico de BBVA Research, a mi juicio una de las personas con una visión técnica más omnicomprensiva de la realidad española. Él fue el primer entrevistado de la serie y el último ha sido Manuel Lagares, personaje esencial de la historia económica de España desde la Transición. Sesenta entrevistas no permiten una muestra exhaustiva, pero sí bastante representativa de lo que piensan los economistas españoles.

En términos generales, me han llamado la atención dos cosas de estos testimonios. La primera es que existe un consenso bastante amplio sobre las reformas y tareas pendientes de la economía española y aunque hay puntos de vista divergentes, da la impresión de que no sería difícil llegar a un acuerdo. Una prueba de ello es el apreciable esfuerzo hecho por José Ignacio Conde-Ruiz, Juan F. Jimeno, Alfonso Novales y Rafael Salas por alumbrar en octubre de 2020, apenas seis meses después de la dictación del primer estado de alarma, un documento que denominaron «Propuesta para la reconstrucción del entorno productivo».

*


 Se trata de un conjunto de actuaciones articuladas para la reconstrucción del entorno productivo, con la ayuda de los fondos europeos, ordenadas a partir de diez grandes líneas de actuación. Más de 150 académicos y expertos han apoyado este documento añadiendo su firma al mismo. Sin embargo, como reveló Alfonso Novales en entrevista con Viaña, el texto fue recibido con frialdad y desinterés por las autoridades políticas.



*
 «Propuesta para la reconstrucción del entorno productivo». Grupo de trabajo sobre actuaciones para la reconstrucción del entorno productivo en el contexto del Next Generation EU Program y del Marco Financiero Plurianual de la UE. 
https://www.ucm.es/icae/reconstruccion





La segunda cuestión es lo mucho que hablan de política los economistas españoles. Algunos directa y otros indirectamente, pero en todos ellos hay una crítica que da forma a una imagen de la política como una caja negra que toma decisiones arbitrarias, poco transparentes, más cercanas a la magia de un chamán y que permanentemente frustra las buenas ideas o contradice el conocimiento científico. A veces algunos de ellos se atreven a explorar las razones que hacen que esto sea así, pero, en términos generales, la política es vista como una barrera insensible que no permite que las cosas mejoren en el país.

Y no es extraño que esto sea así porque quizá una de las lecciones más descorazonadoras que nos deja lo vivido es que ni una situación extrema de vida o muerte como la pandemia, que ha amenazado las bases del funcionamiento de nuestra sociedad, ha conseguido que los dos principales partidos españoles se pusieran de acuerdo para enfrentar la situación a cuatro manos y dejaran de tirarse los trastos a la cabeza. La falta de acuerdos y consensos es uno de los aspectos más sorprendentes —y criticables— de esta etapa.

El principal argumento a favor de un gran acuerdo nacional era la reducción de la incertidumbre, que es el factor más citado en los primeros meses de la pandemia. A partir del verano de 2020 dicho acuerdo es mencionado como elemento clave para la gestión eficaz de los fondos europeos.

El elenco de cuestiones que han preocupado a nuestros economistas durante la crisis es variadísimo: la incertidumbre fiscal y tributaria, la devaluación de la marca España, el equilibrio entre el apoyo fiscal (ERTE) y la retirada de los mismos, la falta de protagonismo concedida al sector privado en el combate de la pandemia, el extraordinario impacto de los confinamientos en el PIB, el futuro de la financiación autonómica, el riesgo de que la pandemia desemboque en una crisis financiera, la pérdida de bienestar, el castigo a los autónomos, la caída de la esperanza de vida (se perdieron nueves meses de la esperanza de vida española en los tres meses más duros de la pandemia, según el profesor José Antonio Herce), la incapacidad de la Administración para adaptarse a la situación, el explosivo crecimiento del déficit y la deuda, los nuevos efectos de la economía digital, la desigualdad intergeneracional…

Pero hay tres temas que merecen una consideración especial. El primero es la posibilidad de que la pandemia cambie radicalmente nuestro modelo productivo. En la medida que los confinamientos aceleraron las tendencias que ya estaban esbozadas e hizo emerger otras que estaban latentes, se espera una transformación digital intensa de nuestro modelo económico, un cambio en la forma en que trabajamos y consumimos, y una oportunidad para que España ascienda por las cadenas de valor mundiales mejorando la calidad de nuestro tejido productivo.

En muchos casos, la fuerza transformadora de la pandemia ha desatado el entusiasmo por intentar usarla para cambiar el modelo. Se libera así ese planificador infantil que todos llevamos dentro cuando jugamos a construir ciudades. No deja de ser paradójico que esto ocurra precisamente cuando estamos ante un fenómeno no planificado y azaroso como una pandemia.

Un segundo asunto tiene que ver con los grandes parámetros (PIB, déficit y deuda), la consolidación fiscal, la reforma tributaria y la financiación autonómica. Son asuntos donde casi todos los economistas tienen ya un criterio formado, donde las comisiones de expertos del pasado dialogan con las comisiones de expertos del presente y las del futuro, pero donde falta una cuestión esencial: voluntad política y recursos.

Otros dos elementos juegan aquí. El primero son las decisiones que tome la Unión Europea en relación con el Pacto de Estabilidad y Crecimiento entre 2022 y 2023. Estas van a determinar la magnitud del esfuerzo que España tendrá que hacer en relación con los grandes números de la economía y la certeza de que eso condicionará todo lo demás. El otro es la cuestión catalana, que un grupo muy prominente de economistas insiste en insertar a través del debate de la financiación autonómica, a la que se le atribuye la capacidad de reordenar el Estado al margen del texto constitucional, como de hecho ha ocurrido con la Constitución de 1978. El debate de si Cataluña puede ser Baviera que abrió Andreu Mas-Colell tiene muchas aristas, pero la principal consecuencia, a mi juicio, es que rebaja el horizonte nacional catalán a contentarse con ser una subunidad estatal. El objetivo ya no es un estado independiente, sino una región prominente. El modelo no es Lituania, es Baviera.

Por último, en el tercer lugar figura un asunto que despierta una gran unanimidad: la necesidad de reformar nuestro sistema educativo. Este debate comprende una serie de fenómenos económicos que van desde nuestra vida escolar hasta la muerte. Javier Díaz-Giménez lo dice con rotundidad: «Tenemos los sueldos que tenemos por la educación que tenemos». El sistema educativo tiene que ver con el lugar que ocupamos en el mundo (la inserción laboral), con el salario que recibimos a lo largo de nuestra vida, con la forma y duración de las carreras laborales y con las pensiones de jubilación. No hay un factor tan decisivo y que condicione tanto la vida de los españoles como la educación. Por eso no se entiende la falta de interés de los políticos por abordar esta cuestión.

Coja usted el tema que quiera de la economía española y, tirando del hilo, llegará a la educación de los ciudadanos como factor decisivo.

Pues resulta que la educación es uno de los aspectos que más ha sufrido el impacto de la pandemia. Primero por la pérdida de la presencialidad. Es verdad que España es uno de los países donde este fenómeno ha estado más acotado. Los estudiantes volvieron a clases en septiembre de 2020, mientras en otros países de nuestro entorno como Italia esto no ocurrió hasta después del verano de 2021. Países como Chile estaban a punto de completar, en diciembre de 2021, dos cursos completos sin clases presenciales regulares en la escuela pública.

Sin embargo, las evaluaciones para superar el curso en España se relajaron mucho en 2020 y la Ley Celaá fue interpretada como una vuelta de tuerca más en la rebaja de la exigencia académica. No cabe duda de que la pandemia tendrá un efecto en las vidas laborales. Como señalan los economistas, las generaciones españolas que están en la universidad ya han padecido la experiencia de dos grandes crisis, la de 2008 y esta, y eso impacta en que tienen salarios más bajos al empezar a trabajar y ese déficit se mantiene durante los primeros diez años de su vida laboral.

Este trabajo de Daniel Viaña también es una magnífica manera de tomarle el pulso al futuro. Hay una frase que José Luis Malo de Molina, quien fuera director general de estudios del Banco de España durante casi dos décadas le dice a Viaña: «Había una teoría, la de la Gran Moderación, que preconizaba que en un mundo donde la política económica era tan sofisticada ya era posible vivir en un crecimiento permanente sin inflación. Gran error. Y ahí pecamos todos». El economista se refiere fundamentalmente a la crisis financiera que empezó en 2008, pero esa complacencia intelectual con la sofisticación alcanzada por la ciencia económica también puede aplicarse a lo que hemos vivido en tiempos del Covid. La España del futuro próximo estará profundamente marcada por la experiencia de la pandemia, un fenómeno no planificado, inesperado, global, que irrumpe en nuestra existencia sin pedir permiso y poniéndolo todo patas arriba. Pienso que la principal lección que debemos sacar es que la historia, nuestra historia, no está escrita. Y por eso puede cambiar.

JOHN
 MÜLLER








 Introducción


E
 conomistas para la Reconstrucción nació en mayo de 2020, en pleno confinamiento, por lo tanto, y cuando se desconocía en gran medida cuál sería la magnitud de la crisis económica derivada del coronavirus. Sus consecuencias, sus ramificaciones, el resultado de parar casi totalmente la economía mundial.

Ese desconocimiento y la necesidad de buscar al menos algunas respuestas dieron como resultado una serie de sesenta entrevistas publicadas en El Mundo
 , que a su vez han dado lugar a este libro. Además de aportar ideas y soluciones con las que se podrá estar más o menos de acuerdo, pero que sin duda proceden de las mentes más brillantes de España, supone también un diario de lo que ocurrió durante 14 meses. La crisis económica pero también la política, la «Baviera catalana» y el mágico cupo vasco; «la injusticia» de subir las pensiones y también el sueldo de los funcionarios el año que trabajaron «menos que nunca», el Gobierno más numeroso y la «malísima» tesis doctoral del presidente Sánchez; «trabajar hasta los setenta y cinco años»; e incluso el fin de Ciudadanos y el «mayor error de la democracia» que cometió Albert Rivera.








 1. LA MAYOR CRISIS EN TIEMPOS DE PAZ Y LA REACCIÓN DEL GOBIERNO


E
 spaña sufrió en 2020 su mayor colapso económico en tiempos de paz. Lo sabemos. El Producto Interior Bruto (PIB) español fue además el que experimentó un mayor desplome de toda la Unión Europea y también de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). Ni Italia ni Sudáfrica ni Argentina ni Reino Unido ni México. España.

Y una razón fundamental que explica este hundimiento reside, sin duda, en las características económicas, la estructura del PIB. La dependencia del turismo y los servicios es muy alta, y sin visitantes y con países cerrados, esa parte de la economía, evidentemente, no funciona. Pero hay otro motivo también muy relevante y que, a diferencia de las características económicas, sí se podía haber evitado: la reacción del Gobierno, que para muchos economistas fue un tanto lenta y desde luego no se llevó a cabo con el consenso que la grave situación derivada del coronavirus exigía. Uno de los más duros al exponer esta idea es Juan Ramón Rallo, doctor en Economía por la Universidad Rey Juan Carlos y una de las voces económicas más mediáticas de España. Y apuntó claramente a una fecha muy concreta: el 8-M.


—La gestión de la pandemia en el primer semestre probablemente fue la peor del mundo. El Gobierno fue absolutamente negligente, no tomó a tiempo medidas para minimizar el impacto y no hay excusa para que no las tomara, porque desde finales de febrero en el norte de Italia ya hubo
 confinamiento total. Aquí, hasta el 9 de marzo, y también por presiones de la Comunidad de Madrid, no empezaron a adoptarse medidas de distanciamiento social. Todo eso provocó que en la primera ola España tuviera, junto a Reino Unido, los peores datos de fallecidos y, obviamente, de impacto económico, porque ambos aspectos están muy relacionados. Y no olvidemos que la estrategia de Boris Johnson durante parte de marzo fue: «Dejemos que la población se infecte».


—¿A qué se debe la mala gestión?



—Sabemos que parte del Gobierno se oponía a tomar medidas preventivas por el daño que se pudiera hacer a la economía. En un primer momento quizá no estaba claro o no valoraron adecuadamente los riesgos de la pandemia. Pero
 claro, también planea la duda de si se retrasó todo para permitir la manifestación feminista del 8-M. Mi argumento no es que los contagios se produjeron masivamente el 8-M, eso no parece que haya sido así. Lo que digo es que parece que las decisiones se empezaron a tomar el 9 de marzo porque hasta el 8 estaba prohibida internamente cualquier medida de distanciamiento social que hiciese peligrar esas marchas. Y si subordinaste las medidas sanitarias a una marcha feminista, lo que hiciste fue subordinar la política de prevención de la pandemia a los caprichos ideológicos del Gobierno de turno. Y fuera ese el
 motivo o no, lo cierto es que fuimos de los países que más tarde adoptamos medidas en relación con el nivel epidemiológico que teníamos.


El ejecutivo, sin duda, tenía ya indicios más o menos claros de la gravedad de lo que estaba ocurriendo. «Pues tía, creo que al coronavirus», reconoció la ministra de Igualdad, Irene Montero, cuando se le preguntó a qué se debía que el número de personas asistentes a la manifestación de Madrid fuera sensiblemente inferior a la de un año antes. Pero el Gobierno decidió aun así permitir la concentración, así como un mitin de Vox y el también multitudinario concierto de Isabel Pantoja, entre otros eventos.

Un estudio de la Fundación de Estudios de Economía Aplicada (Fedea), que no es precisamente una organización extremista al servicio de intereses políticos contrarios al Gobierno y ante la que los detractores de Rallo tendrán, probablemente, mucho menos que objetar, puso de manifiesto lo siguiente:

Según nuestras simulaciones, el número de casos confirmados en la España peninsular hubiera aumentado, en ausencia de estado de alarma, de 126.000 a 617.000 casos a fecha de 4 de abril de 2020. Con dicha medida, por tanto, se han evitado alrededor de 491.000 infecciones confirmadas, lo que representa una reducción media del 79,5 por ciento en el número de contagios potenciales. Sin embargo, nuestras simulaciones ponen también de manifiesto que se hubiera podido ahorrar un número aún mayor de contagios y, por consiguiente de fallecimientos, si las medidas de control asociadas a la declaración de alarma se hubiesen puesto en marcha con solo una semana de antelación. El número de casos confirmados hubiera pasado a 47.000, menos de la mitad de los registrados a fecha de 4 de abril. Señalar finalmente que tal disminución hubiera evitado probablemente el colapso de muchos hospitales en nuestro país.

Con estos datos, los autores del informe ofrecieron una conclusión muy moderada pero, al mismo tiempo, rotunda. Es la siguiente, que se copia directamente del informe que lleva por título How Effective has the Spanish Lockdown been to Battle COVID-19?
 [¿Ha sido efectivo el confinamiento para contener el Covid-19 en España?], por si el lector quiere profundizar en el documento:

El mensaje general del documento es que el actual confinamiento ha sido una herramienta efectiva para contener el brote de Covid-19 en España. Sin embargo, creemos que hubo una falta de previsión por parte del Gobierno, ya que no supo anticipar el desarrollo real del coronavirus en España.

Pero la realidad es que la decisión se anunció el 14 de abril, cuando las cifras eran ya muy elevadas, y el país se paró completamente a pesar de las dudas que la vicepresidenta de Asuntos Económicos, Nadia Calviño, mostró en el Consejo de Ministros. «Te pido que no me hables en ese tono, Nadia. Así que ya está bien», le llegó a espetar el presidente Sánchez. Y esas medidas tan abruptas son las que elevaron incluso más el impacto de una crisis totalmente sobrevenida y de la que todavía se siguen aprendiendo muchas lecciones.

A ello se sumaron las «luchitas», «falta de coordinación y de visión de Estado» y el «desgobierno» que denunciaron Matilde Mas y Marcel Jansen —entre otras muchas cosas, doctores ambos en Economía—, y la sensación muy extendida de que, en general, los políticos no han estado a la altura de la crisis. También Emilio Ontiveros, que además de ser el responsable de AFI forma parte del comité asesor de la vicepresidenta Calviño, criticó esta situación y Rubén Cayuela-Segura, que ocupa un cargo de gran relevancia en Bank of America, confirma que la imagen que se ha trasladado a Europa no ha sido en absoluto la adecuada. El desplome económico y los recelos, por lo tanto, no parecen precisamente una coincidencia.

La estructura de la economía, ya se ha apuntado, también tuvo una grandísima relevancia. Afirmar que España es un país de camareros tal vez sea excesivo. Entre otras cosas, porque no está claro que no lo sea incluso más de funcionarios. Pero sí es evidente que hay una gran dependencia del turismo y de los servicios, ámbitos que ni siquiera se sabe con seguridad cuándo podrán estar al nivel previo a la crisis y aportar. Y, al mismo tiempo, la recesión ha vuelto a poner de manifiesto que hay una importante parte de la población que desempeña labores que exigen una baja cualificación, cuya productividad es igualmente baja y que están muy alejados de la digitalización. ¿Y qué quieren decir los economistas cuando emplean estos términos? Básicamente, que si no hay un cambio sustancial, los sueldos bajos de buena parte de la población se perpetuarán y España tendrá una economía poco preparada para el futuro, que cada vez es menos futuro y más presente. Por ello, hay una coincidencia casi plena en que los fondos europeos deben ser aprovechados también para esto y que, aunque será un tema que se abordará en siguientes capítulos con mayor amplitud y profundidad, es igualmente imprescindible un cambio en el sistema educativo. Sin embargo, la coincidencia vuelve a ser también muy importante en el momento de expresar las muchas dudas de que algo de esto ocurra realmente.

Pero hay más motivos que explican el desastre que sufrió España durante 2020, y uno de ellos ya es tan inherente a la economía nacional como su relación con el turismo y los servicios: la ingente deuda pública que acumula el país. Desde los últimos años del Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero, los diferentes ejecutivos, con independencia de su color, han sido totalmente incapaces de controlar las cuentas públicas. Zapatero llegó a tener superávit y rebajó la deuda hasta el 35 por ciento del PIB. Para contextualizar lo reducido de ese dato, basta con observar que Bruselas recomienda actualmente tener una cifra máxima del 60. Desde ese hito, que se produjo en 2007, todos los gobiernos se han embarcado en una suerte de competición por ver quién presenta cifras más disparatadas. Y ni siquiera en los años de crecimiento económico, con Rajoy primero y Sánchez después, fue posible contener el déficit.

La mejor muestra, el ejemplo que mejor caricaturiza la incapacidad de España en este aspecto, es lo que ocurrió en 2019. El Gobierno socialista ofreció una cifra inicial de desviación presupuestaria que Europa posteriormente corrigió. Y no solo eso, sino que la revisión acabó arrojando un sonrojante incremento del déficit. Inaudito. La deuda, por su parte, acabó en el 95,5 por ciento, 1,188 billones de euros. ¿Y qué ocurrió el año siguiente? Pues lo que tanto el Banco de España como la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF) llevaban años avisando: que cuando llegase la próxima crisis, algo que sin duda ocurriría en algún momento, el espacio fiscal sería más limitado. ¿Y para qué sirve el espacio fiscal? Para tomar decisiones de gasto e inversión con las que apoyar a la economía en momentos de debilidad.

La consecuencia directa de esta situación es que, según el Banco Central Europeo (BCE), España fue el país que menos gastó en estímulos fiscales. En el cálculo, cierto es, el organismo que dirige Christine Lagarde no tuvo en cuenta medidas como los expedientes de regulación temporal de empleo (ERTE), lo cual es discutible. Pero aun así, el esfuerzo se antoja insuficiente. Así lo explicaba Javier Andrés, máster en Economía por la London School of Economics, catedrático de la Universidad de Valencia y uno de los padres de la macroeconómica moderna en España:


—Las ayudas directas que ha podido incorporar el Gobierno son menores que las que han podido hacer otros países que tenían las finanzas mucho más saneadas. La política fiscal debe actuar en situaciones como esta, pero eso solo se logra preparándose. Teníamos unas finanzas públicas en malas condiciones debido a lo que hemos pasado y porque no se ha puesto el remedio adecuado, y por lo tanto tenemos menos capacidad. Es verdad también que el ministerio tiene razón cuando aduce que hay que tener en cuenta cómo valorar los ERTE: ¿son estímulos discrecionales o son estabilizadores automáticos más potentes? Es matizable.



—Esa consolidación fiscal que señala choca con la apuesta de una parte del Gobierno por elevar incluso más la deuda. Y en algunos ámbitos restan también importancia al hecho de incrementar el pasivo. ¿Ha cambiado el paradigma?


—Es cierto que con unos tipos de interés cercanos a cero la deuda es menos problemática, y que esos tipos bajos han venido para quedarse tiempo. Por lo tanto, tenemos un mayor margen de maniobra. Ahora bien, ese margen lo tenemos para poder ir más despacio en la estrategia de consolidación. Cuando esto termine tenemos que tener un plan de reducción de deuda, más pausado, más paulatino, pero razonable, sostenido y creíble. Y cumplirlo. Es cierto que la ortodoxia fiscal hay que replanteársela, lo están haciendo incluso los conservadores alemanes. Hay que replanteársela, no para ir a mayores niveles de deuda, sino para tratar de volver a menores niveles de deuda de una manera más paulatina. Lo dijo el gobernador del Banco de España, Pablo Hernández de Cos: una consolidación que comience cuando esto termine, que sea inteligente y bien diseñada y que sea persistente y continuada. Tenemos que ganar credibilidad.


Pero por ahora, ni rastro de esto que piden Andrés, el Banco de España, la AIReF y todos los economistas con los que he hablado. Bueno, todos salvo Eduardo Garzón, quien como veremos un poco más adelante defiende una postura un tanto diferente y peculiar.

Tampoco hay ninguna duda sobre lo adecuado e importante que han sido los ERTE. Es algo incuestionable. Sin esta medida, las cifras de paro hubiesen sido peores y, mucho más importante, una gran parte de la población hubiese perdido protección social. Algo más de 3,5 millones de trabajadores llegaron a estar en esta situación. Más que toda la población de la ciudad de Madrid, según los últimos datos del Instituto Nacional de Estadística (INE). Afortunadamente, ese dato se redujo rápidamente. Pero quedaron dos heridas profundas. Una, que cientos de miles de personas permanecen en situación de ERTE y difícilmente volverán a su puesto de trabajo después de más de un año fuera y, además, tienen un nivel de formación que les dificulta su acceso a otro empleo. La advertencia es del Consejo Económico y Social (CES), y se puede traducir por lo siguiente: muy probablemente, estos trabajadores pasarán de una situación de ERTE a un ERE y de ahí, al paro. Y la segunda herida es la que expuso Florentino Felgueroso, doctor en Economía por la Universidad de Oviedo y una eminencia en el ámbito laboral:

—En torno a ocho millones de personas han perdido renta, incluyendo a la gente que ha estado en ERTE y que no ha percibido el mismo salario. El paro de larga duración ha aumentado de forma notable, se ha incrementado en un millón el número de personas que llevan más de un año como demandantes. Hay muchos hogares que han visto disminuir su renta y no están para tanta euforia.

Tanta euforia, es necesario aclarar, como la que espera el Gobierno en el desembolso de los ahorros acumulados. Aunque, como prosigue el propio Felgueroso, España es un país bipolar que se hunde ante las adversidades económicas y se dispara en los momentos de bonanza, por lo que todo es posible. Una gran descripción, y no necesariamente solo de las características económicas de España.








 2. EL GOBIERNO MÁS SOBREDIMENSIONADO DE LA HISTORIA


U
 n ministerio de Trabajo y otro de Seguridad Social. Momentos con hasta cuatro vicepresidencias. Departamentos que en cualquier otro momento serían apenas una secretaría de Estado, por ejemplo el de Consumo. Carteras como la de Igualdad que sobre el papel tienen mucho sentido pero cuya actividad, en realidad, no lo tiene tanto. Y, en total, hasta 22 ministerios para conformar el mayor Gobierno de la historia de la democracia durante la peor crisis económica en tiempos de paz. Otra de las consecuencias de la entrada de Podemos en el Gobierno y, al mismo tiempo, de la intención de Pedro Sánchez de diluir el poder de Pablo Iglesias.

Sí, es evidente que, poniéndolo en perspectiva, el gasto que un ministerio suma al desembolso total del Estado es una cifra muy reducida. Mucho. Pero también lo es que el contexto sugiere justamente lo contrario, un poco de contención en Moncloa. Al menos por el qué dirán, que muchos trabajadores de la empresa privada han tenido que hacer esfuerzos muy importantes y que seguirán arrastrando las consecuencias de la crisis durante buena parte de su carrera profesional, mientras asisten atónitos a los incrementos de los sueldos públicos y ven cómo los ministros colocan a dedo a sus personas cercanas. Sí, precisamente eso que Podemos criticó tantas veces.

Lo que muestran las cifras es que el ejecutivo de Pedro Sánchez acumula el mayor gasto de la historia en altos cargos y asesores. El incremento con respecto a la etapa de Mariano Rajoy es muy notable, y solo Rodríguez Zapatero se acercó en algún momento en el gasto en altos cargos. Dos ejecutivos socialistas a la cabeza del gasto. Y la diferencia entre ellos la marcan especialmente los asesores, esto es, colaboradores elegidos a dedo por los ministros y secretarios de Estado. Esa es la verdadera especialidad de este Gobierno. La nueva política, ya saben.

Tomando los datos de la Intervención General del Estado (IGAE), que es un organismo dependiente de Hacienda y cuya finalidad es el control interno del sector público, se observa que, a cierre de 2020, el Ministerio de Igualdad contaba, por ejemplo, con 18 trabajadores eventuales. Casi tantos como los 22 que presentaba Hacienda y más que los 13 de Economía y los 16 del Ministerio de Justicia. Parece que Irene Montero se dio prisa en seleccionar a sus colaboradores más estrechos, que se reparten en 15 mujeres y tres hombres. Los datos de Consumo se ofrecen junto a los de Derechos Sociales y Agenda 2030, arrojando una notable cifra de 52 asesores. ¡Viva el comunismo! Pero, cierto es, ninguno de ellos se acerca al ejército del presidente Sánchez, que contaba con casi 500 trabajadores puestos a dedo para controlar, influir y (des)informar.

Además, se debe tener en cuenta que la multiplicación de ministerios y la división de carteras en dos o incluso tres obligó a reacondicionar edificios, trasladar personal y acometer reformas. Probablemente el caso más paradigmático es esa creación de dos ministerios en donde siempre había existido uno: Trabajo y Seguridad Social. El ministro Escrivá, que estará muy presente en este libro e incluso merecerá un capítulo propio, quiso marcar distancias respecto a la responsable de Trabajo, Yolanda Díaz, y decidió montar un despacho en la calle José Abascal. No muy lejos de la sede oficial en Nuevos Ministerios, en el Paseo de la Castellana, pero sí lo suficiente para crear un entorno de trabajo totalmente nuevo para el que se realizaron desembolsos tan llamativos como los 1.017 euros para una silla de alta dirección, o 5.591 euros adicionales para enmarcar las 10 obras de arte cedidas por el Reina Sofía para decorar el lugar. Y todo ello, en un punto mucho mejor comunicado con la A-6, que es la carretera que toma diariamente, y muy cercano a la que fue su oficina en la sede de la AIReF.

Y lo que señalan las opiniones es que, efectivamente, la dimensión del Gobierno es totalmente desproporcionada. La más tajante fue la de Ramón Tamames, doctor en Economía y Derecho por la Universidad de Madrid, que militó en el Partido Comunista, en IU y en Centro Democrático Social (CDS), y quien con la libertad que dan los años y la experiencia habló sin ninguna cortapisa.

—Habría sido un momento muy bueno para hacer una gran coalición. La situación exigiría otro tipo de Gobierno, eso está claro, un Gobierno de amplia mayoría y representativo de lo que es la sociedad y no solo de un rincón de la sociedad. El Gobierno Frankenstein no nos facilita las cosas. Y el presidente tiene muchas tablas hablando y parece que convence de todo pero uno se olvida de las palabras que acaba de oír y no se ha resuelto nada. Además, la Administración está muy deteriorada y con el teletrabajo va a haber un deterioro mayor. Y en medio de este fregado, un Gobierno con 22 ministerios.

—Hay quien dice que es el peor Gobierno en el peor momento posible. ¿Comparte esa idea?

—El Gobierno es deficiente, con mucha ignorancia, con ministros que no sirven de nada como Garzón. ¿Qué ha hecho Garzón en Consumo? ¿Qué ha hecho el de Universidades? Yo creí que iba a traer un poco el modelo de Berkeley y de la Universidad de California, o incluso el de Oxford y Cambridge —se ríe.

—¿Quiere decir que hay ministerios que no sirven para nada?

—Ese Ministerio de Política Territorial de la señora Darias, con un federalismo sobre la marcha que se ha inventado Sánchez y para el que no ha tenido ambages... Consumo, ¿para qué sirve? ¿Cuánta gente hay ahí? ¿Cuántos secretarios de Estado? Universidades, ya lo he dicho antes, tendría que estar en Educación. Y luego en la investigación siempre aparece Cotec diciendo que no invertimos más allá del 1,2 por ciento mientras la UE propone el 2 por ciento, Japón anda por el 3, Estados Unidos por el 3,5 y China ya ni se sabe. Entonces, ¿para qué sirve el astronauta? Para nada. El reto demográfico: la señora Ribera lo tiene aparcado porque aquí cada vez nacen menos niños y tenemos una inmigración más desorganizada. Este es un conjunto de ministros que yo no sé cómo no les da vergüenza aparcar el coche en La Moncloa, sentarse en esa mesa en la que algunos no tienen nada que hacer. Hacienda, inevitablemente; Economía, inevitablemente; Asuntos Exteriores... Pero hay ministerios que no sirven para nada. El Ministerio de Igualdad, ¿para qué sirve? Son unas normas de civismo que se pueden administrar desde la propia Presidencia del Gobierno. Es para tener al matrimonio en casa, ¿o qué?

—¿Se debe, por lo tanto, eliminar ministerios?

—No es que añore los tiempos de Rajoy, ¡pero en su Gobierno había 12 ministerios! Ahora tenemos 22 y cuatro vicepresidencias. Antes eran una o dos. Hubo tres en los Pactos de la Moncloa, y en un tiempo estaba la de civiles, militares y económicos.

No tan tajante fue Jordi Canals, director general del IESE entre 2001 y 2016 y cuya experiencia incluye el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Banco Mundial y la Escuela de negocios de Harvard. Todo ese bagaje, probablemente, le habrá dotado de cierta diplomacia e incluso contención en sus afirmaciones. Pero incluso así, su postura en este punto es clara:

—¿Ha faltado o ha fallado el liderazgo político ante esta crisis?

—Hay una realidad que es objetiva: la gran mayoría de integrantes del Parlamento y figuras políticas con peso específico no han vivido una recesión. No tienen esa experiencia. Se puede adquirir, pero para ello hay que poner medios y ahí es donde viene la necesidad de diálogo que no puede ser simplemente el espectácu–lo que hemos visto demasiadas veces en los últimos tres meses: descalificación, por no hablar de insultos, y poco diálogo constructivo. Me permitiría decir a los políticos que la falta de experiencia no es un problema cuando se intenta corregir buscando a personas que sí la tienen.

—¿Tendrían que cobrar más los políticos para atraer así a los profesionales de más talento?

—En España hay un problema mayor y es que necesitamos una Administración Pública más pequeña. Y luego, efectivamente, está el factor de la remuneración de los cargos políticos del Gobierno, pero también de subdirectores generales, jefes de sección y altos funcionarios que tienen unos conocimientos, unas experiencias y que acaban en el sector privado porque el sector público ni les reconoce su trayectoria profesional ni les puede pagar mejor. Por lo tanto, estoy absolutamente de acuerdo con esta propuesta, pero enmarcándola en una necesaria reforma de la gestión pública. Y además, nadie entiende que en el sector privado haya ahora reducciones voluntarias de sueldo y que no se haya producido este gesto por parte del Parlamento o en el propio Gobierno.

Y en medio de este ejecutivo desproporcionado, colocador y poco amigo de la contención, hay una figura que ha protagonizado un ascenso espectacular y muy aplaudido por buena parte del mundo económico: Nadia Calviño. Comenzó, aparentemente, teniendo un papel un tanto menor y casi limitado a su interacción con Europa, en donde goza de un gran cartel. Durante mucho tiempo se pensó que solo estaba de paso, que el Ministerio de Economía era un trampolín para su vuelta a Bruselas o incluso la herramienta para el salto hasta Washington. Tanto es así que en 2019 fue una de las candidatas a la Presidencia del Fondo Monetario Internacional (FMI). Fracasó, en lo que supuso un nuevo episodio de intrascendencia internacional por parte de España y quedando Calviño en una situación todavía más complicada. Todo lo contrario que sucedía con la ministra de Hacienda y entonces portavoz del Gobierno, María Jesús Montero, con quien la comparación resulta inevitable.

Pero, en apenas unos meses, todo cambió. Primero, cuando en ese nuevo Gobierno de coalición y colocación Sánchez decidió nombrarla vicepresidenta tercera. Después, la crisis y la salida del vicepresidente Iglesias le hicieron subir un escalón. Y finalmente, cuando se convirtió en vicepresidenta primera, en lo que supuso un claro mensaje por parte de Moncloa a Europa: estamos totalmente comprometidos con los compromisos adquiridos y la reconstrucción es nuestro principal objetivo. Así de certeramente lo explica Enrique Feas, Técnico Comercial y Economista del Estado, investigador principal del Real Instituto Elcano y asesor para asuntos internacionales de Rodrigo Rato cuando el ahora exbanquero condenado a cárcel era el influyente vicepresidente de José María Aznar.

—Claramente, la vicepresidenta Calviño ofrece confianza en Europa. Es un factor clarísimo de seriedad y de confianza en la reforma. Más allá del debate político, merece respeto y su palabra tiene valor.

—¿Eso encaja con que el presidente Sánchez le haya dado más poder?

—Hombre, tiene lógica que el gran desafío que va a tener España en los próximos años es la ejecución del Plan de Recuperación. Y eso requiere credibilidad interna y externa. Y yo creo que ese es uno de los motivos claros por los que se dota de mayores competencias al Ministerio de Economía. Destacar las prioridades de España.

Ni punto de comparación con la situación que John Müller recogió en una columna en agosto de 2018 titulada «Calviño no manda, Nadia», y que a su vez recogía las palabras Toni Roldán cuando la nueva política (y Rivera) no habían abrasado a Ciudadanos: «Nadia Calviño no manda».








 3. SUBIR IMPUESTOS DURANTE LA PEOR RECESIÓN: ¿PUEDE SALIR ALGO MAL?


E
 l lunes 12 de abril de 2021, con la economía española todavía aletargada y ni mucho menos mostrando los signos de vigor que iría exhibiendo en los meses posteriores, la ministra de Hacienda, María Jesús Montero, anunció la creación de un grupo de expertos para la reforma fiscal. Su objetivo, explicó, era y es guiar al Gobierno de Pedro Sánchez en la notable subida fiscal que quiere llevar a cabo. «Reducir el diferencial» de entre «siete y ocho» puntos de Producto Interior Bruto (PIB) que existe entre España y Europa en términos de presión fiscal, especificó, lo que supondría un incremento fiscal de hasta 90.000 millones de euros. Y más allá de la cierta falta de pluralidad ideológica de ese grupo de expertos —que no de economistas de gran relevancia y reconocido prestigio—, el plan de la ministra presenta no pocas dudas.

Primero, porque supone dar continuidad a la subida de impuestos que ya comenzó a inicios de 2020, en plena recesión histórica y afectando a la clase media y trabajadora que mil veces prometió que no perjudicaría. Y en esto, no deja de resultar curioso que el Gobierno prefiriese no seguir el ejemplo del resto de potencias europeas, en donde se optó por rebajas fiscales más o menos importantes e incluso directas.

Segundo, porque la presión fiscal, esto es, la relación entre el PIB y lo que se recauda es un índice que muchos economistas no comparten. Y tercero, porque uno de los agujeros fiscales más evidentes de España son los IVA reducidos, y Montero apenas ha realizado alusiones a un posible incremento de esta figura. La Comisión Europea o el Banco de España han pedido en numerosas ocasiones que, progresivamente, se vayan elevando esos impuestos sobre el valor añadido hasta el tipo general y en el propio Ministerio de Hacienda saben de sobra que es así.

Sobre lo primero, y en concreto sobre la subida fiscal que ya afectó a la clase media, hay ejemplos muy numerosos. El incremento del impuesto sobre las bebidas azucaradas, la tasa Tobin que encarece la compraventa de acciones y que afecta directamente a vehículos de ahorro, también la tasa Google o la figura sobre los plásticos de un solo uso. Algunos de ellos son, defiende el Gobierno, necesarios para dejar un mundo mejor a las siguientes generaciones. Otros, para mejorar los hábitos de alimentación. Y otros... otros no afectan porque «no creo que muchas familias estén interesadas en invertir en Bolsa», según Montero. Son formas de defenderlo, sin duda, e incluso puede que esos incrementos y nuevas figuras sean totalmente necesarias. Pero al menos desde este pequeño altavoz trataremos de que no tapen la realidad: afectan a la clase media. Sí. Lo hacen. Así lo explica, por ejemplo, Francisco Cabrillo, doctor por la Universidad Complutense, catedrático de Economía Aplicada y Hacienda Pública y director del Seminario de Harvard en Derecho y Economía.

—Fíjese lo que dice el Gobierno: «Vamos a subir los impuestos a los ricos». La idea es hacer que la gente piense que son los demás los que van a pagar los impuestos. Pero subiéndoles los impuestos a los ricos no se eleva la recaudación fiscal, acabará pagando más impuestos todo el mundo.

—¿No es creíble, como dice el Gobierno, que la clase media no va a sufrir un incremento de impuestos?

—Para nada. Piense usted en el impuesto a la banca. No hay que ser un genio para darse cuenta de que cualquier impuesto que grave una determinada actividad será pagado, en parte, por quien presta el servicio y, en parte, por quien lo demanda. Una parte irá a la cuenta de resultados de los bancos y otra parte irá a los clientes.

Sobre el controvertido hecho de subir impuestos en plena recesión, lo erróneo y peligroso de una decisión así fue adelantado por Gregorio Izquierdo, doctor en Ciencias Económicas y Empresariales por la Universidad Autónoma de Madrid y director general del Instituto de Estudios Económicos (IEE). Sí, el think tank
 de CEOE, el «brazo armado» económico de la patronal, podrán pensar algunos. Pero lo que dicen las cifras es que fue el único organismo que clavó la previsión de desplome del PIB en 2020, por ejemplo.

—La peor decisión que puede tomar el Gobierno en este momento es subir los impuestos, ya que supondría retardar, cuando no imposibilitar, las posibilidades de recuperación. En una situación de recesión, el único modo factible de mejorar los ingresos tributarios es acelerar la actividad. Por cada punto porcentual que aumentan los impuestos se produce una contracción de la actividad y el empleo en el medio plazo de casi dos puntos porcentuales. Lo que la situación reclama es bajar impuestos mediante incentivos fiscales a la inversión y aprobar moratorias fiscales de verdad, como acertadamente han hecho en Alemania.

También José María Rotellar, guía económico de Pablo Casado, apostó por «bajos impuestos, gasto limitado y eficiente, y reformas», y Ramón Forcada, responsable de análisis y mercados y subdirector general adjunto de Bankinter, defendió abiertamente la polémica curva de Laffer.

—Cuando llegó [Ronald] Reagan al poder, vio que se enfrentaba a una deuda pública enorme y preguntó: «¿Quién me puede ayudar con esto?». Y le hablaron de un tipo que se llama Laffer, que había diseñado una cosa muy sencilla: la curva de Laffer, que dice que no siempre que subes el tipo impositivo recaudas más porque retraes la actividad económica. Hay un punto, y tienes que ser hábil para encontrarlo, en el que bajando la fiscalidad reactivas la economía y recaudas más. Y eso es lo que hizo Reagan y se cargó la deuda.

—Le diré que el presidente del comité de expertos, Jesús Ruiz-Huerta, sostiene que Laffer no ha sido demostrado empíricamente.

—A lo mejor debería leerse la historia de la economía americana de los ochenta.

—Lo cierto es que hay muchos economistas que están convencidos de que Laffer no funciona. ¿Usted cree que sí fue un éxito?

—Es que es un éxito allí donde se aplica. Hay un efecto disuasorio claro sobre una persona a la que le dices: «Mira, si tú te esfuerzas más, del siguiente euro yo me voy a quedar más que tú». Y esa persona piensa: «Resulta que si yo acepto que mi empresa me desplace a trabajar a Colombia, por ejemplo, y provoco un cambio profundo en mi familia, y tengo que ir a trabajar a Medellín, a Bogotá o a Cali aunque no me apetezca demasiado, y todo ello tiene una recompensa superior pero de la cual tengo un socio que se va a quedar con la mayoría... ¿Sabes qué? Que me quedo en Las Rozas. No me compensa». Toda la recaudación fiscal tiene que ir dirigida a promover la actividad económica.

Por supuesto, un razonamiento tan polémico tiene muchos detractores. Ignacio Zubiri, doctor en Economía por la Universidad de Princeton, catedrático de Hacienda Pública en la Universidad del País Vasco y con muy pocos complejos para aportar sus ideas, como se verá en más ocasiones a lo largo del libro, lo calificó de «sandez» y explicó lo siguiente:

—El efecto Laffer que defienden los partidos más de derechas requiere unas elasticidades tan grandes que no son creíbles. No hay ningún país del mundo donde se haya comprobado que estos efectos son ciertos. Los únicos que realmente se lo creyeron fueron Reagan y Bush hijo, y tienen los déficits históricos más altos. El efecto Laffer es imposible. Y la izquierda dice que podemos mantener el Estado de Bienestar luchando contra el fraude fiscal y haciendo que los ricos paguen más impuestos. Tampoco es verdad.

¿Pero saben lo que ninguno de los entrevistado defendió? Exacto: una subida de impuestos en plena recesión.

Y en cuanto a si la presión fiscal es el mejor índice para medir el nivel de impuestos en un país, la situación ya no es tan clara. Hay muchos economistas que lo defienden, y su bagaje y trabajo recomiendan escuchar y hacer caso a sus explicaciones. Pero también hay otros muchos que no. Uno de ellos es, de nuevo, el propio Forcada, y también José Félix Sanz, catedrático de Economía Aplicada en la Universidad Complutense y uno de los mayores investigadores del sistema fiscal español. Por si se lo preguntan: no, ninguno de los dos está integrado en el grupo de expertos de Montero. Y lo que sí hacen ambos es referirse a los índices de esfuerzo fiscal de Bird y Frank. Así lo razona Forcada:

—Relacionar recaudación y PIB es equivocado, es muy sencillo y a la gente le entra muy fácil, pero son dos magnitudes que no se corresponden. Tú pagas los impuestos con salarios. Y hay unos señores que se llamaban [Henry] Frank y [Richard] Bird que dicen cosas muy sensatas y que muestran si lo que se le pide a un individuo es mucho o poco en relación a lo que gana. Para aplicar la fiscalidad que envidias de Dinamarca o Alemania, tienes que haber conseguido previamente los salarios reales de ese mismo estándar. Porque si no, cuando ajustas por Frank y Bird, España no está en el puesto decimoquinto, en realidad es el cuarto país con mayor presión fiscal sobre las personas [de Europa, Estados Unidos y Japón]. Y si te fijas en la lista de los países que tienen mayor presión fiscal real sobre las personas, son Grecia, Italia, Portugal, Francia y España. Francia se ha colado, pero qué curioso que los países con menos productividad tengan una carga real en fiscalidad superior.

Y así lo explica Sanz:

—Hay una tendencia generalizada a utilizar el índice de presión fiscal y darle un protagonismo exacerbado, pero es un simple cociente de dos macromagnitudes. Es muy poco robusto. Y puestos a utilizar indicadores pobres, podríamos utilizar también otras nociones que son más informativas, como el índice de sacrificio fiscal de Bird o de Frank. Pero en cualquier caso, si se decide utilizar, al menos que se utilice bien, con cifras correctas y no inventadas o, al menos incorrectas. No es de recibo que se hable sistemáticamente de siete puntos porque si uno va a Eurostat, se observa que en 2019 la diferencia de presión fiscal entre España y la UE-28 era de 4,3 puntos. Y con la UE-27, que es quitando Gran Bretaña, de 5,3 puntos.

Las explicaciones de ambos son muy polémicas. Y tanto en Hacienda como en el grupo de expertos las rechazan de pleno. Una de sus integrantes es Olga Cantó, doctora en Economía por el Instituto Universitario Europeo de Florencia y profesora de Economía en la Universidad de Alcalá, y que lo explicaba así:

—El tipo efectivo medio de impuestos en España es muy bajo. Estamos a la cola de los 27 de la UE, por debajo incluso de Grecia en algunos cálculos. Mucha gente no se lo cree pero es así, no me lo invento yo. Hay un centro británico que analiza este aspecto con una macrocalculadora que se llama Euromod y que lo demuestra. Y si consultas los datos de la OCDE también salimos muy atrás. Por un lado es normal, porque somos un país que lleva un cierto retraso en el desarrollo de las políticas públicas respecto a Europa y una parte de población tiene aún poca conciencia fiscal. El IRPF nació en 1978, lo sorprendente sería otra cosa. Entre 1973 y 1990 hicimos un esfuerzo tremendo para generar un Estado del Bienestar que no tenía nada que ver con lo previo. Y nos situamos muy cerca de la media europea pero todavía tenemos lagunas.

La polémica sobre este punto también llegó a ámbitos de discusión como el blog Nada es Gratis
 , en donde el propio Sanz protagonizó una excelente y muy enriquecedora discusión con José Luis Ferreira, economista igualmente respetado y presente en este libro con afirmaciones tan acertadas y que veremos más adelante como que «todos sospechamos que el cupo vasco no se está calculando de ninguna manera».

Pero en todo caso, y sea cuál sea el índice que se utilice, hay otro factor que el Gobierno no cita en ningún momento y que es clave: que la recaudación fiscal recae sobre un grupo relativamente pequeño de contribuyentes. Con las cifras de paro y economía sumergida que presenta España, es muy complicado alcanzar esos ambiciosos objetivos que persigue Montero. Y a todo ello hay que sumar los llamados «agujeros fiscales» que provocan las numerosas exenciones fiscales y el IVA. Así lo explica Ángel de la Fuente, director de Fedea y una figura muy respetada en este campo.

—En España los tipos teóricos nominales no son bajos y son bastante progresivos. Los datos de cuña fiscal de la OCDE salen de ahí y el resultado es que, efectivamente, estamos por encima de la media de la OCDE. Pero esto es para los asalariados, cuya renta está muy controlada y que pagan impuestos con la escala normal. El problema es que tenemos muchos agujeros en las bases fiscales. Ocurre con el IVA y ocurre con IRPF: el asalariado que paga con la escala estándar abona un impuesto bastante alto y progresivo, pero luego hay cosas como los módulos y problemas de incumplimiento fiscal. No es cuestión de subir los tipos sin más, porque esos tipos los va a pagar la gente que ya paga unos tipos altos. Hay que buscar otras formas de mejorar la recaudación. Básicamente, ampliar las bases tributarias más que subir tipos. Además, se está empezando la casa por el tejado. Discutir del nivel de presión fiscal per se
 y buscar igualarnos con quien sea no tiene mucho sentido. Lo que tendríamos que discutir es qué servicios públicos queremos, cuánto cuestan y hasta dónde estamos dispuestos a rascarnos el bolsillo.

Y así lo hace Enrique Feás, de quien ya hemos hablado en el capítulo anterior y cuyo conocimiento sobre la fiscalidad internacional es muy elevado:

—El tema fiscal está tremendamente estudiado y no creo que haya muchas divergencias respecto a lo que hay que hacer: la presión fiscal en España es relativamente baja, fundamentalmente en el ámbito indirecto. Y tiene mucho más que ver con los agujeros fiscales, con el grandísimo número de exenciones y de tipos reducidos que, además, en muchas ocasiones no funcionan porque los grandes consumidores de determinados productos son gente de renta alta. Los grandes beneficiados de los tipos bajos del IVA son los más ricos. Es relativamente sencillo explicar a quién beneficia subir o bajar el IVA, pero hay que explicar a los ciudadanos, como adultos, cuáles son los efectos redistributivos de las políticas fiscales.

—Tratemos de explicarlo. ¿Qué ocurre con el IVA reducido?

—Pues, fundamentalmente, que hay determinados gastos que son realizados mayoritariamente por los deciles superiores de renta y a los que se les aplica el IVA reducido. ¿Quién va a hoteles o restaurantes? Las rentas altas. Cuando bajas el IVA favoreces a las rentas más bajas, sí, pero en términos de recaudación la pérdida es muchísimo mayor en los tramos altos de renta.

Sí, lo que está diciendo Feás es que los IVA reducidos benefician, principalmente, a las rentas altas. Sí, a las mismas que el Gobierno quiere hacer pagar más. Y sí, la fiscalidad europea a la que el ejecutivo quiere acercarse y parecerse presenta unos tipos mucho más elevados. Pero no, en ningún caso esa posibilidad está en la agenda de Montero. Y no es que aquí seamos más listos que en el ministerio, ni mucho menos. «Es que a ver quién se atreve a hacerlo», zanjan en Hacienda.








 4. LOS FONDOS EUROPEOS: ENTRE EL MIEDO A UN PLAN E Y LA CORRUPCIÓN


E
 ra un plan perfecto. Sin fisuras. Inyectar en la economía hasta 50.000 millones de euros, según los cálculos del propio Gobierno, y promover la creación de empleo para detener la destrucción de puestos que ya provocaban los primeros coletazos de la crisis financiera. Pero la realidad es que fue de todo menos perfecto, que el Banco de España advirtió de que no era la solución ideal y que el Tribunal de Cuentas acabó detectando numerosas irregularidades y pérdidas. El Plan E del Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero es uno de los mejores ejemplos de lo que no se debe hacer ante una crisis. Una genialidad que acabó siendo un fracaso, que está muy presente en el mundo económico y que nadie quiere que se repita. Y por eso, con la llegada de los fondos europeos, son muchos los que han recordado y advertido del riesgo de cometer el mismo error, pero probablemente hay dos voces que sobresalen por encima del resto, dada su cercanía o relación con el Gobierno.

La primera es la de Antón Costas, que después de una vida ligado al ámbito económico y universitario catalán ocupa desde el 28 de abril de 2021 la Presidencia del Consejo Económico y Social de España (CES), un órgano consultivo del Gobierno en materia socioeconómica y laboral y adscrito al Ministerio de Empleo. Pero la conversación con él se produjo antes de su nombramiento, por lo que pudo opinar con una libertad que después no hubiese sido posible, y eso hace que sus aportaciones tengan si cabe más valor.

—Ha mostrado su inquietud por el reparto de los fondos europeos. ¿Qué es lo que le preocupa?

—El riesgo de que estemos contemplando esta capacidad financiera como una especie de maná ante el que, abriendo los bolsillos, algo nos caerá. Esto sería tremendo porque el resultado podría ser el que tuvimos con el Plan E de Zapatero. Aquel plan tuvo cierto sentido macroeconómico, pero la forma en la que se desarrolló fue un poco café para todos, maná para todos, sin evaluar el multiplicador de cada proyecto, es decir, su impacto en términos de empleo duradero y mejora de la economía.

La segunda voz es la del Banco de España, organismo que desde el primer momento se ha mostrado preocupado por cuál será el impacto de la lluvia de fondos y, muy importante, por cómo se gestionarán. La siguiente advertencia se recoge en el documento «Proyecciones macroeconómicas de la economía española (2020-2023): contribución del Banco de España al ejercicio conjunto de proyecciones del Eurosistema de diciembre de 2020»:

La elevada dimensión del programa carece de referencias históricas comparables en nuestro país. El precedente más cercano sería el Plan Español para el Estímulo de la Economía y el Empleo, comúnmente denominado «plan E», por medio del cual el Gobierno del Estado transfirió fondos a las corporaciones locales en respuesta a la crisis de 2008 por una cuantía de 1,2 pp del PIB para ejecutar inversiones públicas durante el bienio 2009-2010. Ese plan se ejecutó en una coyuntura que guardaba ciertas similitudes con la actual, con un grado relativamente reducido de utilización de la capacidad productiva y un tono muy acomodaticio de la política monetaria, a pesar de lo cual se estima que su multiplicador sobre la actividad y el empleo fue relativamente reducido.

Y si se consultan las notas de la rueda de prensa en la que se presentó el mencionado documento, lo que se encuentra es que el director general de Economía y Estadística del propio Banco de España, Óscar Arce, incidió en ese mismo mensaje al reconocer que existen «similitudes» entre las dos situaciones; que el resultado del Plan E fue «relativamente reducido»; y que existe una incertidumbre «muy elevada» acerca «de la capacidad de las Administraciones Públicas de absorber un volumen tan elevado de recursos en un periodo tan reducido».

La desconfianza hacia la gestión de los fondos, por lo tanto, es evidente. Y los primeros ejemplos no han hecho que esa inquietud se reduzca, precisamente. Independientemente de lo que finalmente ocurra con Plus Ultra, el rescate de esta aerolínea es una magnífica muestra de todos esos temores de posible politización, uso incorrecto o incluso fraudulento de los fondos y opacidad en los procesos. Esto es lo que apuntaba Antonio Moreno, catedrático y director del Master in Economics and Finance de la Universidad de Navarra:

—Lo de Plus Ultra no es exactamente fondos Covid, es una ayuda de la Sepi, pero sí es una ayuda a una industria que no acabo de entender por qué se prioriza para esta empresa sobre otras. No parece que tenga un peso estratégico ni importante sobre la economía. Hay dudas razonables que apuntan a que tiene una motivación política y no económica. No por el interés general de la sociedad española, que es lo que tiene que primar. Y también creo que es importante el hecho de que la gestión de los fondos Covid se vaya a realizar en su totalidad a través de la oficina económica de Moncloa. Me preocupa, porque van a primar intereses políticos.

Y esto añadía Benito Arruñadas, catedrático de Organización de Empresas en la Universidad Pompeu Fabra:

—A nivel europeo se ha hecho un plan de ayudas cuyas prioridades son contrarias a los intereses de la mayoría de los españoles. Nosotros contaminamos ya mucho menos que Alemania. ¿Vamos a seguir gastando un dinero que no tenemos para contaminar aún menos? No es nuestra prioridad. Y el Estado no tiene ni idea de cuáles son las ventajas comparativas del sistema productivo. Dos ejemplos. ¿Quién esperaba que nuestra mejor empresa fuera textil y surgiera en Galicia? ¿Y que otro éxito empresarial descomunal consistiera en una cantera de Almería? Silestone, Grupo Cosentino, líder mundial. Los burócratas no hubieran apoyado ninguna de ellas. Dejemos que las ventajas comparativas las decida la empresa. Pero es que además sabemos a dónde lleva toda esa financiación pública. Lo hemos visto en el Consejo de Ministros: 53 millones a una aerolínea de sus amigos venezolanos porque la consideran estratégica. Tal como se han organizado en España, los fondos europeos van a generar un nivel de corrupción desconocido.

Esa opacidad y falta de transparencia también provocará que muchas empresas que sí tienen proyectos interesantes, con potencial, digitales, innovadores y en los que invertir tiene todo el sentido, no puedan acceder a los fondos. Compañías pequeñas, que no están vinculadas al Gobierno y no tienen acceso directo al poder y que tal vez solo podrán formar parte de proyectos liderados por grandes empresas, que sí cuentan con esos contactos. Otra suerte de corrupción que Toni Roldán, ahora en el Centro de Políticas Económicas de Esade tras la desintegración de Ciudadanos, de la que más adelante hablaremos, adelantaba así:

—Hasta ahora ha faltado transparencia en el Plan. Todavía no tenemos ni una página web en la que consultar cuáles son los criterios o dónde solicitar las ayudas. Hay empresas enormemente innovadoras, pequeñas y con pocas conexiones con el Gobierno, que no están accediendo a esta información tan importante. Y quiero resaltar otro punto. En Francia está la comisión Blanchard-Tirol. El primero fue economista jefe del FMI y el segundo, Premio Nobel. Y son los que han decidido todo este plan. Lo mismo con Pissarides en Grecia; y en Italia, que es un desastre político, han entendido el tamaño del reto y Draghi ha sido elegido por el Parlamento con cerca de un 90 por ciento del apoyo.

Tampoco se debe olvidar la querencia que existe en España por desarrollar infraestructuras. Se supone que precisamente eso lo debería evitar la condicionalidad que presentan los propios programas europeos: actuaciones que transformen realmente la sociedad, que modernicen las economías, sostenibilidad y actuaciones verdes. «¡Bendita condicionalidad! Afortunadamente nos han dicho qué es lo que hay que hacer porque si no volveríamos a hacer puentes, carreteras y Ave», resumió Matilde Mas, catedrática de Fundamentos de Análisis Económico de la Universidad de Valencia y directora de Proyectos Internacionales del IVIE. Pero incluso así, la posibilidad de que el Gobierno quiera rentabilizar políticamente todos estos fondos y proyectos ya no es que sea un riesgo, sino que se trata de una evidencia y Sánchez cuenta con ello. De hecho, el presidente presentó el Plan de Reconstrucción en diversas regiones, todas ellas gobernadas por el PSOE. La aparición de estos actos en la agenda oficial generaba al principio cierta expectación informativa, hasta que tras la enésima puesta en escena quedó claro que solo era eso: mítines políticos, votantes entregados y, por supuesto, empresarios cercanos al poder con grandes proyectos que financiar.

A evitar esa capitalización que el presidente del Gobierno va a llevar a cabo de los fondos europeos tampoco han ayudado la polarización y la fragmentación política, ni el nivel de la propia oposición. Muchos desde el ámbito económico han pedido pactos de Estado en proyectos clave, para evitar que la política enturbie e impida la recuperación, e incluso algunos expolíticos como Cristóbal Montoro hicieron lo propio, aunque es evidente que resulta mucho más sencillo hablar desde fuera y que cuando él mismo estuvo en el ejecutivo tampoco se llegó a este tipo de acuerdos. Es esa incapacidad para los grandes acuerdos de la que adolece la política española, y que ni siquiera una crisis tan grave como la desatada por el coronavirus ha conseguido revertir. Y eso no solo lo vemos en España, también desde el exterior se dan cuenta y no supone precisamente un buen mensaje. La mejor muestra, lo que explica Rubén Segura-Cayuela, cuyos informes como economista jefe para Europa de Bank of America son leídos con atención por numerosos e influyentes inversores.

—Más allá de un Gobierno de coalición, lo que tenemos es una aritmética parlamentaria muy complicada y esto te pone límites a cuánto puedes hacer bien, pero también a cuánto puedes hacer mal. Es un exceso de fragmentación política surgido a raíz de la crisis soberana y de años de austeridad mal llevada y mal aconsejada. Y es un proceso que te dificulta lidiar con las debilidades, pero que también te complica muchísimo hacer daños significativos.

—¿Quiere decir que ese Parlamento tan fragmentado impide que se deshagan reformas que el mercado considera positivas, como puede ser la reforma laboral?

—Exacto, pero añadiría un elemento adicional y sobre el que soy tal vez no pesimista, pero sí menos optimista. Las reformas que deberíamos hacer a la vez que recibimos el dinero del fondo tienen que ser transparentes, previsibles y tener la percepción de durabilidad. Y eso requiere grandes consensos y ahí es donde estoy más preocupado. Porque si incluso en aspectos muy importantes en la gestión de la pandemia no hemos sido capaces de alcanzar consensos, si una pandemia no nos ha puesto de acuerdo, ¿qué lo va a hacer?

Y a todo ello se suma la sensación, o incluso certeza para algunos, de que el Gobierno ha dejado de lado tanto al ámbito económico como al conjunto de la sociedad en todo el proceso de desarrollo de los planes. La queja más fuerte y clara a este respecto, la de Alfonso Novales, catedrático de la Universidad Complutense de Madrid e integrante de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas.

—Asistimos a un plan que el Parlamento acepta que se diseñe y se lleve a cabo como una acción de gobierno. Esto es tremendo, incompresible. Además, si reconocemos que la sociedad ha sufrido la crisis transversalmente, en todos sus estamentos, lo que hay que hacer es involucrar a la sociedad en el diseño del plan. Que perciba que los planes no se hacen a su espalda, sino consultando e ilusionando. Tenemos un sistema de ciencia e investigación, tenemos un sistema universitario público y nos encanta hablar de la apuesta por la ciencia, pero no se ha consultado con ningún estamento científico el diseño de los programas de actuación. Le voy a contar una cosa que le puede sorprender. Durante el verano pasado, a iniciativa de cuatro personas que usted conoce, Nacho Conde, Juan Francisco Gimeno, Rafael Salas y yo mismo, involucramos a 157 investigadores y firmamos un programa de actuaciones. Las actuaciones que los expertos consideraban que se debían llevar a cabo en distintos ámbitos. Remití personalmente ese informe a los presidentes y vicepresidentes de las comisiones económicas del Congreso y Senado; 53 correos electrónicos personalizados. Ex-celentísimo señor X 53. Cinco de ellos dijeron gracias. Punto.








 5. VIVIR PEOR QUE TUS PADRES Y EL FIN DE LA CLASE MEDIA

—Yo estoy convencido de que los hijos van a vivir peor que los padres, sí. Los jóvenes van a ser el grupo más perjudicado por la crisis. Muchos de ellos van a encadenar ya dos, y los estudios evidencian que si se accede al mercado durante una crisis la vida laboral es peor. Con mayores periodos de desempleo y con salarios más bajos. Y no solamente eso, es que ya venían de una situación de desigualdad intergeneracional. La población en general ya había recuperado la situación previa a la crisis pero los jóvenes, no. Y para colmo hay una deuda que se está disparando. ¿Quién la pagará? Los jóvenes de ahora con sus impuestos. Es la maldición de ser joven en estos tiempos.

José García-Montalvo es uno de los economistas más relevantes de España. Fue galardonado con el premio Jaume I de Economía en 2019, es doctor en Economía por la Universidad de Harvard y catedrático de la Pompeu Fabra. Y su afirmación sobre lo que van a sufrir los jóvenes y sobre lo que ya están sufriendo es devastadora. Los jóvenes y los que ya no lo son tanto, pero que llegaron tarde para disfrutar del largo perio-do de bonanza previo a la crisis financiera accedieron al mercado laboral en un momento de recesión o, en el mejor de los casos, de menos vigor; y ahora sufren las consecuencias de la nueva crisis con toda su intensidad.

Son los que vieron cómo solo unos años antes los sueldos eran sensiblemente más elevados, existía una mayor estabilidad laboral y se gozaba de grandes facilidades para acceder a una vivienda. La diferencia en muy poco tiempo fue abismal, y sin duda una buena muestra de la profundidad de las cicatrices que dejó la crisis anterior. El de la vivienda es probablemente el ejemplo más evidente. Hipotecas por el cien por cien (o incluso «un poco más y así te compras también el coche, no te preocupes»), una oferta muy elevada y deducciones por el pago de la vivienda habitual. Sí, buena parte de lo que se abonaba por un crédito hipotecario se podía desgravar. Dicho de otro modo: Hacienda te devolvía dinero por pagar tu hipoteca. Había cuentas vivienda que fomentaban esto mismo y por las que la Agencia Tributaria también te devolvía dinero aun incluso cuando todavía no tenías una vivienda en propiedad. El resultado es que una renta media o incluso media baja se podía comprar una vivienda fácilmente.

Todo eso desapareció, primero, cuando el Gobierno de Mariano Rajoy y el Ministerio de Hacienda que dirigía Cristóbal Montoro eliminaron la deducción en busca de mayores ingresos; y segundo, cuando la banca dejó de ofrecer hipotecas por el cien por cien como consecuencia del mayor control de las autoridades europeas.

Probablemente (o al menos eso dice la inmensa mayoría de los economistas) acabar con aquello fue lo adecuado. Porque fueron factores clave en el fomento de la burbuja inmobiliaria y para que el sector bancario español, ese mismo que el presidente Rodríguez Zapatero calificó como el «más sólido del mundo», quebrase. Y en el ámbito económico la postura sobre este punto no ha cambiado. La presidenta del Banco Santander, Ana Patricia Botín, propuso en plena pandemia que los jóvenes pudiesen acceder a créditos hipotecarios hasta el 95 por ciento del valor del inmueble a través de programas público-privados: al habitual 80 por ciento que prestan las entidades privadas se sumaría una parte adicional a través del Instituto de Crédito Oficial (ICO). Evidentemente en la propuesta hay un interés, una motivación económica y de negocio, y de hecho la entidad siguió adelante con un programa piloto de apenas 1.000 hipotecas de este tipo. Pero el Gobierno consideró que no era una prioridad. En varias de las conversaciones que he tenido he planteado este tema, y en ningún economista he visto un gran interés.

Volviendo a García-Montalvo, en su opinión debe pasar a ser normal que una persona no tenga una vivienda en propiedad hasta los cuarenta años, un razonamiento que tal vez esté en línea con el hecho de que todo se retrasa: la toma de decisiones vitales, la edad de jubilación y, en definitiva, con una sociedad más longeva. Y Carlos Martín Urriza, máximo responsable del Gabinete Económico de CC.OO. llegó a señalar lo siguiente:

—Si le dices a la gente joven: «Vas a obtener una vivienda tan buena o incluso mejor que la de tus padres a un precio razonable», se libera una gran cantidad de dinero para dedicarlo a otras muchas cosas. Inmovilizar el dinero en un activo físico que solo vas a utilizar para vivir y que no vas a explotar más allá, no parece un buen plan. Lo relevante es el uso. En los coches la situación está cambiando también, la mentalidad de la gente joven no es tener un coche sino poder hacer uso de un coche.

—No sé si a todos los jóvenes les convencerá el no tener una casa en propiedad.

—¿Pero por qué la propiedad? Es volver a los modelos franquistas de propietarios y de no proletarios. Frente al sueño liberal hay otro: que la propiedad se haga más temporal y circule.

Y seguramente todo lo apuntado sea así. Pero también lo es que en muy pocos años se pasó del todo a nada y que el mercado del alquiler sigue sin ser una alternativa para muchos jóvenes. Hay jóvenes trabajando que tienen problemas incluso para independizarse, ya que el pago de un alquiler les supone una parte demasiado elevada de sus salarios, especialmente en las grandes ciudades. Trabajadores compartiendo vivienda y alquilando un cuarto como cuando estaban en la universidad, solo que entonces probablemente fuese divertido, y ahora, muy frustrante. Todo eso, unido y directamente relacionado con el precario mercado laboral un retroceso en las condiciones de vida y lo que Carmen Herrero, doctora en Ciencias Matemáticas y también ganadora del premio Jaume I de economía, califica como generación perdida:

—No solo van a encadenar dos crisis sino que van a encadenar una situación que ha sido especialmente dañina para ellos. El problema es que se están acostumbrando a esto y ahí sí que tenemos una generación perdida. Y ocurre además algo lamentable: es la generación mejor formada que hemos tenido nunca y más infrautilizada. Eso es un drama para este país. Porque el hecho de que la gente joven no pueda tener un proyecto de vida es lo que mata la felicidad.

Para muchos, para las generaciones mayores, que tuvieron que vivir en un país que sin duda estaba mucho menos desarrollado que la España actual, todo esto pueda sonar a pataleo. Algo propio de una sociedad poco acostumbrada al esfuerzo, que se dobla ante la exigencia y que no tiene capacidad para hacer frente a las frustraciones. Blanditos con iPhone, Netflix, Spotify y capacidad para viajar y visitar lugares que sus padres ni siquiera soñaron.

Y en buena parte así será, aunque también es cierto que el progreso seguramente sea tener todo eso y también lo que las generaciones anteriores tenían asegurado. Además, la máxima de que a los que estudian y se esfuerzan les va bien, algo que sin duda está en relación directa con el deficiente sistema educativo de España y que abordaremos en un próximo capítulo, ya no se cumple. El Banco de España, en su informe anual, señala claramente que la crisis ha supuesto un aumento de la incertidumbre sobre la renta futura, especialmente para los menores de treinta y cinco años. Y lo que resulta indudable es que hay una ruptura de la clase media, que las diferencias cada vez son mayores, y que eso es clave para que un país progrese y sea un lugar mejor. Lo explica Olga Cantó, que además de todo lo ya apuntado de ella, es también una de las firmantes del documento «España 2050» que impulsó el presidente Sánchez, así como integrante del grupo de trabajo para la subida del Salario Mínimo Interprofesional (SMI) que creó la vicepresidenta tercera y ministra de Trabajo, Yolanda Díaz. El intercambio de preguntas y respuestas es un tanto largo, pero sin duda merece la pena.

—La estructura social en España fue tremendamente estable en los setenta, ochenta y noventa. Hasta llegar a las crisis de 2008. En ese momento, y particularmente entre 2010 y 2014, vemos un cambio importante en el que una parte de la clase media se desliza hacia la clase más baja. Un grupo de hogares de clase media baja que se mueve hacia abajo. Es importante distinguir dos tipos de clase media: la media alta y la media baja. En los países más cohesionados socialmente el peso de la clase media baja es muy importante. En Francia, Alemania, Italia o Reino Unido este grupo es el más numeroso mientras que en países menos cohesionados, como Estados Unidos, la población se estructura en forma de escalera, con un grupo de clase baja muy amplio, una clase alta también más grande y un grupo en el centro bastante más pequeño. Y eso es un problema porque genera tensiones sociales muy importantes.

—¿Y existe el riesgo de que eso suceda en España?

—Lo que estamos viendo es que, efectivamente, uno de los grupos más golpeados es el central. El impacto está siendo importante en la clase media. Muchos autónomos, por ejemplo, que por las medidas de confinamiento están perdiendo rentas. Es muy importante cubrir a los que no tienen ingresos directamente, pero es que no tenemos políticas para los que están por encima de los umbrales del IMV. Y eso va a ser un gran problema.

—Hay una generación que ya fue duramente golpeada por la anterior crisis y que ahora sufre una segunda en un momento en el que debería ser parte básica de esa clase media. ¿Eso no hace más que complicar la situación?

—Evidentemente. Tenemos un problema de desequilibrio intergeneracional que tiene que ver con cómo hemos construido nuestro sistema de prestaciones e impuestos. Ha funcionado muy bien con ciclos económicos en los que las caídas son leves y de corta duración. Por ejemplo, la crisis del 92-93. El problema de la Gran Recesión es que fue profunda y larga. Y con dos golpes: en 2008 y en 2012.

—¿Es un problema estructural?

—Sí, es estructural. Nuestro sistema es muy débil en términos intergeneracionales, deja muy desprotegidas a las familias jóvenes con menores. Y luego además está el coste de la vivienda. En España no tenemos grandes políticas de vivienda social que ayuden a la emancipación y, por lo tanto, el coste de la vivienda se fija en un mercado casi estrictamente privado. Esto supone que los jóvenes tienen unas dificultades enormes porque la vivienda supone más del 40 por ciento de sus ingresos cuando se pretenden emancipar, y además el esfuerzo para la compra de una vivienda es muchísimo más alto de lo que era en los noventa. Todo eso genera un cóctel muy complicado.

Todo ello tiene consecuencias sobre la capacidad de realización de las personas, sobre su ánimo y felicidad. Y por supuesto sobre la capacidad y el deseo de tener hijos, lo que no hace más que acentuar el envejecimiento que va a sufrir España y dificultar todavía más la viabilidad del sistema de pensiones. La edad media a la que las mujeres españolas tienen su primer hijo supera ya los treinta y un años y el número de niños por familia es uno de los más bajos de Europa, con apenas 1,3.

Y sí, algunos seguramente estarán viendo series y no querrán tener hijos. De hecho, probablemente sea mejor que no los tengan. Pero los datos demuestran que hay muchos que los quieren tener, que quieren colaborar a que España no sea un país tan envejecido y cumplir sus metas en la vida. El propio Instituto Nacional de Estadística (INE) certificó, en su última encuesta de fecundidad, que casi tres de cada cuatro mujeres desean tener al menos dos hijos. Las razones por las que no tienen más hijos, prosigue el trabajo, son laborales, de conciliación y, por supuesto, económicas. Eso era en 2018, año en el que la economía estaba en crecimiento y antes de que la crisis derivada de la pandemia del coronavirus empeorase todo incluso más. Un fracaso de país, sin duda. De los que son blanditos y de los que aprovecharon los excesos sin mirar atrás. Aunque no lo quieran ver.








 6. EL PAPEL DESESTABILIZADOR DE PODEMOS Y EL FIN DE CIUDADANOS


E
 stuvo allí. Fue testigo directo. De hecho, fue parte activa de la llegada de la nueva política. Y estuvo muy cerca de formar parte del Gobierno. Pero como casi todos los que han participado en este proceso político, acabó saliendo de forma más o menos abrupta. No hay mejor forma, por lo tanto, de comenzar este capítulo que con las reflexiones de Toni Roldán, que fue el portavoz económico de Ciudadanos en el Congreso y tuvo un notable peso dentro de la formación.

—Iglesias es el pionero de la política de ultrapolarización, de señalamiento del adversario. Vinieron con algunos diagnósticos correctos, pero lo cierto es que, en balance, la aportación de Iglesias ha sido, básicamente, avivar guerras culturales y hablar y batallar mucho sobre el pasado pero nada sobre el futuro. Su contribución al progreso de España es cero. Su contribución a la mejora de las políticas públicas es cero. Y su contribución a confrontar a los españoles y dificultar la convivencia ha sido enorme. Además, y no está de más recordarlo, fue el responsable de vetar el acuerdo al que llegamos Ciudadanos y PSOE. Habría sido un Gobierno centrado y modernizador, pero practicó la política del veto y el sectarismo. [Se refiere al denominado Pacto del Abrazo].

—Posteriormente se dio otra posibilidad de que Rivera pactase con Sánchez. Hay quien dice que Rivera no quiso ese nuevo pacto y hay también quien apunta que Sánchez, en realidad, nunca lo habría aceptado. Usted estaba ahí. ¿Qué ocurrió?

—Para cualquier persona mínimamente razonable, patriota y preocupada por el futuro del país en un entorno de auge de populismos y extremismos, tener una coalición entre socialdemócratas y liberales en un país europeo habría sido una bendición. Una mayoría sólida con 180 diputados [la suma de los 123 del PSOE y los 57 de Ciudadanos que estas formaciones obtuvieron en las elecciones de abril de 2019] para impulsar reformas con un diagnóstico absolutamente europeo, reducir la influencia de los nacionalismos, responder ahora a la pandemia... Es verdad que Sánchez pudo haber puesto mucho más de su parte, pero fue la decisión deliberada de Rivera, con un plan, por decirlo suave, equivocado y egoísta de tratar de ser el líder de la derecha. Y para ser el líder de la derecha en unas futuras elecciones y tras no sé cuántas derivadas, era imposible pactar con Sánchez. Rivera le daba un valor cero a cambiar España y ser vicepresidente, y un valor uno a ser presidente. Y si no era presidente prefería tumbar esa posibilidad. Es el error político más grave desde la Transición. Rivera tuvo un mérito extraordinario en construir el proyecto que construyó, pero luego la táctica de destrucción del partido fue básicamente su responsabilidad. El único mandato que teníamos los que estábamos allí era el de negociar hacia la derecha. Ya me dirás, un partido que vende que ni rojos ni azules y solo puede pactar con los azules. Hubo la posibilidad de consolidar un espacio liberal pero se perdió por la ambición excesiva de Rivera.

La dureza de sus palabras, sin el menor atisbo de duda, revela lo que muchos piensan. Economistas, votantes y ciudadanos: que un Gobierno entre PSOE y Cs hubiese sido una gran oportunidad para España, y más teniendo en cuenta la grave crisis que posteriormente se desató como consecuencia de la pandemia del coronavirus. Que cambiar el papel desestabilizador de Podemos por las políticas de Ciudadanos hubiese sido casi una bendición. Y sí, uno de los grandes culpables de que esa bendición no sea una realidad es el propio presidente del Gobierno, Pedro Sánchez. No hay ninguna duda y es posible que incluso con la mayor de las predisposiciones por parte de Ciudadanos el final hubiese sido el mismo. Estamos hablando de Pedro Sánchez, con todo lo que ello conlleva. Pero eso no significa que el otro gran culpable no sea Albert Rivera, cuyas ansias de poder le hicieron defraudar y no cumplir con lo que buena parte de sus votantes pedían: que fuese un partido para controlar al PSOE y al PP. Para contrarrestar sus políticas, evitar sus desmanes y corrupciones. Y, por supuesto, para evitar que los partidos nacionalistas acumulen un poder que sus votos no justifican en absoluto y del que sin embargo gozan cada vez más. En definitiva, para dar estabilidad.

Pero la realidad es que el país y la economía están ahora condicionadas por los deseos, propuestas e incluso zancadillas de Podemos. En solo tres de las sesenta conversaciones que son el origen de este libro hay una cierta defensa de las propuestas económicas de esta formación. Una es la de Carlos Martín Urriza, el ya presentado responsable del Gabinete Económico de CCOO. La segunda es la de Alberto Montero, que fue diputado del partido y todavía mantiene ciertos lazos con la formación aunque su salida, también en este caso, fue abrupta. Y la tercera es la de Eduardo Garzón, hermano del ministro de Consumo, Alberto Garzón, quien, curiosamente, desplazó a Montero como número uno en la candidatura por Málaga al Congreso de Unidas Podemos y acabó provocando su marcha. Garzón, por ejemplo, aplaude y respalda que un mayor endeudamiento es imprescindible, que se ha producido un cambio de paradigma en cuanto a la importancia de la deuda pública y que el pasivo no supondrá una losa para generaciones futuras. En buena parte, lo que defiende el partido que durante muchos años lideró (¿incluso en el que reinó?) Pablo Iglesias.

—¿Qué medidas ha echado de menos por parte del Gobierno?

—Más ayudas directas a autónomos y pymes. Y eso tiene que ver con que Hacienda y Economía están dirigidas por personas del PSOE, y con la falta de valentía y el complejo por culpa de la crisis de 2008. En ese periodo los países del norte les decían a los del sur que tenían que recortar gastos y aumentar impuestos, apretarse el cinturón, en definitiva. Y ese complejo sigue ahí a pesar de que Bruselas ha suspendido temporalmente las reglas fiscales, a pesar de que el BCE está creando ingentes cantidades de euros, a pesar de que tienen carta blanca. Tienen miedo y no quieren aumentar el déficit.

—El déficit superó los 123.000 millones, el dato más elevado de la historia. ¿Tendría el Gobierno que haber ido más allá?

—Mucho más allá. Japón llegó a un déficit del 39 por ciento del PIB. Nueva Zelanda, al 28 por ciento, Australia, al 25 por ciento. El dato de España es absolutamente insuficiente. La única forma de controlar y mantener las rentas para que funcione la economía es que el sector público aparezca, garantizando la renta a las familias y a las empresas. Eso es lo que te aumenta el déficit, pero es la única forma de que la economía pueda funcionar.

—¿Elevar todavía más la deuda no supondría una losa muy pesada para las próximas generaciones?

—No. Si tenemos un banco central que respalde la política fiscal que desarrollemos, si crea euros de forma gratuita e ilimitada, no tendremos ningún tipo de insolvencia. Podríamos tener problemas de desestabilización del valor de la moneda o tensiones inflacionistas, pero eso es diferente porque no estamos hablando de que nuestros descendientes vayan a tener problemas para pagar la deuda.

Montero, por su parte, no fue tan efusivo con medidas de este tipo, mientras que Martín Urriza apoyó fervientemente la subida del SMI. Y entre el resto de economistas, doctores y catedráticos universitarios, las opciones económicas de Podemos despiertan directamente preocupación. Juan Ramón Rallo, Carlos Rodríguez Braun o Francisco Cabrillo están entre los que de forma más tajante han mostrado ese tipo de posiciones contrarias. Algunos podrán pensar que sus manifestaciones están muy condicionadas por sus preferencias políticas y su reconocida animadversión a Podemos. Y seguramente sea así. Pero también lo es que sus argumentos y preparación, desde un punto de vista rigurosamente económico, son difícilmente rebatibles. Esto decía, por ejemplo, Cabrillo:

—No hace mucho, un grupo de economistas hicimos un estudio sobre la enseñanza de la economía en bachillerato y buena parte de los textos tenían ideas muy similares a las del programa económico de Podemos. Y el chico que ha estudiado cuatro cosas de economía en bachillerato, cuando escucha estas cosas dice: «Sí, esto es lo que yo sabía, esto me parece muy bien».

—¿Quiere decir que las ideas de Podemos están tan equivocadas como las de un estudiante que apenas tiene nociones de economía?

—Yo diría que sí. ¿Usted sabe quién era Larraz? Larraz fue el primer ministro de Hacienda con Franco después de la guerra. Se entrevistó en un momento dado con Franco, y salió espantado. Escribió en su diario: «Franco tiene las ideas económicas de un capitán recién salido de la Escuela de Estado Mayor». No es un problema solo de derechas o de izquierdas, sino de ideas económicas equivocadas. El que esté en su piso y vea que le van a controlar la renta pensará «¡qué bien!». Pero el que quiera conseguir un piso y vea que la oferta cae, tendrá muchos problemas para encontrar uno. La ley catalana se parece mucho a las leyes de Franco de los años cuarenta. Y Franco no era un peligroso izquierdista.

Y esto, Rodríguez Braun:

—La contrarreforma laboral es una verdadera tragedia: va a aumentar el paro, va a consolidar esta herencia intervencionista que viene directamente de la dictadura franquista y que la extrema izquierda defiende con entusiasmo. Tal vez no son conscientes de que son unos perfectos fascistas.

Sí. Llama mucho la atención que ambos economistas vinculen las políticas de Podemos con las de Franco. Y por ello, Rodríguez Braun añadió está explicación:

—Efectivamente, hay una concomitancia entre los colectivismos de cualquier laya, y esto es lo que explica que tengamos a un partido como Podemos, que quiere exactamente lo mismo que quería el franquismo: fijar los precios de los alquileres e intervenir el mercado laboral para dificultar la contratación y el despido. Es notabilísimo.

No son los únicos que expusieron sus temores hacia las políticas de la formación que gobierna el país junto al PSOE. Javier Andrés, catedrático en la Universidad de Valencia y padre académico de economistas tan reputados como García-Montalvo y Rafael Doménech, avisó de que la petición de condonación de deuda que firmó el responsable económico de Podemos, Nacho Álvarez (¡y también la presidenta del PSOE, Cristina Narbona!) es una idea «francamente mala». Juan Francisco Jimeno, doctor en Economía por el prestigioso Massachusetts Institute of Technology (MIT), defendió que «no es el momento de seguir subiendo el SMI». Xavier Freixas, doctor en Economía por la Universidad de Toulouse y catedrático emérito de la Pompeu Fabra, advirtió de que una banca pública como la que proponen desde algunos ámbitos del partido «es una banca muy peligrosa, puede haber incentivos políticos y hay muchos más préstamos en periodos electorales». Y Javier Ferri, doctor en Economía por la Universidad de Valencia, lamentaba que hubiera «una posibilidad de que el Gobierno pactara con un partido sensato, de corte liberal, como Ciudadanos, y en cambio ha pactado con partidos de corte más antisistema y recetas económicas caducas». ¿Por qué? «Porque ha pesado más que el grupo de investidura tiene más posibilidades de replicar escaños en las próximas elecciones».

También hubo quien criticó muy duramente el papel de Ciudadanos y se mostró feliz por la práctica desaparición del partido. Fue Antoni Castells, consejero de Economía de la Generalitat en los gobiernos del PSC. Su crítica fue muy dura, aunque en sus palabras se evidencian motivos puramente políticos, catalanistas e incluso relacionados con la independencia de la comunidad.

—Ciudadanos ganó las elecciones en Cataluña y también alcanzó cotas muy importantes en las generales. ¿Cómo ha visto su desintegración?

—Con alivio y como un designio de justicia poética. Yo vi nacer al partido, estaba en el Parlament. Y Ciudadanos ha sido siempre un partido marginal que ha tratado de explotar un problema lingüístico que en Cataluña no existe. Es la realidad. Y fue marginal hasta que alguien tuvo la idea genial de que había que construir un Podemos de derecha, y se convierte en un partido potente a nivel nacional porque se le pone mucho oxígeno. Es el partido de carácter más lerrouxista que ha salido en Cataluña desde la Transición. Un partido dispuesto a explotar, magnificar y crear un problema donde no lo hay con el tema de la lengua. Y yo entiendo que en España pueda resultar atractivo porque aparece el aspecto, que para mí es el menos fundacional, de un partido liberal, más de centro, menos casposo de lo que pueda ser el PP. Y esto es atractivo, lo entiendo, pero es la parte secundaria. Ha sido un partido muy tóxico.

—¿Y cómo explica que ganase en Cataluña?

—Porque en aquel momento, diciembre de 2017, se produjo una concentración del voto que no quería la independencia en Ciudadanos. Un voto de miedo. Porque se le vio como un partido más firme ante la independencia que al PSC.

Ese designio de justicia poética que apunta Castells y gran oportunidad perdida para España que estiman muchos otros, supuso en cualquier caso el fin de Albert Rivera en Ciudadanos. Y poco tiempo después, Pablo Iglesias siguió sus pasos tras otro fracaso político aunque en un contexto totalmente diferente. Dos de los tres grandes responsables de la situación que vive España sucumbieron a la nueva política que ellos mismos impulsaron y solo Sánchez el Inasequible permanece. Los dos, Rivera e Iglesias, llegaron a pensar que podrían gobernar. De hecho, el segundo lo llegó a hacer, aunque cuando estaba en el Gobierno por momentos parecía que seguía en la oposición. Pero los dos se fueron, dejando sin cumplir la inmensa mayoría de promesas que realizaron, sin dotar al país de los programas económicos que ansiaban (¡por suerte, en el caso de Iglesias!) y cediendo ante el empuje del Inasequible al Desaliento. Pero no sin antes llevarse ellos también a muchos otros por delante. Uno, por ejemplo, el propio Roldán, que abandonó la política por los giros políticos de Rivera y con el que se cierra el capítulo igual que se empezó: acudiendo a su relevante y esclarecedor relato:

—No dejan de ser curiosos los paralelismos entre Rivera e Iglesias, hasta sus respectivos finales.

—Hay un nivel muy elevado de infantilismo en la apreciación de la política. Es muy difícil construir un proyecto político, conseguir representación y conseguir el apoyo de 4,5 millones de personas. Mucha gente se pasa toda la vida esperando para ser consejero de una comunidad y poder implementar unos pequeños cambios. Pero ahora hay una concepción más relacionada con la testosterona y la adrenalina que con una apreciación del valor de la política. Si tienes la posibilidad de cambiar un país y renuncias... Y luego son los primeros que se llenan la boca de patriotismo. Pues para mí no hay nada más antipatriota que lo que hizo Rivera. Fue una oportunidad perdida no solo para Ciudadanos, sino para España.

—¿Va a desaparecer Ciudadanos? ¿Las elecciones de Madrid suponen el fin definitivo del partido?

—Desearía que no. Nunca ha sido más necesario tener un anclaje en el centro.






 7. DE CUANDO DESCUBRIERON QUE EL ESCRIVÁ POLÍTICO NO LES GUSTABA TANTO


L
 as comparecencias de José Luis Escrivá en el Congreso como presidente de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF) eran extraordinarias. Por la calidad y cantidad de los datos que aportaba, pero incluso más por la unanimidad en las felicitaciones que recibía de los diputados. No hay un precedente similar, especialmente desde la llegada de la nueva política, la crispación y la polarización. La figura de Escrivá, sin embargo, se mostraba ajena a ese ruido, y además consiguió que la AIReF fuese muy respetada, en muchas ocasiones incluso más que el Banco de España. Consolidó totalmente ese organismo en apenas seis años. Fue el primer presidente y el respeto a su labor se demostró cuando su sucesora en el cargo, Cristina Herrero, fue refrendada con esa misma unanimidad que suscitaban las intervenciones de Escrivá.

Pero todo eso cambió en cuanto el presidente Sánchez anunció que sería el próximo ministro de Seguridad Social. Es más, de repente, sus últimos meses en la AIReF ya comenzaron a sembrar algunas dudas. E incluso entre los economistas se extendió la certeza de que pasar directamente de la Autoridad Fiscal al Gobierno, del auditor al auditado, no dejaba en muy buen lugar a la propia AIReF. Que si bien el trabajo de Escrivá había sido muy bueno, ese paso generaba una importante sombra sobre un organismo que, aunque consolidado, era todavía muy joven. Lo dicen en privado y en público; lo susurran hoy en la propia AIReF e incluso en el Banco de España; y lo afirman figuras tan ideológicamente distanciadas como Alberto Montero y Juan Ramón Rallo o María Blanco. También en esto consigue una importante unanimidad Escrivá, aunque ahora ya no es para alabar su labor. Así lo recuerda Montero, que asistió en muchas ocasiones a esas solemnes comparecencias del expresidente de la AIReF en el Congreso durante su etapa como diputado de Podemos, partido del que era una de las voces clave en el ámbito económico.

—Ser un magnífico técnico no te convierte en un magnífico ministro ni en un magnífico político. Ser un magnífico técnico te convierte en una persona capaz de trasladar solvencia técnica y no ser sesgado. Pero en el caso de Escrivá ministro, nos encontramos a una persona que no tiene capacidad para el ejercicio de la política, con falta de mano izquierda y falta de empatía. Ha llegado a decir que él no tiene problemas para rellenar el impreso de solicitud del Ingreso Mínimo Vital. Ya, pero es que no es una ayuda dirigida a usted, es una ayuda dirigida a personas que incluso ni siquiera saben que existe esa ayuda. Y además, el peso de su condición técnica y de burócrata en el buen sentido le hace tener demasiados recelos hacia lo que en política se entiende como trade off
 , es decir, que a veces es mejor pecar un poco de ineficiencia y que incluso algunas personas se beneficien de un modo fraudulento, que sacrificar a miles que lo necesitan por buscar la perfección en el instrumento. Ser ministro es una cosa y ser presidente de la AIReF es otra.

Y así opina Rallo:

—El caso de Escrivá es paradigmático. Es un economista técnicamente muy riguroso, pero claro, en retrospectiva, uno se tiene que plantear cuánto de lo que dijo como presidente de la AIReF no estaba ya condicionado por una expectativa política. Es una duda razonable que no vamos a despejar nunca pero, por ejemplo, cuando Escrivá decía como presidente de la AIReF que las pensiones eran plenamente sostenibles: ¿era un mensaje de Ferraz o era un mensaje que él mismo se autoimponía en su campaña para llegar a ser ministro?

Y María Blanco:

—Es que es muy diferente donde estaba y donde está. Es diferente estar en la AIReF y elaborar estudios muy serios y decir la verdad, que estar atado por un partido político, por el resto de los ministerios, por la línea de actuación del Gobierno... Podía haber dicho que no, pero se ha subido a ese carro. Mola mucho ser ministro, estamos en la patria del ego y es normal que haya cierto descontento con él.

Sobre lo que apunta Montero, sobre esa falta de mano izquierda y cierta superioridad, el hoy ministro de Seguridad Social ya dio algunas muestras en la AIReF, que eran especialmente evidentes en las ruedas de prensa. Entre los periodistas generaban una mezcla de carcajadas un tanto nerviosas y estupor sus afirmaciones despreciando sin miramientos las proyecciones del Instituto Nacional de Estadística (INE) o del Banco de España, organismo en el que comenzó su carrera. A pesar de ello, Escrivá no dudaba en criticar las previsiones y estimaciones que realizaba la Dirección General de Economía y Estadística que dirigía el hoy gobernador Hernández de Cos, y en lamentar el mal trabajo que hacía a pesar de contar con el servicio de estudios con más recursos del país. Por eso, y porque ha mantenido su tono crítico ya como ministro, hay muchos en el BdE que están esperando con no pocas ganas a Escrivá y que recuerdan que su salida de BBVA Research ya fue turbulenta. Y por parte del INE fue capaz de provocar una sorprendente e inédita respuesta pública a sus críticas. Escrivá, en concreto, apuntó que Estadística comete «grandes errores de proyección» en términos de demografía, que la AIReF dejaría automáticamente de emplear esos datos porque «son extraordinariamente revisables», y que incluso la preocupación por el futuro de la Seguridad Social se acrecentaba ya que se partía de esas erróneas cifras. La réplica de Estadística fue sin duda mucho más moderada, pero el simple hecho de que existiera ya supuso todo un hito.

También era muy significativo que en sus ruedas de prensa no se le pudiera citar directamente como responsable de la información que exponía ni de las respuestas que ofrecía. Era un tanto absurdo, porque era eviden-te que era él quien llevaba a cabo las comparecencias e incluso se podían tomar imágenes previas y seguir las intervenciones por un servicio de streaming
 . Hoy, con Herrero, no existe esa restricción, pero cuando Escrivá estaba al frente de la AIReF la norma era apuntar que todo procedía de fuentes de la Autoridad Fiscal. ¿Por qué hacía eso? Tiempo después trascendió que era una orden directa de Escrivá para que, si cometía alguna equivocación u ofrecía algún dato erróneo, eso no se pudiese ligar a su nombre.

Y sobre lo que señala Rallo, sobre esas dudas existentes en torno a la AIReF, resulta llamativo que algo muy similar fue lo que comentó Javier Ferri. En su opinión, la reputación de Escrivá ya comenzó a resentirse durante sus últimos meses en la AIReF porque sesgó «de forma clara previsiones a favor del Gobierno, como las estimaciones demográficas o en temas de pensiones». Al analizar ciertos informes de la Autoridad Fiscal se observaban «previsiones que no se ajustaban a lo que decían otras instituciones, mientras que meses antes sí iban a la par», y al ser preguntado por si el ahora ministro estaba preparando su salto a la política, respondió lo siguiente: «No lo sé, no lo puedo decir. Lo que no parece es que los informes de los últimos meses le hayan dificultado ese salto».

Todo esto es, principalmente, por las formas en las que se desempeña el Escrivá político y su controvertido salto desde la AIReF al Gobierno. Pero las críticas a su labor también se extienden, y mucho, a su labor como ministro. El extracto de la conversación con Montero ya hace alusión a la gestión del Ingreso Mínimo Vital, cuyo diseño inicial fue un fracaso que el propio Escrivá asumió y en el que, probablemente, también tuvieron que ver las prisas y la presión que ejerció el entonces vicepresidente Pablo Iglesias. Pero es que entre los expertos en pensiones, los planes y planteamientos del responsable de Seguridad Social no son en absoluto compartidos.

Escrivá, como es habitual en él, siempre se ha mostrado seguro de que será capaz de salvar el sistema de pensiones del impresionante desfase que sufre entre gastos e ingresos. ¿Cómo? Algunas de las medidas más potentes son la ampliación de la edad de jubilación, a la que dedicaremos un capítulo completo más adelante y sobre la que sí existe un amplio consenso, así como traspasar los denominados gastos impropios, esto es, gastos que debe abordar el sistema y que se supone que no se deberían pagar con lo que se ingresa por cotizaciones. Son, por ejemplo, algunos tipos de pensiones que se llaman no contributivas o incluso los gastos de funcionamiento del ministerio. Y esto es lo que dice sobre este punto José Enrique Devesa, doctor en Ciencias Económicas y Empresariales por la Universidad de Valencia, actuario, investigador del Instituto Valenciano de Investigaciones Económicas (IVIE) y, sin duda, uno de los mayores conocedores de la Seguridad Social.

—Pasar unos gastos de una parte a otra no soluciona nada, simplemente cambias la partida con las que les haces frente. Se habla, por ejemplo, de pagar con impuestos los gastos de funcionamiento, pero yo creo que es un gasto propio del organismo, no lo entiendo como un gasto ajeno a la Seguridad Social. También se ha hablado del sistema de viudedad, que es un sistema que se creó en los años sesenta para dar solución a una realidad social en la que muchas mujeres no trabajaban y dependían de lo que ganaba el marido. Y en esa época tenía sentido, pero han pasado sesenta años y yo creo que es un elemento que hay que rediseñar. Casi ningún país de nuestro alrededor tiene pensiones vitalicias. En España, una persona que tenga la desgracia de que fallezca su cónyuge a los dieciocho años tiene una pensión vitalicia, aunque tenga otros ingresos y rentas elevadas. No tiene sentido.

Y esto añade José Antonio Herce, otro gran experto en longevidad y pensiones:

—Todo depende de a qué llamamos gastos impropios. Porque las pensiones de orfandad y sobre todo las de viudedad son pensiones contributivas según la normativa de la Seguridad Social. Si hacemos un decreto en virtud del cual lo que hasta hoy son gastos contributivos y por lo tanto propios, propísimos del sistema, y los convertimos en gastos impropios, entonces sí tendríamos resuelta la mitad del problema. Pero ojo, porque lo que estaremos haciendo es sacar el bollo del horno caliente de la Seguridad Social para meterlo en el horno ardiendo de los Presupuestos.

Escrivá también tiene mucha fe en el incremento de las cotizaciones sociales, lo que supone cargar el aumento del gasto en las generaciones más jóvenes, y también en el potencial de promover los planes de pensiones de empresas en detrimento de los planes individuales. Por eso, y porque es una promesa del Gobierno en la que Podemos ha insistido mucho, el ejecutivo ya ha reducido significativamente el beneficio fiscal de estos vehículos de ahorro: la deducción máxima por aportaciones ha pasado de 8.000 a 1.500 euros anuales. A cambio, el responsable de Seguridad Social quiere facilitar que las empresas promuevan planes para sus trabajadores que complementen las pensiones públicas. En principio, todo suena muy bien: las compañías realizan aportaciones a esos planes como parte de

la retribución de sus trabajadores; los empleados pueden hacer lo propio; suponen un atractivo adicional para los trabajadores en caso de posibles ofertas laborales; y además se descarga de presión al sistema público. Y por si fuera poco, existe ya un precedente, en el País Vasco, que avala que el sistema es un éxito, defiende Escrivá. Tan bien suena, que parece incluso imposible. Y, en efecto, si se acude a una fuente totalmente auorizada todo deja de ser tan aparentemente perfecto. La explicación es de Javier Serrano, doctor en Economía por la Universidad del País Vasco y catedrático de Economía Aplicada también en la UPV/EHU. Experto en pensiones y gran conocedor de la realidad vasca:

—El sistema en el País Vasco no ha funcionado. A pesar de lo que se vende, realmente no ha habido un desarrollo significativo de los fondos privados de empresa. Y me temo que en España puede ocurrir una cosa relativamente parecida. Hay un problema muy evidente: el tamaño de las empresas es muy pequeño. Además, existe la cultura de concentrar el ahorro en la vivienda y si se quiere desarrollar una iniciativa de estas características tiene que cambiar esa mentalidad.

La afirmación no deja de ser llamativa y totalmente contraria a la de Escrivá. Por eso la repregunta fue obligada, y la respuesta fue si cabe más tajante.

—De las palabras del ministro Escrivá se deduce que es un modelo exitoso.

—Pues no. El ahorro se ha concentrado en colectivos muy pequeños y realmente no ha tenido éxito. No se ha generalizado. Estoy dirigiendo una tesis doctoral sobre ese tema y lo que estamos observando es que el crecimiento es raquítico, teniendo en cuenta las expectativas.

Tampoco la decisión de ligar las pensiones al IPC genera un gran entusiasmo ni en general la primera parte de la reforma de las pensiones que se había cerrado al término de este libro. Así lo explicó Sergi Jiménez-Martín, doctor en Economía por la Universidad Pompeu Fabra e investigador asociado de Fedea, donde buena parte de sus trabajos se centran en la Seguridad Social, la jubilación y aspectos relacionados con la economía de la salud.

—El problema es mucho más profundo de lo que aborda la reforma, que se queda muy corta y es tirar la pelota para delante. El sistema de pensiones tiene un grupo de presión detrás que es el más importante de todos y un grupo de afectados muy joven o que ni siquiera ha nacido. No negocian los que tendrían que negociar: tendría que negociar cada uno con su propio nieto, y cuando uno negocia con su propio nieto, la percepción de los costes y beneficios cambia. No se percibe que la generosidad del sistema no se corresponde con las aportaciones, debido a lo que ha aumentado la longevidad y a que el número de jóvenes se ha reducido. Y endurecer la jubilación anticipada e intentar que la gente trabaje hasta edades más avanzadas de forma obligatoria va en contra de lo que están haciendo en los países avanzados, que están apostando por flexibilizar la salida llevándote lo que te toca: si te vas antes, te toca menos, y si te vas más tarde, más. Así de simple.








 8. LAS PENSIONES, LOS SUELDOS PÚBLICOS Y EL EGOÍSMO FRENTE AL SECTOR PRIVADO


E
 s difícilmente justificable la decisión del Gobierno de hacer que pensionistas y funcionarios ganasen poder adquisitivo durante la peor crisis en tiempos de paz. Lo es, al menos, en términos económicos, porque desde un punto de vista político seguramente sea más explicable si se atiende al gran número de votos que suman estos dos colectivos: en torno a 12 millones, nada menos. Y más incluso si se tiene en cuenta la especial querencia del ejecutivo de Pedro Sánchez por anunciar medidas que considera positivas sin atender a sus consecuencias, y que en ocasiones ni siquiera son de su autoría.

Eso es precisamente lo que ocurrió con la subida de hasta más de un 2 por ciento que registraron los sueldos públicos en 2020. El responsable de ese incremento fue, en realidad, el exministro de Hacienda y Función Pública Cristóbal Montoro, que negoció con los sindicatos un plan plurianual de incrementos que llegaba hasta ese ejercicio. Para entonces, Mariano Rajoy ya hacía tiempo que había dejado de ser presidente, pero esa mejora, los propios Presupuestos Generales del Estado e incluso la historia de su tarde en el Arahy degustando whisky permanecían. Sánchez, sin embargo, no tuvo reparos para arrogarse la medida, que supuso un notable aumento de poder adquisitivo para los funcionarios. Es más, ya habían ganado capacidad en 2018 y en 2019. Y para 2021, el ejecutivo decretó de manera unilateral una subida del 0,9 por ciento, acentuando todavía más el contraste con el renqueante y vapuleado sector privado. Así lo explica Benito Arruñadas, catedrático de Organización de Empresas en la Universidad Pompeu Fabra y, por lo tanto, trabajador público.

—Hemos cometido injusticias tales como subir las pensiones y el sueldo a los funcionarios en un año en el que hemos trabajado menos que nunca. ¿En qué cabeza cabe? No solo es insolidario, es que además estamos sesgando decisiones clave como «¿cerramos o no cerramos?». «No, no, cerramos todo, que nos contagiamos». Claro, si me están pagando el mismo sueldo más un 0,9 por ciento y encima trabajo desde casa...

También desde fuera de la Administración Pública e incluso de España la opinión es muy similar. Arturo Bris, profesor en la escuela de negocios IMD en Lausana (Suiza) y responsable del reputado índice de competitividad de este centro, apunta lo siguiente sobre los funcionarios y también sobre los políticos españoles y su incapacidad para hablar con sinceridad a la población. Incapacidad, falta de valentía y miedo a las consecuencias electorales, claro:

—En una crisis alguien tiene que perder, y los países que mejor lo han hecho en la actual recesión son los que tienen líderes que han sido capaces de ponerse delante de la población y decirle lo que, por ejemplo, sucedió en Grecia: «Pensionistas, vais a ser los pagadores». Lo vimos en Lituania, en la crisis de 2008, y por supuesto en democracias como la alemana, en las que los políticos se ponen frente a la población y dicen: «Esta generación tiene que pagar». En España eso no se hace y nuestro modelo económico se hace insostenible en la medida en que nadie está dispuesto a soportar el coste, al tiempo que los políticos tampoco son capaces de explicarlo. Una cosa que se ha hecho muy mal es que los que se tenían que haber sacrificado más, que son los trabajadores públicos, ya que cuentan con mayor estabilidad, no lo han hecho. Una de las mayores aberraciones de nuestra estrategia económica durante la pandemia es que el salario de los funcionarios haya subido.

—Negar la realidad y transmitir que nadie va a salir herido de la crisis cuando eso es imposible, ¿no?

—Claro. Y lo mismo sucede con los pensionistas. La generación de nuestros pensionistas tampoco está dispuesta a soportar el coste con la falacia de que se han pagado las pensiones. El sistema de pensiones español no es de capitalización.

Es indudable que en ciertos ámbitos el esfuerzo ha sido excepcional. Un claro ejemplo es el sanitario, pero también, y aunque pueda parecer impopular e incluso contradictorio, los funcionarios responsables de gestionar la avalancha de prestaciones de todo tipo con unos medios insuficientes y totalmente obsoletos. Por ello, algunos economistas y expertos en la Función Pública han recomendado subidas o gratificaciones por sectores. Y el propio Montoro se mostró contrariado por la decisión del Gobierno de eliminar su fórmula de subidas. Porque era suya, claro está, pero también por un sincero convencimiento de que ligar los incrementos a la evolución de variables económicas como el Producto Interior Bruto (PIB) o el déficit es lo más adecuado. Y el hecho que prueba de manera definitiva que esa fórmula no debe de ser del todo perniciosa es que los propios sindicatos echan de menos al ministro del PP. No lo dicen públicamente, por supuesto, pero sí apuntan a quien lo quiera oír que «Montoro al menos negociaba» mientras que el Gobierno de Sánchez «impone los incrementos». Y Cristóbal, cuando lo escucha, se ríe igual que se reía cuando estaba en el Gobierno y al final las cosas acababan saliendo como él quería.

Pero nada de todo esto se ha llevado a cabo, es evidente. Ni la negociación ni ligar las prestaciones a variables ni valorar una posible congelación después de años ganando poder adquisitivo. Y ni mucho menos se ha tomado medida alguna en esos otros ámbitos que la pandemia ha demostrado que son totalmente innecesarios o están sobredimensionados. Un ejemplo de lo segundo, la judicatura, a la que Carmen Herrero, doctora en Ciencias Matemáticas y profesora emérita de Fundamentos de Análisis Económico de la Universidad de Alicante, critica con mucha dureza.

—Es alucinante que la judicatura esté todavía con papeles. ¡Papeles físicos! ¿Cómo se puede ser tan lento, tan inoperante? El número de empleados públicos, lo que hacen... Con esta crisis se ha puesto de manifiesto que, así como hay muchos empleos públicos esenciales, hay otros muchos que no hacen falta, las cosas han funcionado sin ellos. Se debería realizar una reestructuración importante del sector público. Los funcionarios tienen muchos inconvenientes, pero también una ventaja fundamental en un país con índices de desempleo altísimos: el tener garantizado un trabajo para toda la vida. Y esto no está claro que sea justo.

Coincidió con Herrero el doctor en Economía por la Universidad de Princeton y catedrático de Hacienda Pública en la Universidad del País Vasco Ignacio Zubiri, cuando afirmó que «no es posible seguir teniendo funcionarios totalmente improductivos e inamovibles», y también Ramón Forcada cuando denunció el Expediente de Regulación de Empleo (ERE) que nunca se ha aplicado en el ámbito público. Forcada, ya lo hemos dicho, es responsable de análisis y mercados y subdirector general adjunto de Bankinter y, por lo tanto, un peligroso economista del ámbito privado. Es más, de un banco.

—Llama la atención que en una situación como la actual o como la de la crisis financiera, las empresas hagan ERE, reduzcan plantilla y hagan más con menos, pero que nunca haya habido un ERE en el sector público. Nunca. Según el INE, el salario de un trabajador del ámbito privado está en torno a 23.000 euros; en el sector público, a unos 32.000. ¿Tiene sentido que el que cobra de los impuestos tenga una mayor retribución que el que los paga?

En el sistema de pensiones, es obvio, son necesarias reformas profundas. ¿Para qué? Pues entre otras muchas cosas, para evitar que en el futuro se produzca un recorte abrupto. Así al menos lo advirtió —y lleva muchos años haciéndolo— Enrique Devesa. «Nos vamos a ver abocados a recortar pensiones», llevaba por título su entrevista. Y durante la conversación, así como en numerosas presentaciones a las que he asistido, Devesa cita los casos de Portugal, Irlanda y Grecia. Sobre todo, Grecia. En ese país se llegaron a decretar hasta 13 recortes de las prestaciones, decisiones directamente exigidas o vinculadas a la ayuda europea, y ese es el miedo de Devesa. Que si España no toma medidas por sí misma, Bruselas decrete en un futuro no tan lejano un recorte de las prestaciones. Sí, suena irreal. Y si se atiende a las declaraciones del Gobierno, esa sensación se acrecienta. Pero la realidad es que Devesa no es el único economista que señala en esa dirección.

El traspaso de los gastos impropios que se apuntó en el capítulo dedicado a Escrivá es una opción no compartida, pero que, sin duda, alivia al sistema a costa de cargar ese desembolso a los Presupuestos. El incremento de la edad de jubilación, que abordaremos en el próximo capítulo, es inevitable, y algunas de las medidas que ya están en marcha darán algo de aire. Sin embargo, lo que los mayores conocedores del sistema reclaman es un cambio en profundidad. Un sistema de capitalización o cuentas nocionales al estilo de los países nórdicos, por ejemplo, es una opción bastante compartida. Fomentar el ahorro (¿es posible con los sueldos existentes?) también parece fundamental e incluso fortalecer el papel de los planes privados, aunque esto hay quien lo atribuye al lobby
 y a los intereses del sector. Pero con independencia de lo que se haga, la clave es que se antoja muy factible que en algún punto haya una pérdida, una reducción de las prestaciones. Y que ese probable coste deba ser compartido por varias generaciones. Lo explicó José Ignacio Conde-Ruiz, otra de las voces más respetadas en materia de pensiones en España.

—Vas a tener que empezar a hacer ajustes y lo lógico sería repartir el coste entre generaciones. A los jubilados actuales yo les tocaría poco o nada, para facilitar sacar adelante la reforma. Luego tendríamos a las personas que se van a jubilar dentro de unos años, a las que habrá que hacerles ver que si se jubilan a la edad de jubilación actual su pensión en el alta debe ser más baja para hacer el sistema sostenible. Pero habrá que darles la posibilidad de trabajar más años, compatibilizando trabajo y pensión. Y además habrá que dotar al sistema de más ingresos, aunque sea de forma temporal, para financiar la jubilación de los baby boomers
 .

El propio Escrivá reconoció ese ajuste a los baby boomers
 en un lapsus que pareció muy lúcido («¡qué tiempos aquellos en la AIReF en los que no se me podía citar!», puede que pensase). Y lo que ocurrió es que el ministro, muy presionado por el Gobierno, tuvo que hacer equilibrios para tratar de rectificar porque hay muchos votos en juego. Los de los propios pensionistas y los de las personas que están a punto de jubilarse. Porque, además de todas las complicaciones del propio sistema, si algo han demostrado los jubilados y pensionistas es que tienen una capacidad de movilización y de presión que en absoluto han evidenciado los jóvenes. Incluso aunque no tengan razón en sus reclamaciones o al menos sus motivos sean muy discutibles. Y todo eso asusta, y mucho, a los políticos.

Todo ello, además, hay que conjugarlo con promesas y acuerdos como la polémica transferencia de las pensiones al País Vasco, algo que la pandemia paralizó pero que el PNV quiere retomar lo antes posible. ¿Y para qué las quiere tener el Gobierno vasco? Para que la carta que reciben los pensionistas tenga su membrete. Para que la gente identifique que son competencia suya y no del Estado, resumió Felipe Serrano. Porque el ejecutivo vasco y el PNV —¿dónde acaba uno y empieza otro? Solo Sabino lo sabe— no son en absoluto ajenos a ese temor electoral que generan los pensionistas. Ellos fueron los que obligaron al PP a introducir una revalorización de las prestaciones del 1,6 por ciento en los Presupuestos de 2018. Sí, esos que apoyaron apenas una semana antes de ser la pieza clave que hizo prosperar la moción de censura al Gobierno de Mariano Rajoy. El poder del PNV sobre un país del que no quiere formar parte y su capacidad para negociar, para sacar lo máximo a los gobiernos centrales. Utilizarlos. Y cuando los agota, apartarlos. Así lo explicaba el propio Serrano:

—Aquí hay unas reglas de juego y el PNV las sabe explotar. Cuando sabe que sus votos son necesarios, barre para casa. Y a ese juego han jugado todos los responsables del Gobierno central. Todos. Cuando el nacionalismo vasco negocia, ¿está pensando en los intereses de España o en los intereses del País Vasco? En los intereses del País Vasco, nada más. ¿Que eso afecta o resquebraja la solidaridad? Sí. ¿Pero a quién hay que exigirle que no se resquebraje? ¿A los que tienen la responsabilidad sobre todo el país o a aquellos que están jugando sus bazas? Lo que caracteriza al nacionalismo es que toda su estrategia es marcar diferencias y tratar de beneficiarse a costa del otro. Pero el problema no está en él, esa ha sido siempre la ideología del nacionalismo: el problema está en el otro.








 9. TRABAJAR HASTA LOS SETENTA Y CINCO AÑOS


E
 l sistema de la Seguridad Social no es sostenible. No en su concepción actual, con las normas que ahora mismo lo rigen y teniendo en cuenta la evolución demográfica. A estas alturas del libro, y después de dos capítulos tratando el tema, probablemente ya ha quedado patente, y los negativos datos que acumula en los últimos años ofrecen pocas dudas. Niveles de déficit históricos, la hucha de las pensiones prácticamente vacía y constantes préstamos por parte del Estado para poder afrontar el pago de las prestaciones. Nada nuevo. Pero es conveniente recordar todo ello y tener claro que es una cuestión sobre la que se no se debería mentir. No hay que negar la realidad, como hacen principalmente desde algunos ámbitos de la izquierda, ni tratar de exagerar todavía más la gravedad del problema, como en este caso intentan desde otros puntos

de la derecha. La situación real —o al menos muy, muy cercana— la definió Manuel Hidalgo, doctor en Economía por la Universidad Pompeu Fabra, economista muy respetado que ocupó la Secretaría General de Economía de la Junta de Andalucía tras ser fichado por Ciudadanos.

—No les interesa [a los políticos] abrir este debate porque siempre tienen unas elecciones a la vuelta de la esquina y evidentemente cuentan con los votos de los jubilados. Pero es evidente que el sistema actual no es sostenible, simplemente por la dinámica demográfica. Pero es que además es un sistema que perpetúa las desigualdades, porque si has cotizado y has tenido un buen sueldo, vas a tener una buena pensión frente al que no la tiene. Y además, y así lo ha declarado la OCDE, es bastante regresivo, ya que es un sistema de reparto que acaba recayendo en las familias con más recursos. Hay que plantear una transición a un sistema sostenible, más igualitario; el problema es que nadie quiere hacer una reforma de pensiones que eche a los pensionistas a la calle. A lo mejor tiene que hacerlo alguien que sepa que en cuatro años perderá las elecciones.

El Gobierno es plenamente consciente de que es necesario hacer algo, y en ello está. Es posible, o incluso probable, que el resultado final no sea tan ambicioso como el que el ministro Escrivá esperaba y la inmensa mayoría de economistas exigen. Pero una de las medidas que sí se va a llevar a cabo con total seguridad es la extensión de la edad de jubilación. El responsable de Seguridad Social siempre ha dicho que es imprescindible porque resulta una herramienta muy potente. Primero, acercando la edad efectiva de jubilación a la edad legal, lo que supone tratar de limitar y restar beneficios a las prejubilaciones multitudinarias, que son norma habitual en España. Y después, haciendo que esa edad legal supere los sesenta y cinco años. ¿Cuánto? Ahora mismo está contemplado que paulatinamente llegue a los sesenta y siete años en 2027, pero parece claro que ese límite quedará «obsoleto a medida que aumente la longevidad». Es el término que se recogió en el informe «España 2050», documento que en su capítulo sobre cómo preparar el Estado de Bienestar para una sociedad más longeva cuenta con la firma de Sergi Jiménez-Martín. Y en la conversación que mantuve con él, explicaba así cuál es el futuro de las jubilaciones, los trabajadores y la enorme generosidad del sistema.

—¿Sería factible trabajar en determinados puestos hasta los setenta y cinco años?

—Muchísima gente podría trabajar hasta los setenta y cinco años. Jornada completa, parcial... Médicos o maestros que tienen una gran experiencia y que con setenta años querrían seguir en activo. Y también personas con trabajos más manuales, como podría ser un camarero, se pueden dedicar a otra cosa.

—Hay mucha gente que considera que eso es una cierta forma de esclavitud, al igual que hay mucha gente que considera que cobra una pensión muy reducida en relación a los años que ha cotizado.

—Se cobra muy generosamente. Se le debería dar una hoja a cada persona: «Usted ha contribuido un total de, por ejemplo, 117.000 euros, y si fallece a los setenta y cinco años recibirá 117.000, y si lo hace a los ochenta y cinco años, 240.000. Y entonces se vería que la mayoría excede la cantidad aportada. Y lo que hay que hacer ante esta idea de esclavitud es dejar que la gente se jubile libremente, pero cobrar actuarialmente en función de la edad de salida y de las aportaciones realizadas.

—¿Qué opina de la comisión del Pacto de Toledo?

—Es la peor comisión de la democracia. Introduce parches y elimina medidas de sostenibilidad, como el factor de sostenibilidad o el índice de revalorización de las pensiones, que encaminaba al sistema hacia un modelo sueco. Siempre se han pactado los puntos más fáciles, más obvios, pero insuficientes.

Sergi Jiménez-Díaz es catalán y, probablemente, no vote al Partido Popular ni a Ciudadanos. Manuel Hidalgo, como ya se ha apuntado, pasó por la política de la mano de Cs y, aunque eso no quiere decir necesariamente que siga votando o haya sido votante de ese partido, sus declaraciones y razonamientos moderados le alejan de Podemos, de Vox y de las formaciones nacionalistas e independentistas. Tampoco José Antonio Herce, Ángel de la Fuente o Enrique Devesa parecen extremistas y, aunque seguro que presentan diferencias ideológicas, todos ellos mantienen que va a ser necesario trabajar durante más años. Eso hará que los trabajadores financien el sistema durante más tiempo con sus cotizaciones y, además, reducirá el tiempo en el que se cobra una pensión.

Se debe tener en cuenta, también, que el sistema ya es muy generoso y paga mucho más de lo que recibe, esto es, que los jubilados perciben durante su tiempo de retiro mucho más de lo que han aportado. Según los cálculos del Instituto de Actuarios Españoles, una persona jubilada recibe, de media, un 51 por ciento más de lo que aportó durante su vida laboral; las estimaciones del Banco de España apuntan que «en promedio, el sistema de pensiones de jubilación proveería de 1,74 euros de pensión por cada euro de cotización aportado»; y el Instituto BBVA Pensiones estima que lo cotizado durante cuarenta años de carrera profesional se consume en doce años, menos que los casi veinte años de esperanza de vida media que una persona tiene a los sesenta y cinco años. Tampoco de esto debería haber ninguna duda, por mucho que el Pacto de Toledo prefiera cerrar los ojos ante esta certeza. Así lo denunciaba Juan Francisco Jimeno.

—El problema con el Pacto de Toledo es que se resisten a reconocer que hay una dificultad muy importante para financiar las pensiones. España es uno de los países que reconoce pensiones más altas, y en un contexto de pensiones muy generosas y una base que financia esas pensiones reduciéndose por razones demográficas y tecnológicas, tienes un problema: los ingresos no te dan. El Pacto de Toledo no es plenamente consciente ni de los problemas de gasto que se vienen en el futuro ni de las dificultades de financiación.

La situación, por lo tanto, evidencia que el retraso de la edad de jubilación a niveles sensiblemente superiores a los actuales parece inevitable e imprescindible. Los que se oponen con más fuerza a la medida —ubicados principalmente en la izquierda política— denuncian que lo que se quiere hacer es explotar al empleado y que, además, si un trabajador se mantiene más tiempo en su puesto evitará la entrada de jóvenes. Son argumentos falaces, cortoplacistas e incluso irresponsables. Porque no, no se pretende que una persona se siga subiendo a un andamio a los sesenta y ocho o setenta años de edad, ni que un trabajador de setenta y dos años de una línea de montaje se levante a las cinco y media de la madrugada para entrar en el turno de mañana. Y tampoco que trabajen durante toda su vida y no puedan gozar de la jubilación.

De lo que se debe tratar es de que, primero, quienes prolonguen su vida laboral sean principalmente aquellos trabajadores que lo desean, cuya experiencia es de gran valor y que se encuentran en puestos que lo permitan. Lo que se llama el envejecimiento activo. Y segundo, que los trabajos más físicos se sustituyan, al menos en parte y en la medida de lo posible, por puestos más cómodos y que se creen además nuevos trabajos de mayor calidad y mejor remunerados. La cuestión no es cambiar un trabajador por otro, sino generar nuevos y mejores empleos, lo que sin duda es mucho más ambicioso. Con lo segundo conectan directamente la educación, la formación y la especialización, que analizaremos en el siguiente capítulo, mientras que con lo primero se da en muchas ocasiones una situación paradójica: esa misma experiencia que tanto se valora a partir de los sesenta y cinco años se desprecia a los cincuenta y cinco, cuando evidentemente ya existe un conocimiento importante que hace al trabajador muy valioso. Pero en ese momento son muchos los empleados expulsados del mercado laboral, quedando en una situación muy compleja.

Las empresas quieren desprenderse de esos trabajadores porque sus sueldos son elevados. Es parte del proceso que España lleva sufriendo desde la anterior recesión, que se ha denominado moderación salarial y que, en realidad, no significa otra cosa que reducir los sueldos. Es probable que durante los peores años de la crisis financiera fuese algo inevitable, pero antes de que se desatase la pandemia del coronavirus fueron muchos los años de bonanza. Y esta situación no se revirtió. Es, una vez más, un planteamiento cortoplacista y muestra inequívoca de lo que es España: un país con demasiadas pequeñas empresas, que no tienen argumentos y probablemente tampoco deseos de crecer, con muchos sectores sin valor añadido e incluso desfasados, y con unos trabajadores cuya actividad es hasta cierto punto prescindible porque no generan lo que reciben. Y todo ello, por supuesto, sin las ayudas y estímulos necesarios por parte de la Administración para evitar situaciones de este tipo.

Porque prolongar la vida laboral y aprovechar el llamado talento sénior ya no es solo clave para la Seguridad Social y la estabilidad de los trabajadores, sino que ayuda al propio crecimiento económico. Juan Pablo Riesgo, que fue secretario de Estado de Empleo entre 2015 y 2018 y actualmente es socio responsable de EY Insights, el think tank
 de este gigante de la auditoría y asesoría, lo explica así:

—La activación del talento sénior, la prolongación voluntaria de la vida laboral de las personas de mayor edad, que permitiría incrementar el PIB en hasta un 10 o un 15 por ciento (...). Al igual que hemos dado muchos pasos para evitar discriminación de origen o de género, creo que el gran reto en adelante es abordar la discriminación por cuestiones de edad. Hay margen para que se aborde este debate de equidad intergeneracional y creo que las Administraciones Públicas deben acompañar. Se pueden establecer incentivos fiscales, ayudas o bonificaciones en la cotización para mantener el talento sénior, el talento de entre cincuenta y cinco y sesenta y cinco años. Hace falta un plan nacional de recualificación profesional del talento sénior o de recalificación permanente de talento sénior que permita a esos trabajadores estar permanentemente actualizados y adaptar sus capacidades, pudiendo actualizar a mejor sus competencias digitales.

Y con todo eso, y cerrando ya este tríptico sobre la situación y realidad de las pensiones, de lo que no se trata es de acabar con esa generosidad del sistema que ya se ha explicado o hacer que los trabajadores reciban solo lo que han cotizado. Porque ese no es el espíritu de la Seguridad Social, y porque el sistema es uno de los mayores avances del Estado de Bienestar en España. Pero sí hay que ser conscientes de cuál es la situación real, que los políticos no digan solo lo que los pensionistas y jubilados quieren oír, y actuar y desarrollar las medidas necesarias. Esto es lo que comentaba Arturo Bris en el capítulo anterior, y que ha sido una constante en buena parte de las conversaciones que inspiran este libro: que los políticos españoles son unos cobardes que no trasladan la situación real a los ciudadanos.








 10. EL MÁGICO CUPO VASCO

Y LA BAVIERA CATALANA


E
 l cupo vasco es la cuantía que el País Vasco paga anualmente al Estado por los servicios que no están cedidos y de los que se benefician los ciudadanos vascos. Lo que se denomina como las cargas no asumidas. Puede parecer un poco pesada y aburrida la definición que viene a continuación, pero realmente es necesaria para entender lo que sigue y será muy breve. Es una medida que forma parte del régimen foral del que goza el País Vasco y también Navarra, que tiene su propio modelo de cupo pero que, a diferencia del vasco, no genera tanta controversia. ¿Por qué? Probablemente, porque la cuantía es menor y aunque también influye, sin duda, no se explota tanto desde un punto de vista político. Pero lo que sí comparte con el modelo vasco es el hecho de que ambos han sido muy estudiados y, a la vez, en absoluto entendidos. Porque no, nadie sabe cómo se calcula el cupo vasco. O más bien, los expertos que conocen la teoría son incapaces de saber cómo se obtienen las cifras, cómo se llega a ellas. Y si ellos no lo saben, es difícil que alguien pueda dar una explicación lógica.

Ángel de la Fuente, por ejemplo, ha denunciado en muchas ocasiones la opacidad del cupo. Es una eminencia en el ámbito de la hacienda autonómica y foral, ha formado parte de numerosos grupos de expertos y tanto el Gobierno de Rajoy como el de Sánchez han acudido a él en busca de consejo en diferentes momentos. Todo un hito dado el rechazo que los ejecutivos en general —y el de Pedro Sánchez en particular— exhiben por las figuras que han tenido alguna relación con la Administración anterior. Sirva todo eso para evidenciar, primero, su preparación, y segundo, que no se ha mostrado nunca especialmente cercano a un color político u otro. Es decir, que sus conclusiones se sustentan en números, investigaciones y ejercicios. ¿Y qué señalan en relación al cupo? «Que acaban pagando mucho menos de lo que deberían pagar, ¡aplicando lo que dice la propia Ley del Concierto!». Quien conozca a De la Fuente, quien por cierto es director de la Fundación de Estudios de Economía Aplicada (Fedea), sabe que es una persona que se suele expresar con un tono de voz tranquilo, muchas veces incluso demasiado bajo y de modo muy parsimonioso. Y que se manifieste con esa intensidad e incluso alzando la voz cuando habla de las conclusiones de sus múltiples estudios no es, ni mucho menos, algo insustancial.

«Ya, pero es que no es vasco y habla desde la envidia, el desconocimiento histórico o el rechazo», podría pensar un lector vasco. Bueno, yo sí lo soy. Maqueto, en concreto, y mi opinión es muy similar a la de De la Fuente. «Ya, pero tú no eres economista», podría replicar. Y tendría razón, por lo que recurriremos a dos

figuras que cumplen con todas las condiciones. El primero, José Luis Ferreira, nacido en Baracaldo, doctor en Economía por la Northwestern University y profesor titular del Departamento de Economía de la Carlos III. En nuestra conversación, además de recordar entre risas cómo él y algunos de sus compañeros contestaban en el instituto a los que glorificaban la figura de Sabino Arana y compartían su rechazo por los vascos que no son de sangre azul, me contó la siguiente reflexión, que merece ser recogida en su totalidad.

—Todos sospechamos que el cupo no se está calculando de ninguna manera. El cupo es un tira y afloja. ¿Y quién tiene las de ganar en un tira y afloja? Quien tiene el dinero. Y antes de definir el cupo, el dinero está en el País Vasco y en Navarra (...). Yo creo que es favorable, muy favorable siempre para País Vasco y Navarra. Y a mí, como vasco, no me gusta esta situación, no me gusta que estemos señalados como insolidarios, como que no aportamos todo lo que debemos aportar. Habría que calcular mejor el cupo. No abogo por eliminar el concierto económico, porque es una institución querida y tradicional. Va a sonar un tanto disparatado lo que voy a decir, pero creo que así se puede ver más fácilmente por dónde voy. Imaginemos que el Gobierno central y el vasco se reúnen y dicen: «El cupo no lo vamos a negociar nosotros. ¿Cuál es el país más alejado de España? Nueva Zelanda. Pues vamos a contratar a una auditora de Nueva Zelanda, que venga aquí, les decimos cuál es la filosofía, les enseñamos todas las cuentas, la contabilidad y que fije una cantidad. Que sea nuestro árbitro». ¿Qué ocurriría? Sospecho que el Gobierno central querría, pero el vasco no.

Y el segundo es Ignacio Zubiri, a quien ya citamos rechazando totalmente la curva de Laffer o criticando a los funcionarios improductivos. Donostiarra, doctor en Economía por la Universidad de Princeton, catedrático de Hacienda Pública en la Universidad del País Vasco y tal vez el único economista que haya estudiado el cupo incluso más que De la Fuente. Y dice lo siguiente:

—Si comparas el sistema foral con los criterios del sistema común, no hay ninguna duda de que da lugar a más recursos per cápita. Muchos más. Las competencias no asumidas están infraestimadas y, además, no se paga por todo lo que el Estado se gasta. Se paga por lo que el Estado se gasta a través de impuestos, pero no lo que se financia con déficit. Se pagará cuando se amortice el déficit, pero todos sabemos que en España la deuda pública jamás se ha reducido. Solo se ha reducido en términos de PIB pero no en términos absolutos. Por lo tanto, da lugar a muchos más recursos. El método, además, no es transparente porque realmente no se sabe cómo se calculan las competencias que paga el País Vasco ni cómo se valoran. En términos de caja, el País Vasco recibe todos los años recursos netos del resto de España.

Lo que demuestran las cifras y los expertos queda ya claro. Y también la primera consecuencia directa del cupo: que ambas regiones disponen de más recursos que el resto de comunidades. Pero hay más. Por ejemplo, la capacidad de atracción de inversión que tienen ambos territorios y, especialmente, el País Vasco. «El caso más paradigmático es el Guggenheim», recuerda Zubiri. Además, el sistema hace que los ciudadanos del País Vasco paguen menos impuestos, algo que no es una invención ni de Zubiri ni mía sino que se puede consultar en Eustat, que es el Instituto Vasco de Estadística. También es una certeza que nadie se va a atrever a cambiar el sistema. Es un acuerdo histórico y una forma de respetar las peculiaridades de País Vasco y Navarra, sí. Lo podemos creer y es probable que en parte sea así. Pero lo que en realidad emana de algo tan opaco, tan evidentemente injusto y tan anacrónico es que es una de las formas en las que el Gobierno central mantiene contento al nacionalismo vasco. El gran poder de influencia que el PNV tiene en un país del que no quiere formar parte llevado a su máxima expresión.

Todo ello, por supuesto, genera un agravio comparativo que escuece incluso más en momentos de crisis; que choca con la homogeneización fiscal que quiere llevar a cabo María Jesús Montero en las comunidades de régimen común y que tantos enfrentamientos le ha provocado —y le va a provocar— con Isabel Díaz Ayuso; y que puede desatar las exigencias de otras comunidades y, en concreto, las de Cataluña. De hecho, ya lo hace.

Y si no les dan el mismo trato que a las regiones forales, al menos que les permitan ser la Baviera catalana. Así lo pidió Andreu Mas-Colell que, para quien no lo conozca más allá de su trayectoria política, es uno de los economistas españoles que más cerca ha estado del Premio Nobel. Fue, durante quince años, catedrático de Economía en la Universidad de Harvard, cuando los economistas españoles apenas salían del país; abrió el camino a los minnesotos
 , que son los economistas que fueron a estudiar a la universidad de ese estado de Estados Unidos y que después han ocupado puestos muy relevantes incluso en el propio Gobierno de España; es coautor de Microeconomic Theory
 , manual de referencia a nivel mundial sobre microeconomía; tuvo un papel absolutamente fundamental en el nacimiento e impulso de la prestigiosa Universidad Pompeu Fabra; y el gran respeto del que goza en el ámbito nacional e internacional quedó patente cuando se conoció el posible embargo que sobre sus bienes decretó el Tribunal de Cuentas como consecuencia de su participación en la defensa del procés
 en el extranjero con fondos del Govern. «Es la mente económica más brillante de España», resumió un alto cargo del Banco de España cuando le pregunté por su opinión sobre Mas-Colell. «Pero cuando habla de Cataluña...», añadió tras unos segundos de pausa. Y, entre otras muchas cosas, lo que ocurre cuando habla de Cataluña es lo siguiente:

—¿Con un Estado más federal, un modelo similar a Alemania, la situación política y social en Cataluña sería muy diferente?

—Sí. Casi por definición. A Cataluña no se le ha dado la opción de ser Baviera. A Barcelona no se le ha dado la opción de ser Múnich. Coja usted una lista y mire todas las instituciones federales que están en Múnich. O en Karlsruhe, si hablamos de Baden-Wurtemberg. Dese a Cataluña, o a Andalucía, o a Galicia, la posibilidad de ser Baden-Wurtemberg o de ser Baviera y yo le aseguro que este país cambiará.

(...)

—En este contexto, ¿cuál debe ser la relación entre Cataluña y España?

—A corto plazo debería sacarse a la gente de la cárcel, será muy difícil tener una relación fluida con gente en la cárcel. Creo que la mesa de diálogo es una buena iniciativa y deberían hacerse dos subcomisiones: una política y otra económica. La primera entiendo que sería lenta, que se tomen todo el tiempo que necesiten, pero la segunda no tiene por qué serlo tanto. Que se vayan alcanzando acuerdos que rebajen la tensión.

Acertó por lo tanto Mas-Colell plenamente adelantando lo que meses después acabaría haciendo el presidente del Gobierno, Pedro Sánchez: indultar a los políticos presos. En nuestra conversación también me reconoció un punto que me pidió que no publicara. Lo respeté, por supuesto. Pero para mi sorpresa, resulta que quien se saltó su propio off the record
 fue él mismo. «No hay ruta a la independencia. No nos engañemos». Lo hizo en la emisión catalana de La 2, donde el exconseller de Economía de Artur Mas reconoció que la vía que se inició cuando él estaba en la Generalitat y de la que, por lo tanto, fue parte activa, está muerta.

Pero eso no cambia las exigencias de autogobierno y económicas de Mas-Colell, del independentismo y de muchos catalanes que no son estrictamente secesionistas pero sí quieren otro tipo de relación con el Estado, como dirían muchos de ellos con cierto pudor y vergüenza al pronunciar la palabra maldita «España». Es más, el origen propio del movimiento tiene una clara motivación económica para no pocos expertos. Oriol Amat, que hoy es rector de la Pompeu Fabra, me apuntó que todo viene del Estatut de 2006. Y en la elaboración de ese Estatut estuvo implicado Antoni Castells, consejero de Economía durante los gobiernos de Pasqual Maragall y José Montilla. Además de coincidir con Mas-Colell en su solución federal para la situación en Cataluña, este catedrático emérito de la Universidad de Barcelona explica que el de 2006 fue «el último intento por cambiar España desde Cataluña».

Que el fallido Estatut fue, al menos en parte, el detonante de lo que sucede hoy parece, por lo tanto, evidente. Pero si se rasca un poco, salen más cosas y cosas que sugieren que hay una relación entre el procés
 , la victoria de Donald Trump en las presidenciales de Estados Unidos en 2016 y el Brexit. Así lo explica Antón Costas, cuyo nombre ya ha sido apuntado con anterioridad y que, antes de ocupar la Presidencia del Consejo Económico y Social, fue presidente del Cercle d’Economía y tuvo una estrecha relación con Ernest Lluch.

—De la misma manera que tenemos claro que el triunfo de Trump en Estados Unidos en 2016 tuvo mucho que ver con el apoyo que recibió en aquellos condados que fueron perdiendo industria y prosperidad, me arriesgaría a decir que el apoyo al procés
 tiene también que ver con la deslocalización industrial que ha habido en Cataluña en los últimos veinte años. Porque el apoyo al procés
 vino especialmente de las regiones que anteriormente eran prósperas, eran industriales, y que se han visto afectadas en su bienestar. Un ejemplo: Manresa.

—¿Considera que el procés
 fue una reacción al empobrecimiento y pérdida de oportunidades de parte de la población?

—De manera evidente, porque se ve en los datos, pero mezclado con un sentimiento de abandono que también se produjo en Estados Unidos o con el Brexit. Lo expresó muy bien Pasqual Maragall a través de dos artículos que publicó en El País
 con una diferencia de algunos meses: «Madrid se va» [del 26 de febrero de 2001] y «Madrid se ha ido» [del 6 de julio de 2003]. Un sentimiento que apareció en el inicio de este siglo y que se agudizó a partir de 2006 con el penoso Estatuto, penoso por la forma en la que se llevó a cabo. Tiene mucho que ver con esa percepción de abandono.

Abandono. Lo dice Costas, y lo dice también Ferrán Brunet, cofundador de Societat Civil Catalana y quien tampoco parece sospechoso de albergar sentimientos independentistas precisamente. Pero él, al igual que Benito Arruñadas, catedrático de la Pompeu Fabra y compañero de pasillo de Mas-Colell (¡qué pasillo!), no quieren que esa circunstancia empañe lo que consideran una verdad incluso más absoluta: en todas las materias en las que la Generalitat ha tenido capacidad de gestión, el resultado ha sido nefasto. Coincide también en que el hecho de que Cataluña es un infierno fiscal resulta aún más evidente cuando se compara con Madrid. Y por aspectos como esos y por el daño provocado por el propio procés
 es por lo que la región madrileña ha superado a la catalana como primera potencia autonómica. Así lo explicó Brunet, doctor en Ciencias Económicas por la Universidad de Barcelona, profesor titular de la Facultad de Economía y Empresa de la Autónoma de Barcelona:

—«El procés ens roba». Si hasta el golpe de Estado de otoño de 2017 el paradigma fue el «Espanya ens roba», hoy es evidente que para todos nosotros, incluidos los separatistas, «el procés ens roba». Según los datos de la Comisión Europea, la posición competitiva de Cataluña se ha degradado enormemente. En 2010, de 281 regiones, Cataluña estaba en la posición 103; en 2019 ocupaba la 161. Y el principal competidor de Cataluña, que recibe con los brazos abiertos a las personas y a las inversiones que los separatistas expulsan, esto es, Madrid, está en el puesto 98.

Y así lo resumió Arruñadas:

—Cataluña está hoy peor gobernada que nunca. La gente huye, las empresas huyen, y han subido mucho más que nadie todos los impuestos en los que tienen capacidad de decisión.

Todo ello, por supuesto, tiene un reflejo en el exterior. Una preocupación cierta y real, mucho más importante de puertas para fuera que la crispación interna y la polarización que sufre España. Repasando las entrevistas, la conclusión es evidente, por más que en no pocas ocasiones he tratado, probablemente de forma inconsciente, de huir del tema catalán. Porque sí, para el lector puede resultar aburrido y repetitivo a estas alturas. Pero la realidad es que ese es el gran problema económico-político con el que se identifica a España en el ámbito internacional. Y sirva como muestra el pequeño relato de Arturo Bris.

—Uno de los últimos viajes que hice antes de la pandemia fue a Omán. Y estaba en una cena cuando en un momento dado uno de los ministros se volvió y me dijo: «Profesor, ¿qué pasa con Cataluña?». Lo único que se sabe de España es que hay una parte del país que quiere la independencia.

—Por eso le iba a preguntar a continuación: ¿Cataluña sí genera preocupación en el exterior?

—Sí. El problema español es Cataluña, es lo que sabe todo el mundo. Y muchas veces con una visión muy sesgada.

—¿Cuál es esa visión sesgada que señala?

—La que se ha vendido muy bien desde los círculos independentistas: que existe un Estado autoritario que impide la libre determinación de una parte del país y que, además, es la región más rica. Cuando explico que en realidad se trata de una propuesta ilegal en nuestro sistema jurídico, eso se considera irrelevante. Nos hemos vendido muy mal, y me preocupa la debilidad de nuestro Estado y la visión de que no somos democráticos. Eso me enerva.








 11. MADRID, DISTRITO FEDERAL


P
 rimero fue la acusación de que la Comunidad de Madrid incurre en dumping
 fiscal, algo que ya apuntaba claramente María Jesús Montero cuando era consejera de Hacienda de la Junta de Andalucía y en lo que incidió tras pasar a ostentar el cargo de ministra de Hacienda. Ocurrió, por ejemplo, durante la celebración del congreso de Inspectores de Hacienda de Zaragoza en 2019, por lo que el público y el contexto no pudieron ser más propicios para dotar de una mayor profundidad a su crítica. A esto se sumaron los enfrentamientos públicos y notorios entre el presidente del Gobierno, Pedro Sánchez, y la presidenta de la Comunidad de Madrid, Isabel Díaz Ayuso. Por muchos motivos, incluida la política en materia de impuestos. Y, por supuesto, no hay que olvidar la propuesta que el presidente de la Generalitat Valenciana, Ximo Puig, hizo durante el verano de 2021 en relación a un posible impuesto especial para la región madrileña. La idea fue apoyada con entusiasmo por el ministro de Seguridad Social, José Luis Escrivá (sí, otra vez Escrivá), y desarrollada por el consejero de Hacienda valenciano, Vicent Soler, que en una entrevista concedida a El Mundo
 llegó a afirmar lo siguiente: «Todos hemos hecho crecer a Madrid y ahora debe repartir». Y aunque Montero descartó este impuesto desautorizando claramente a todos ellos, lo cierto es que todas estas exigencias, propuestas y críticas no hicieron más que ahondar en una constante que se ha repetido en los últimos años: el Gobierno socialista quiere atajar la baja fiscalidad que ofrece la Comunidad de Madrid.

Lo quiere hacer, justifican en el ejecutivo, porque la bonificación de figuras como Sucesiones y Donaciones o Patrimonio provoca que los contribuyentes de otras comunidades se trasladen a Madrid, a veces incluso de forma ficticia. Esto resta recursos a esas mismas autonomías y, en general, provoca una carrera a la baja en la fiscalidad que el Gobierno rechaza. De hecho, lo que quiere es justo lo contrario. Por eso, uno de los principales objetivos de Montero es aplicar una homogeneización fiscal y, por lo tanto, modificar en cierta medida la autonomía que a las comunidades se les otorga en la Constitución.

Ángel de la Fuente, a quien ya se ha presentado en este libro y cuyo amplio conocimiento del sistema fiscal es indiscutible, responde lo siguiente a la pregunta de si Madrid es un paraíso fiscal:

—No lo es, entre otras cosas porque Madrid no tiene un colchón que le permita bajar impuestos sin dolor. Su financiación por habitante ajustado, antes de subir o bajar tipos, está en la media de las comunidades de régimen común. Y como decía, tan legítima es la estrategia de bajar impuestos y apañarte con menos dinero y servicios algo peores, que la contraria de subir impuestos a cambio de más servicios. Es una opción política, no una cuestión moral. Los votantes dirán qué prefieren y los madrileños han dejado bastante claro en los últimos veinte o veinticinco años lo que prefieren.

Y responde esto a la pregunta de si es necesaria la armonización fiscal:

—Hay muchas formas de armonización y unas son mejores que otras. En la Comisión de Reforma de la Financiación Autonómica [formó parte de ella en 2017] recomendábamos un tipo de armonización que es muy distintiva de la que se está discutiendo ahora: asegurarse de que las bases de los tributos son iguales en todas las comunidades, permitiendo diferencias solo en los tipos. Esto reduce los costes de cumplimiento si operas en varias circunscripciones y hace que el sistema sea más transparente y los ciudadanos puedan valorar mejor dónde están en relación a otros territorios. La armonización de tipos ya es otra cosa. La autonomía tributaria es una parte esencial de la autonomía. De la misma forma que las comunidades tienen que tener la capacidad de gastar en cosas distintas, también tienen que tener la capacidad de poner impuestos diferentes. Y de subirlos o bajarlos. Yo sería muy cuidadoso antes de poner limitaciones a la autonomía fiscal de las comunidades.

En una línea muy similar se expresan el exministro de Hacienda, Cristóbal Montoro; José Félix Sanz; José Luis Malo de Molina, histórico director del Servicio de Estudios del Banco de España, cargo que ocupó entre 1992 y 2015; Carlos Rodríguez Braun; Ferrán Brunet, cofundador de Societat Civil Catalana; o Manuel Lagares, historia viva de la economía española que formó parte de esa misma Comisión para la Reforma de la Financiación Autonómica que cita De la Fuente. «Madrid está creciendo rápidamente y lo que ninguna de las otras comunidades quiere pensar es que Madrid crece porque tiene una política fiscal liberal, amplia y abierta, así como una política eficiente de gasto», defiende Lagares.

También los hay, por supuesto, que no opinan lo mismo. El no menos histórico Andreu Mas-Colell subraya el efecto capitalidad del que goza Madrid, algo que también hace Antoni Castells. Ambos, Mas-Colell y Castells, fueron consejeros de economía de la Generalitat de Cataluña, por lo que es tan evidente que se trata de dos personas con una gran preparación como que en su opinión influyen el asunto catalán y el sentimiento de maltrato respecto a la capital del país.

Parece claro que hay un descontento entre una parte importante de las comunidades respecto a Madrid. Y también es indudable que la comunidad goza de unas características que la hacen diferente al resto. Que sus ciudadanos tienen unos niveles salariales que permiten a la región ingresar más con unos impuestos más bajos, y ser la comunidad que, de largo, más aporta al resto. Esto último es algo que De la Fuente deja claro con sus estudios anuales del sistema de financiación y según los cuales, Madrid aportó 6.000 millones de euros al conjunto de comunidades en 2019. No resulta descabellado, por lo tanto, pensar que es necesario buscar una solución, una alternativa a la situación de Madrid. Y una opción muy llamativa e interesante es la del federalismo que María Cadaval, doctora europea en Economía Aplicada y profesora del Departamento de Economía Aplicada de la Universidad de Santiago, desarrolla de manera muy certera:

—¿Incurre la Comunidad de Madrid en dumping
 fiscal?

—Rotundamente no. Madrid aprovecha su autonomía fiscal y las competencias que le otorgan las leyes de financiación. Otra cuestión es si debe tener el sistema de financiación del régimen común, y ahí diría que no. Madrid tendría mucho más sentido como distrito federal o capital federal. No es una comunidad más y no debería tener el mismo sistema que Galicia o que Andalucía.

—¿Algo similar en cierto modo a País Vasco y Navarra?

—No, cuando hablamos de Madrid capital federal estaríamos hablando de que no participaría del sistema de financiación autonómica, sino que su financiación dependería directamente del Gobierno y tendría un estatus totalmente distinto. Como ocurre con México DF o con Washington. En los países federales existe siempre esa diferencia precisamente porque sabemos que la capital genera una serie de ventajas e inconvenientes que no caben dentro del sistema. Lo de País Vasco y Navarra es una anomalía del sistema que se ha mantenido y quiere mantenerse, pero ahí habría mucho que discutir. Cataluña tiene razón cuando se queja, y tiene razón no porque ellos tengan que dejar de aportar sino porque País Vasco y Navarra deberían hacerlo. Eso también lo dice la Constitución. Si vamos a defender el sistema foral porque así lo recoge la Constitución, defendamos también la solidaridad interterritorial que está igualmente recogida.

—Es muy interesante lo que dice tanto de Madrid como de País Vasco y Navarra. Por partes: ¿qué beneficios tendría Madrid DF?

—Para empezar, que no existirían las distorsiones de las que se está hablando estos días. Que Madrid pueda poner el impuesto de patrimonio a cero o tener un IRPF más bajo es debido, fundamentalmente, a que es la capital. Llevar a cero algunos impuestos no significa nada en cuanto a pérdida de recaudación y, a cambio, atrae una actividad que genera unas sinergias que le permiten obtener recursos por otra vía. Eso Galicia, Andalucía o Extremadura no lo tendrían nunca.

—¿Y qué propone para el País Vasco y Navarra? ¿Que mantengan su estatus pero aporten al conjunto de España?

—Claro. El sistema foral funciona a la inversa del sistema común. Quien gestiona y recauda los ingresos son las dos comunidades forales, y luego hacen un ajuste de cuentas que es lo que llamamos el cupo, que además tiene una forma de calcularse un poco chusca. Se viste como una fórmula matemática, pero todos somos conscientes de que es un acuerdo político. Y nada más.

Pero las sesenta conversaciones en la que se basa este libro, que a la vez es una pequeña crónica de la pandemia, también han dado lugar a otros aspectos relevantes de Madrid y que, tal vez, no tienen tanto que ver con la economía. O tal vez sí, y realmente sean más relevantes que todo lo anteriormente apuntado. Por ejemplo, el coste adicional que supone vivir en esa ciudad y que no siempre está cubierto con esos mayores salarios. Es un lamento del que también he sido testigo en conversaciones de jóvenes y no tan jóvenes que no han llegado a triunfar profesionalmente. No al menos hasta ese punto en el que el sueldo deja de ser un quebradero de cabeza. Las dificultades para adquirir una casa, formar una familia o tener una estabilidad, algo común para toda la generación de la doble crisis pero que en la capital puede que se note incluso más. Y que hace que no pocos se sientan fracasados en algún modo. El Banco de España puso cifras a esta cuestión: sí, los sueldos en Madrid y también Barcelona son, de media, un 45 por ciento superiores; pero los costes que conlleva residir en las grandes áreas metropolitanas reducen a menos de la mitad ese beneficio. Y tal vez por esa cifra ya no es tan atractivo todo lo que supone residir en las mismas.

Pero en esas mismas sesenta conversaciones también han salido a relucir otras visiones sobre estos puntos. Probablemente con unas luces más largas y consiguiendo llegar un poco más allá. Y este (extenso) fragmento de las ideas aportadas por Diego Puga, doctor en Economía por la London School of Economics, profesor investigador en el Centro de Estudios Monetarios y Financieros (CEMFI) y premio Jaime I de Economía en 2020, es excepcional en ese sentido:

—Un trabajador que desarrolla su labor en una ciudad más grande, con más trabajadores cualificados, con más empresas alrededor, aprende más. Un ejemplo: dos amigos que estudian ambos en una ciudad de tamaño intermedio en España y uno se queda allí y otro se va a Madrid o a Barcelona a trabajar. La persona que se va a Madrid o Barcelona empezará ganando un 10 por ciento más. Pero lo curioso no es eso, sino que esas diferencias van a ir aumentando en el tiempo de manera que el 10 por ciento se convierte en un 25 por ciento o un 30 por ciento. Y esto es porque la experiencia que va adquiriendo esta persona es más valiosa al estar rodeado de más trabajadores cualificados, de más variedad de empresas.

—¿No puede cambiar esto sustancialmente con el teletrabajo, con la vuelta de muchos o algunos trabajadores a ciudades más pequeñas o incluso pueblos?

—Es una pregunta muy interesante. No es la primera vez que vemos una gran tecnología de la comunicación que puede, en teoría, reemplazar al cara a cara. Lo vimos con el telégrafo o con el teléfono, que sustituyó fundamentalmente a los recados que en las grandes ciudades se llevaban de un piso a otro en el mismo edificio. Y con las nuevas tecnologías del teletrabajo va a suceder un poco lo mismo. El teletrabajo no funciona para determinadas ocupaciones, como camarero, un fisioterapeuta o médico, pero tampoco funciona para ocupaciones en las que pensaríamos que sí. Mi trabajo es investigar y dar clase, y ahora estoy haciendo parte de mi trabajo online. Y no es un trabajo tan efectivo. Ni la comunicación con los alumnos es tan buena ni la investigación funciona tan bien, porque las mejores ideas surgen muchas veces de conversaciones no planeadas, de encontrarse con un colega en el pasillo. No creo que el teletrabajo vaya a reemplazar al trabajo tradicional. Pero sí veremos coexistencia.

—Pero hay un factor económico, y volviendo a la cuestión de trabajadores cualificados con sueldos reducidos o insuficientes, una persona que esté en esa situación y que viva en una gran ciudad, se puede plantear mudarse a una ciudad intermedia o a un pueblo y en ese caso sí, su capacidad adquisitiva será mayor.

—Sí, pero aquí está el corto frente al largo plazo. La progresión salarial en el tiempo, la experiencia, las posibilidades dependen en gran medida de en dónde has adquirido experiencia laboral, y estar trabajando presencialmente en una ciudad tiene beneficios a largo plazo. Si te vas a un sitio pequeño, tal vez puedes mantener tu situación actual durante un tiempo y ahorrarte costes. Pero seguramente las oportunidades futuras de empleo y progreso no van a ir a la misma velocidad a la que hubieran ido de otra manera. A lo mejor en el corto plazo te merece la pena pero en el largo no tanto. Pero es un debate importante.








 12. ¿EL PEOR SISTEMA EDUCATIVO DE EUROPA?


H
 ay muchos aspectos económico-sociales en los que un gran número de doctores, docentes y profesionales muestran posturas muy comunes. Pero en todos los temas desarrollados hasta ahora, siempre hay alguna voz que no está de acuerdo, o algunas, que por aspectos políticos, de sentimiento o simplemente por convicción, defienden un discurso alternativo. En todos, salvo en el ámbito educativo, en el que existe una unanimidad tan llamativa como preocupante al alertar de que España tiene uno de los peores sistemas educativos de Europa. Tal vez el peor. Y todos los personajes son muy relevantes y certeros en sus juicios, pero probablemente quien más preocupación mostró y más trató el tema fue Ismael Sanz. Doctor en Economía Aplicada por la Universidad Complutense, profesor titular en la Universidad Rey Juan Carlos y, sin duda, uno de los mayores conocedores del sistema educativo de España. Buena muestra de ello es que fuese una figura muy relevante en el grupo PISA de la OCDE. Una eminencia.

—España tiene una tasa de abandono escolar entre la población de dieciocho a veinticuatro años, que no ha finalizado bachillerato o una FP de grado medio, del 17,3 por ciento. Y eso nos convierte en el país con mayor tasa de abandono de la Unión Europea. Además, tenemos un 30,2 por ciento de la población entre treinta y treinta y cuatro años que no tiene más allá de la ESO, y eso es el doble de la media de la UE. Y en cuanto a calidad, estamos estancados en PISA desde 2000, y sobre todo es preocupante la cuestión de las matemáticas. Esto es importante porque nos encaminamos hacia un mercado laboral en el que cada vez hay más procesos automatizados, más robotización y en el que las competencias científicas van a ser más relevantes.

—¿Es cierto el mantra de que las actuales son las generaciones más preparadas? ¿O son las que más lejos han llegado académicamente pero sus estudios tienen menor nivel?

—Cada vez más jóvenes acceden a estudios superiores. De hecho, es una de las características de la educación española. Tenemos muchos alumnos que como mucho tienen la ESO, pero al mismo tiempo muchos que llegan a estudios superiores. Un 44 por ciento de los jóvenes de entre treinta y treinta y cuatro años tiene estudios superiores, cuando el objetivo que se marcó la UE para 2020 era del 40 por ciento. Y esto ha conducido a un error en algunos momentos en el debate público al pensar que demasiados jóvenes van a la universidad. Eso no es verdad, nunca es negativo para una economía tener gente formada en estudios superiores. Pero el estudio de PIAAC [acrónimo en inglés del Programa para la Valoración Internacional de Competencias de Adultos] de la OCDE muestra que las competencias en matemáticas y lengua de los jóvenes españoles con estudios superiores es similar a la de aquellos que tienen estudios de secundaria superior en Japón y Holanda, y eso sí que es alarmante, aunque no creo que sea algo solo de los últimos años. Y también hay poca vinculación entre los estudios universitarios y lo que demanda el mercado. Hace falta que más jóvenes estudien ciencias. Se necesitan muchos más ingenieros, matemáticos, físicos...

—¿Consecuencia directa del bajo nivel que comentaba en matemáticas y ciencias?

—Sí. Hay que acercar las matemáticas a los alumnos. En España se dan dos cosas sorprendentes. La primera es que los alumnos españoles muestran más ansiedad hacia las matemáticas que hacia el resto de asignaturas. El día que tienen un examen de matemáticas están más nerviosos que cuando tienen un examen de otra asignatura, y al final acaba siendo una profecía que se cumple a sí misma. Y la segunda es la poca preocupación que genera que a tus hijos no se les den bien las matemáticas. De hecho, a veces se toma a broma. «Es que a mi hijo se le dan mal las matemáticas, es como su padre o como su madre». «Jajaja, es que soy de letras». Y en cambio, no me imagino absolutamente a nadie diciendo: «Es que mi hijo o mi hija es fea, es como su padre o como su madre», y riéndose. Y volviendo a la pregunta anterior, las crisis que les han tocado a los jóvenes y que se han vivido con más intensidad en España, tanto la de 2008 a 2013 como esta, tienen un impacto importante en su trayectoria profesional. Salir al mercado de trabajo en épocas de crisis reduce tu salario inicial, y ese menor salario inicial te acompaña al menos diez años. Ahora habría que hacer pedagogía respecto a los jóvenes para que, en la medida de lo posible, no salgan al mercado de trabajo. Es un buen momento para formarse. El coste de oportunidad no es muy elevado.

Las palabras de Sanz resumen los principales y más graves problemas del sistema educativo: la alta tasa de abandono escolar; la falta de preparación en materias como matemáticas, que cada vez van a ser más importantes en un mundo digitalizado y vinculado a la tecnología, y la falta de exigencia de los padres y del propio sistema educativo.

Sobre lo primero, las consecuencias son evidentes: al no tener formación, los jóvenes acceden al mercado laboral en condiciones muy precarias. Trabajos mal pagados, con una productividad muy baja y, sobre todo, puestos muy prescindibles en caso de que se produzca una crisis. Justo lo que acaba de ocurrir. El resultado es que España presenta la tasa de desempleo juvenil más alta de toda la Unión Europea y también de la OCDE. Si se toman, por ejemplo, las cifras de Eurostat a mitad de 2020, lo que se observa es que el dato en España alcanzaba el 37 por ciento. Más que Grecia, Italia o Portugal, que estaban entre el 30 y el 27 por ciento, y por supuesto mucho más que la media de la UE. De hecho, es más del doble. Y si la comparación se hace con Alemania el resultado es demoledor: un 7,5 frente al 37 por ciento español.

La falta de preparación en matemáticas y en general en las llamadas STEM (que es el acrónimo inglés para ciencia, tecnología, ingeniería y matemáticas) es algo que explica el desajuste entre lo que demanda el mercado de trabajo y lo que se enseña y estudia. Lo apuntaba ya en la primera de las entrevistas Rafael Doménech, responsable de análisis económico de BBVA Research, doctor en Economía por la Universidad de Valencia.

—Es evidente que el mundo es más incierto ahora. Estamos más sometidos a las tendencias globales y lo crucial va a ser formarse en todas aquellas habilidades y capacidades que ya demandaba el mundo antes del Covid y que ahora se acentúan. Aquellos países que han llegado a esta crisis liderando la automatización, la robotización y la economía digital son países que tienen tasas de desempleo muy bajas. Tenemos que acercarnos a esos países.

Lo que señala Doménech está directamente relacionado con la productividad, que es un concepto clave. Cuánto valor puede crear un trabajador con su esfuerzo. No tiene ni punto de comparación la productividad del trabajo que realiza un experto en tratamiento de bases de datos o un ingeniero informático, que la que presenta la actividad de un filólogo, por ejemplo. Y lo que sobran en España son los segundos mientras que apenas hay de los primeros. En la productividad se profundizó con una gran calidad de ideas y firmas en el informe «España 2050». Pero lo que quedó, lo que trascendió de ese documento es que en el futuro no se podrá comer carne ni viajar en avión. Y por supuesto el ciudadano medio no tiene ni idea de qué es la productividad, y no es algo que diga simplemente porque refuerza el argumento expuesto, sino porque lo he comprobado en varias ocasiones. Así es España.

«Si vas a estudiar Bellas Artes, sabes a qué te expones. Luego no vale echarse las manos a la cabeza porque no se encuentra trabajo. Mientras no consigamos que las cosas encajen con el mercado laboral...», resumió José García-Montalvo en una conversación paralela a las entrevistas. Su alto nivel y preparación ya ha quedado patente en este libro, y no deja de ser significativo que tanto él como el propio Doménech fuesen alumnos de Javier Andrés. Todo en la Universidad de Valencia y todo en el litoral mediterráneo. ¡Qué nivel! Y de vuelta a García-Montalvo, añadió lo siguiente, que está directamente relacionado con el lema «el hijo del obrero, a la universidad»:

—La universidad era el medio que te garantizaba que vivirías mejor que tus padres. Pero esa era la universidad de los setenta u ochenta. Eso ya no funciona así, y genera una desafección enorme porque se piensa que siendo universitario se soluciona todo y luego ves que no funciona para nada. Tendrás un sueldo horrible y un trabajo horrible, dependiendo de la carrera que estudies.

La ausencia de exigencia se plasma en hechos como que cada vez sea posible avanzar con más materias suspendidas, con el fin de no querer tal vez frustrar a los alumnos y evitar los sofocos de los padres, que además culparán a los profesores de los malos resultados de sus hijos. Así lo resumió Matilde Mas, doctora en Ciencias Económicas también por la Universidad de Valencia, catedrática de Fundamentos de Análisis Económico, directora de Proyectos Internacionales del Instituto Valenciano de Investigaciones Económicas (IVIE) e integrante del Consejo Asesor de la vicepresidenta Calviño:

—Hay que tener estudiantes cada vez mejor formados, y mejor formados en todos los campos, en competencias que son transversales. La excelencia debería ser la norma de toda reforma del sistema educativo. La excelencia, la generación de talento y, por supuesto, la igualdad de oportunidades.

—¿La reducción del nivel de exigencia es un buenismo, un intento de integración mal entendido?

—Cuando yo estudiaba y había profesores que no eran, digamos, los mejores del mundo, lo que se aplicaba era el aprobado general político. Era la forma de intentar no dejar a nadie atrás para evitar la desigualdad. Pero no la evitas así, porque cuando el estudiante salga al mercado de trabajo debe tener las mismas competencias que el resto. Si no, lo has hundido en la miseria. Y si me pregunta en qué puede estar pensando el político al aplicar una medida de este tipo, le diré que sí, es un buenismo mal entendido, en el mejor de los casos, y que no se han parado a pensar las consecuencias de una medida así.

Así lo explica Arturo Bris, que aporta una visión internacional, dada su relevante actividad docente en el IMD de Lausana, así como su experiencia personal:

—Yo, gracias a Dios, a la «matria» o a quien sea, soy producto del sistema de mayor excelencia de la educación española: el Cemfi [se refiere al Centro de Estudios Monetarios y Financieros, organismo vinculado al Banco de España], que ha dado a muchos de los grandes ejecutivos y académicos de España. Recluta a los mejores, les da la mejor educación y los lanza al mercado. Pero el sistema educativo español no premia el esfuerzo, y fui consciente de ello cuando salí a hacer mi doctorado a Francia y estaba rodeado de rusos, chinos y estadounidenses que sabían mil veces más que yo. Y yo se supone que era el número uno de mi universidad. Me di cuenta de lo mediocre que era nuestro sistema cuando decía: «Si yo estoy aquí y no entiendo la mitad de lo que dicen, qué pasará con el estudiante medio».

—Y esta mediocridad y no buscar la excelencia, ¿qué consecuencias tendrá para España en unos años?

—En primer lugar, que la fuga de talento que ya sufre España se va a agudizar. Pero además, en el nuevo modelo tecnológico, las empresas españolas van a ser capaces de contratar talento en cualquier lugar del mundo. Personas que trabajan desde Budapest o desde Bombay. Las empresas van a deslocalizar el empleo buscando más talento y más barato frente al que existe en España. Si yo fuera político en España, la reforma educativa sería mi prioridad. Es sin duda la prioridad número uno de España.

Y remata Javier Díaz-Giménez, profesor de Economía en el IESE:

—En España es especialmente grave nuestra tolerancia con el fracaso escolar. La educación está capturada por los educadores públicos que ya han hecho su oposición y dicen que nadie va a evaluar la calidad del servicio que ofrecen. Son invaluables. España se ríe de PISA. ¿Por qué no podemos discriminar entre unos profesores más productivos y otros? Por supuesto que debería haber pluses de productividad y deberíamos saber cuál es el ranking
 de los institutos en la prueba de acceso a la universidad... Tenemos los sueldos que tenemos por la educación que tenemos.

Por otra parte, ni siquiera la propia estructura del sistema es la adecuada. Lo dice Andreu Mas-Colell, que además de por su papel en el procés
 y el respeto casi reverencial del que goza en el ámbito económico internacional, fue también conseller de Universidades, Investigación y Sociedad de la Información a principios de siglo y figura clave en la creación de la prestigiosa Universidad Pompeu Fabra. «Es realmente lo mío», dijo.

—Me gustaría que hubiese una utilización importante de los fondos europeos para proyectos transversales y que atiendan especialmente al capital humano. Programas transversales en FP, donde tenemos un problema muy serio; en universidades, donde vamos en una dirección equivocada, y en investigación, donde vamos mejor.

—¿Por qué vamos en dirección opuesta en el aspecto universitario?

—Los grados, por ejemplo. En Bolonia, mientras las universidades europeas adoptaban el grado de tres años, nosotros fuimos al grado de cuatro años. Y lo hicimos, paradójicamente, cuando éramos uno de los países que tenían ya definidas titulaciones de tres años. En nombre de Bolonia, suprimimos algo que estaba perfectamente adaptado a Bolonia. Después, hace unos años, se consiguió que se permitieran los grados de tres años y eso es lo que pretende suprimirse ahora, entre otras cosas, porque lo hizo el ministro Wert. Y mire que yo con el ministro Wert estoy de acuerdo en muy pocas cosas. Seguramente, solo en esto. Que en España se necesiten cuatro años para una titulación cuando en el resto de Europa se necesitan tres es insultante y discriminatorio. Curiosamente, las organizaciones estudiantiles, será porque debe de parecer progresista, están a favor. Pero por favor, que se lo miren bien, es todo un enorme sinsentido.

La disertación de Mas-Colell, además de dejar ese revelador y hasta cierto punto cómico punto en común con el exministro de Educación, también evidenció algo muy importante: que la formación profesional no se salva, que adolece de graves problemas. Y que por mucho que los gobernantes quieran poner en valor esta opción, la realidad es que falta inversión, oferta y también conciencia social. Esto último está en línea con esa casi obligación ya apuntada de que todos los jóvenes vayan a la universidad. ¿Para qué? Pues la teoría dice que para formarse y tener un futuro mejor, lo que, como ha quedado claro, no siempre es así, y también para vivir la propia experiencia universitaria. En esto, sobre el papel, la universidad está muy por encima de la FP, porque los estudiantes se deben desplazar a otras ciudades, aprender a valerse por sí mismos y relacionarse con personas totalmente ajenas a su entorno habitual. La cuestión es que ni siquiera esto se cumple ya, porque todas las comunidades e incluso provincias quieren sus propias universidades. Y esto tiene un doble efecto: el alumno sigue en casa de sus padres, y asiste diariamente al milagro de que la camiseta que hace dos días dejó en el cubo de la ropa sucia hoy está perfectamente limpia y planchada en su armario; y además, el nivel de la facultad a la que asiste probablemente no será, ni de lejos, el mejor posible. Se llega hasta el punto de elegir carreras por la cercanía de la universidad, y no por la vocación o por lo que se ajusta al mercado laboral.

La sarcástica explicación sobre este punto de Carmen Herrero, doctora en Ciencias Matemáticas y profesora emérita de Fundamentos de Análisis Económico de la Universidad de Alicante (inagotable el talento en la costa mediterránea), es magnífica:

—Hay dos soluciones para que la universidad sea universal: una es crear un montón de becas, de becas salario, y dejamos a la gente que se vaya adonde se tenga que ir. Y le exigimos resultados. La otra es poner la universidad en la puerta de la casa de cada niño y que estén ahí el tiempo que quieran, que no pasa nada porque está viviendo en casa de sus padres. Y el modelo español es el segundo. ¿Es un modelo malo? Pues sí. ¿Entonces el modelo español, este segundo, es un modelo malo? Pues sí, he estado dando clases muchos años a alumnos del último año del grado. Y les pregunto: «¿Cuántos os vais a ir a hacer un máster fuera?». Y ya no digo al extranjero, digo fuera a Madrid o a Barcelona. ¡A Valencia, incluso! ¡Pero es que ni a Valencia! Y te dicen: «Pero ¿cómo me voy a ir y dejar aquí a mi novio?». La experiencia vital de la universidad es muy importante, pero sobre todo es muy importante cuando te encuentras con gente diferente. Pero si te vas a encontrar con los mismos del instituto, no tiene ninguna gracia. La gente va a la universidad que está más cerca de su casa en lugar de ir a la que mejor le sirva para sus intereses. Hay un mercado cautivo. Y eso pasa porque no hay competencia entre universidades.

El Gobierno de Pedro Sánchez no ha llevado a cabo, en absoluto, los esfuerzos que este contexto verdaderamente estremecedor exige. Es mucho más importante, según muestran sus actos y discursos, el lenguaje inclusivo, la perspectiva de género y que los alumnos dominen perfectamente lenguas que no les servirán más allá de su comunidad autónoma, aunque no tengan la menor idea de conceptos que verdaderamente les permitirán vivir y progresar en el mundo. Y en algunas ocasiones, ni siquiera eso. Por supuesto, el legado que ha dejado la exministra Celaá al frente de Educación no convence a nadie. Ni a representantes de la educación pública ni de la privada. Y si a todo ello se le suma la cambiante política educativa que en las últimas décadas ha imperado en España, el resultado es el que define Antonio Moreno, profesor de la Facultad de Ciencias Económicas y Empresariales de la Universidad de Navarra y catedrático de Economía Aplicada, que además responde a la pregunta que se plantea desde el nombre mismo del capítulo:

—Una parte de la culpa la tenemos nosotros mismos como sociedad. No se prestigia suficientemente la importancia de la formación. En España se propone como modelos de éxito ganar mucho dinero en los deportes o a través de los videojuegos. Habría que hacer más énfasis en el trabajo bien hecho, la disciplina, el sacrificio y prestigiar a los docentes. Y por otra parte, es muy decepcionante que cada Gobierno haga una ley educativa distinta. Y es muy decepcionante lo que hemos visto con la Ley Celaá.

—¿Y todo eso dibuja el peor sistema educativo de Europa?

—Desde luego, uno de los más decepcionantes de Europa.








 13. Y POR ENCIMA DE TODO, SÁNCHEZ EL INASEQUIBLE


R
 esulta muy curiosa la reacción que el presidente del Gobierno, Pedro Sánchez, provoca entre una parte notable y relevante del mundo económico. Y es una reacción, además, que reproduce de manera bastante fiel la que se produce en el conjunto de la sociedad. Una mezcla de asombro, rechazo, un cierto miedo e incluso admiración en determinados ámbitos que ningún otro presidente acumuló. Podría ser atrevido que alguien medianamente joven afirme lo apuntado, y seguramente lo sea. Pero si se acude a personas con una experiencia mucho más amplia y rica, todo esto se confirma. Manuel Lagares participó activamente en los Pactos de la Moncloa, por lo que evidentemente ha vivido en su edad adulta los mandatos de todos los máximos responsables del Gobierno en la democracia, y tiene claro el lugar en el que ubica el presidente Sánchez en esa historia reciente de España:

—En un lugar no demasiado brillante: al lado de Zapatero. Tensa extraordinariamente el país, dedicándose a cosas sorprendentes como las distinciones de género en el lenguaje y la sexualidad de las matemáticas, entre otras invenciones impropias del Gobierno de un país serio.

—¿Considera que es el peor junto a Rodríguez Zapatero, especialmente en su segunda etapa?

—Sí, ahí está situado. Cada cual podrá situarlo según su ideología, pero yo he trabajado con todos y esta es mi valoración.

—Hasta donde yo recuerdo, ningún otro presidente ha generado un enfrentamiento, una polarización tan grande. ¿Usted recuerda una sensación así?

—No, yo tampoco, yo tampoco. Y las elecciones de Madrid, aunque sean un hecho puntual, demuestran que la gente de todas las ideologías está cansada, harta y preocupada por este Gobierno.

También Rodríguez Braun ha vivido y trabajado durante los mandatos de todos los presidentes del Gobierno democráticos. Y también su opinión confirma lo ya concluido, incluido el admirable talento que tiene para determinadas empresas y, por supuesto, para sobrevivir a la nueva política. Como ya decíamos, se trata de Sánchez el Inasequible al Desaliento.

—¿Qué supone que Pablo Iglesias vaya a dejar la Vicepresidencia del Gobierno? ¿Es positivo, negativo o da igual?

—Sobre todo es positivo para Pedro Sánchez, porque le va a permitir potenciar la nueva estrategia, que consistirá en presentarse como moderado. Y eso tiene que ver con el auge de Nadia Calviño, y quiere dar la sensación de que el peligro era Iglesias. Todo esto le sirve a Pedro Sánchez, que es un verdadero genio para convertir la adversidad en beneficio.

—¿Es el presidente del Gobierno más hábil en ese sentido?

—Desde luego es muy talentoso en eso. Pero no es el primero que tiene fuerzas distintas en su Gobierno y las utiliza en su propio beneficio. El primero fue Felipe González, con esa maniobra maravillosa de tener en el mismo Gobierno a Solchaga y a Boyer, y a Alfonso Guerra. Se peleaban entre sí y los periodistas nos entreteníamos muchísimo. Buena parte del ejercicio del poder estriba en distraer a la gente. Las peleas entre Podemos y el PSOE son lo mismo que sucedía entonces entre los guerristas y los solchaguistas. Y en medio, y un poquito por encima, Felipe González, que no era cuestionado y que se dedicó a subir los impuestos, que es lo que hacen siempre los socialistas.

—¿Una distracción similar a la actual y que también hace olvidar que el Gobierno ha subido los impuestos después del desplome económico?

—A Pedro Sánchez lo persiguen tres jinetes del Apocalipsis: los muertos, los parados y los contribuyentes. Y aquí es cuando vamos a ver de verdad su capacidad para distraer la atención y su genio para superar adversidades creadas por él mismo. En el momento en el que una parte significativa del electorado sospeche que hemos tenido más muertos, más parados y una subida de impuestos mayor de la que podría haber existido en otras circunstancias, con otra política y con otro presidente, Pedro Sánchez estará perdido para lo que es su objetivo: ganar las siguientes elecciones generales.

Sí, es cierto. Se podría intuir ya a priori
 que las opiniones y apuntes de Lagares y Rodríguez Braun irían por donde efectivamente lo hacen. Que puede resultar demasiado fácil acudir a ellos para confirmar una convicción preconcebida. Pero no, la intención de este libro no es defender una opinión personal ni buscar cómo refrendar lo que se piensa. De hecho, es justo la contraria, volver sobre las entrevistas y tratar de concluir, analizar y aprender de lo que dicen. Y si se hace esa búsqueda, se llega irremediablemente a Tomás Gómez, a quien se puede considerar como el primer gran purgado por parte de Pedro Sánchez y que, además, es doctor en Economía y también profesor en universidades como la Carlos III y la Francisco de Vitoria. Pero no nos engañemos, lo que más interesa del exalcalde de Parla y exlíder del PSOE de la Comunidad de Madrid es su conocimiento de primera mano de la forma de actuar de Sánchez, de cómo es el presidente en las distancias más cortas y de si es correcto lo que se planteaba al principio. Una pista: parece que lo es.

—¿Por qué todo el mundo añora los años setenta y ochenta? Porque cada generación de políticos ha sido peor que la anterior. La política se ha convertido en una trituradora humana. Es la peor oposición que ha habido en la historia democrática y también el peor Gobierno.

—Ha señalado la salida de los colaboradores más estrechos de Sánchez y usted fue uno de los primeros que tuvo una confrontación con él. ¿Se ha sentido reflejado, ha rememorado todo aquello?

—Ya hace demasiado tiempo de eso y, además, una de las cosas que a mí me permite vivir es que olvido. En el rencor no se puede vivir. Pero su modus operandi
 es ese. Pedro Sánchez es alguien que tiene una lista de enemigos y no olvida ningún nombre de ese listado. E incluso no hace falta que seas su enemigo para que te elimine, mire el caso de Redondo. Cuando acabe su fase política, si tuviese que meter a todos sus amigos en un taxi, le sobraría el espacio.

—¿No le ha sorprendido su evolución?

—No, creo que no ha cambiado. Es un superviviente que sobrevive a costa y sobre todo lo que le haga falta. Ha sido siempre así y en ese sentido no ha engañado nunca a nadie.

Lo expuesto por Gómez, además, evidencia que no solo el presidente del Gobierno, sino el conjunto de actores del ámbito político presenta un nivel menor. Menor comparativamente con las figuras del pasado, y menor también respecto al conjunto de la sociedad. Las mentes más brillantes y con mayores dotes para el liderazgo y la toma de decisiones huyen de la política. Lo hacen por la exposición que supone y la fuerte polarización de la que ya hemos hablado, pero también debido a un aspecto puramente económico, porque, por mucho que algunos ciudadanos se escandalicen, los políticos no están bien retribuidos.

Sí, claro que cobran mucho más que un trabajador común, pero es que también su responsabilidad es mayor. Que el presidente del Gobierno, por ejemplo, perciba un salario de en torno a 85.000 euros es objetiva y comparativamente poco. En el mundo desarrollado los sueldos de los presidentes son mucho mayores. Y tampoco los ministros presentan ingresos precisamente altos. Es contradictorio que personas con esas responsabilidades tengan esos salarios, pero que luego coloquen a sus amigos y colaboradores en gobiernos sobredimensionados y realizando tareas que, en algunos casos, son casi un misterio. Y, por supuesto, lo que probablemente tampoco tenga ningún sentido es que, por ejemplo, Gabriel Rufián haya llegado a cobrar del país del que no quiere formar parte, por una tarea parlamentaria pero no ejecutiva y sin acreditar una formación ni excelencia superior, más que el propio presidente del Ejecutivo. Pero sí, Espanya ens roba
 .

De todo esto, y especialmente de la falta de capacidad de los políticos actuales, hablaba así Alfonso Novales, de quien ya dijimos que, además de doctor en Economía y Matemáticas, es integrante de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas.

—Lo que es simplísimo es generar 800.000 puestos de trabajo y hacer que la economía española crezca un 5 por ciento, un 6 por ciento de media durante los próximos tres años. Con una inyección de dinero tan grande [se refiere a los fondos europeos] es muy sencillo. Pero ese no es el objetivo. El objetivo es modernizar la economía y la sociedad, generar prosperidad para las próximas décadas y crear un país totalmente distinto para 2030, 2040. ¿Pero este plan tan ambicioso se puede llevar a cabo simplemente con una comisión interministerial? A mí eso me llama mucho la atención... Y ante todas estas deficiencias del Gobierno que le señalo, también le digo que no entiendo que todos los demás no se estén quejando.

—¿Se refiere a todos los demás grupos políticos?

—Los demás representantes de la sociedad, sí. Los que están ahora hacen las cosas menos que perfectamente, pero los demás no están diciendo nada. Y a lo mejor si estuviera otro gestionando estaría haciendo lo mismo.

—¿Quiere decir que si estuviese, por ejemplo, el PP la gestión sería muy similar?

—Muy similar, sí.

—Llevemos la comparación a otra época. ¿En el pasado la gestión habría sido mejor? ¿Cree que el nivel de la clase política ha bajado y eso se nota en aspectos tan trascendentales como este?

—Estoy totalmente convencido. En la Academia de Ciencias Morales y Políticas he convivido y convivo con personas como Landelino Lavilla, Raúl Morodo, Óscar Alzaga o Rodolfo Martín Villa, y el talante es totalmente distinto. Es muy distinto hablar de personas que tenían su carrera profesional y dejaban sus despachos cuatro años para hacer un servicio y luego volvían, que de los actuales profesionales de la política que entran en ese ámbito con dieciocho años y no salen. Esa es toda su experiencia profesional, y quieren prevalecer y ser protagonistas para extender sus carreras. ¿Y por qué no tenemos otros políticos, personas con más experiencia? Porque saben que si entran ahí se tendrán que ajustar a unas estrategias que no están dispuestos a seguir.

¿Y quién es un gran ejemplo de esto último que denuncia Novales? Exacto, Sánchez el Inasequible, quien posee un doctorado en Economía que fue muy, muy discutido. Su tesis fue puesta en cuestión por un posible plagio que la Universidad Camilo José Cela rechazó. Pero casi tan importante como eso es la calidad del propio trabajo, y ahí sí que se presentan más problemas. Como casi todo en este libro, no lo digo yo, lo dice una persona autorizada para ello: Javier Ferri, que es máster en Economía por la University College London, doctor en Economía por la Universidad de Valencia, profesor en esa misma universidad, fue investigador invitado en la Adam Smith Business School de la University of Glasgow y colabora o lo ha hecho en el pasado con el Ministerio de Economía, la Fundación Rafael del Pino, BBVA Research o Fedea. Tal vez algo sepa, y no duda en afirmar, o más bien evidenciar, que no sabe qué sería el presidente del Gobierno si no fuera, precisamente, presidente.

«Todos los presidentes anteriores sabíamos qué serían en caso de no ser presidentes. Pero mi pregunta es: ¿qué sería este presidente del Gobierno si no fuera presidente?... Estaría tal vez dando clase asociado en una universidad. No sé si ha leído la tesis pero, más allá de si hubo plagio o no lo hubo, no puede capacitar a ninguna persona para el título de doctor».

¿La razón? «Porque es malísima, absolutamente malísima. Una tesis doctoral debe tener un valor añadido, aportar ideas, innovación... Y esta no aporta nada. ¿Cuál es el mérito profesional de nuestro presidente?».








 ¿Quiénes son los especialistas entrevistados?


1.
 RAFAEL
 DOMÉNECH
 (SAO PAulo, 1962)

«Discutir ahora cambios en la reforma laboral no ayuda a crear empleos, en absoluto».

MSc in Economics por la LSE y doctor en Economía por la Universidad de Valencia.

Doctor en Economía por la Universidad de Valencia, integrante del grupo de expertos que creó el presidente del Gobierno, Pedro Sánchez, y, sin duda, una de las voces económicas más autorizadas y reconocidas de España.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/05/24/5ec82c2efc6c837e168b45a4.html




2.
 JOSÉ
 GARCÍA
 -MONTALVO
 (Valencia, 1964)

«Los hijos vivirán peor que sus padres, es la maldición de ser joven en estos tiempos».

Doctor en Economía por la Universidad de Harvard y catedrático de Economía Aplicada de la Universidad Pompeu Fabra.

Premio Jaume I de Economía 2019 «por su valiosa y original investigación, clarividente y ligada estrechamente a la realidad económica», así como por su «don para ver el aspecto de formulación de políticas públicas».



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/06/01/5ed259ee21efa0180a8b45e0.html




3.
 ALICIA
 CORONIL
 JÓNSSON
 (hispanoislandesa nacida en Madrid en 1973)

«Hay que negociar con los países emisores de turismo, no imponer cuarentenas».

Doctora en Economía por la Universidad San Pablo CEU y economista jefe de Singular Bank tras siete años en el Círculo de Empresarios.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/06/08/5edcc999fdddffb7b38b4597.html




4.
 JOSÉ
 IGNACIO
 CONDE
 -RUIZ
 (Madrid, 1969)

«O elevamos los ingresos o desmantelamos parte del Estado de Bienestar».

Doctor en Economía por la Universidad Carlos III, catedrático de Fundamentos de Análisis Económico en la Complutense y subdirector de Fedea.

Miembro del Consejo Asesor de Asuntos Económicos de la vicepresidenta Calviño, consejero del Consejo Económico y Social e integrante del Comité de Expertos encargado de desarrollar del Factor de Sostenibilidad de las Pensiones en 2013. Tanto el Gobierno de Rajoy como el de Sánchez han acudido a él en busca de consejo y ayuda.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/06/15/5ee645da21efa0b42e8b4654.html




5.
 CARMEN
 HERRERO
 (Madrid, 1948)

«La crisis ha demostrado que muchos empleos públicos no hacen falta».

Doctora en Ciencias Matemáticas y profesora emérita de Fundamentos de Análisis Económico de la Universidad de Alicante.

En 2014, la Universidad de Granada la nombró doctora honoris causa
 en Economía y poco después, en 2017, recibió el precio Jaume I como reconocimiento a una larga carrera dedicada a algo vital y de lo que nadie en España sabe más que ella: la economía del bienestar.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/06/22/5ef0db8121efa0704c8b45b1.html




6.
 J
 ORDI
 C
 ANALLS
 (Martorell, 1960)

«Los políticos deberían bajarse el sueldo por solidaridad, como ocurre en la empresa privada».

Doctor en Ciencias Económicas y Empresariales por la Universidad de Barcelona. Premio extraordinario de licenciatura y doctorado. Postdoctoral research fellow de la Harvard Business School.

Director general del IESE entre 2001 y 2016, sigue formando líderes en esta misma prestigiosa escuela de negocios como profesor de Dirección Estratégica y Economía.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/06/29/5efa4095fdddff3f9e8b46a0.html




7.
 G
 REGORIO
 I
 ZQUIERDO
 (Madrid, 1969)


«La peor decisión que puede tomar el Gobierno ahora es subir impuestos».

Doctor en Ciencias Económicas y Empresariales por la Universidad Autónoma de Madrid y máximo responsable del Instituto Nacional de Estadística (INE) entre 2011 y 2018.

Es el director general del Instituto de Estudios Económicos, el think tank
 de CEOE y el organismo que mejor supo calibrar el impacto del Covid sobre el PIB, según la Diana Esade: adelantó con total exactitud cuál sería el desplome económico.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/07/06/5f031b91fc6c83c4158b45a0.html




8.
 E
 NRIQUE
 D
 EVESA
 (Valencia, 1960)


«Nos vamos a ver abocados a recortar pensiones y sueldos de funcionarios».

Doctor en Ciencias Económicas y Empresariales por la Universidad de Valencia, coordinador técnico del Grupo de Investigación del Instituto de Actuarios Españoles en Pensiones Públicas, e investigador del Instituto Valenciano de Investigaciones Económicas (IVIE).

Miembro, a propuesta del Consejo de Ministros, del Comité de Expertos que desarrolló el Factor de Sostenibilidad del Sistema de Pensiones en 2013, es uno de los mayores conocedores del sistema de la Seguridad Social.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/07/14/5f0ca549fdddff003c8b4600.html




9.
 X
 AVIER
 F
 REIXAS
 (Barcelona, 1949)


«La crisis del Covid va a acelerar los despidos en la banca».

Licenciado en Matemáticas y Economía por la Universidad de Toulouse y doctor en Economía por esa misma universidad. Catedrático emérito de Economía Financiera y Contabilidad de la Universitat Pompeu Fabra.

Premio Jaume I de Economía 2018 como reconocimiento a «uno de los principales expertos mundiales en economía financiera, y de forma especial en micro y macroeconomía del sistema bancario».



https://www.elmundo.es/economia/2020/07/20/5f15e0d821efa070228b4576.html




10.
 M
 IGUEL
 O
 TERO
 (Basilea, 1979)


«Holanda quiere que los países del sur sean prósperos, no imponer austeridad y que nos vaya mal».

Doctor en Economía Política por la Universidad de Oxford Brookes, investigador principal del Real Instituto Elcano y profesor del IE School of Global and Public Affairs.

Fue miembro del grupo de expertos del Gobierno para la desescalada y es también investigador asociado en el Instituto para la Unión Europea y Asia en la ESSCA School of Management de París.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/07/28/5f1f1d9a21efa027488b45ce.html




11.
 E
 MILIO
 O
 NTIVEROS
 (Ciudad Real, 1948)


«Será devastador para la economía si la situación se descontrola y hay nuevas reclusiones».

Doctor en Ciencias Económicas y catedrático emérito de la Economía de la Empresa en la Universidad Autónoma de Madrid, de la que también fue vicerrector durante cuatro años.

Su larga y relevante trayectoria también incluye el ser fundador de Analistas Financieros Internacionales (AFI) y formar parte del comité asesor de la vicepresidenta Calviño.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/08/03/5f2856c3fc6c83be3a8b4650.html




12.
 I
 GNACIO
 Z
 UBIRI
 (San Sebastián, 1956)


«No se puede seguir teniendo funcionarios totalmente improductivos e inamovibles».

Máster en Economía Pública y doctor en Economía por la Universidad de Princeton, y catedrático de Hacienda Pública en la Universidad del País Vasco.

Uno de los economistas que más ha estudiado el cupo vasco y, probablemente, el que más duramente lo ha cuestionado. Y sí, es vasco.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/08/10/5f31899d21efa02b798b45a7.html




13.
 M
 ANUEL
 A. H
 IDALGO
 (Sevilla, 1973)


«El sistema de pensiones es regresivo, no es sostenible y perpetúa desigualdades».

Doctor en Economía por la Universidad Pompeu Fabra, profesor en la Pablo de Olavide y exsecretario general de Economía de la Junta de Andalucía.

También formó parte del Instituto de Estadística de Andalucía. Sus grandes campos de conocimiento incluyen el mercado de trabajo, el crecimiento económico y el sistema de pensiones.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/08/17/5f396fbefc6c8372618b4633.html




14.
 J
 OSÉ
 A. H
 ERCE
 (Calahorra, 1951)


«Si el sistema sanitario fuese como el sistema educativo, estaríamos todos muertos».

Doctor en Economía por la Universidad Complutense y master of Arts en economía por la Universidad de Essex.

Dirigió la Fundación de Estudios de Economía Aplicada (Fedea), ha sido socio director del área de economía aplicada de Analistas Financieros Internacionales (Afi) y es uno de los mayores expertos de España en longevidad y pensiones.



https://www.elmundo.es/economia/2020/09/28/5f70cd8f21efa087518b4646.html




15.
 M
 ATILDE
 M
 AS
 (Valencia, 1951)


«Permitir pasar de curso a los alumnos con suspensos es un buenismo mal entendido».

Doctora en Ciencias Económicas por la Universidad de Valencia, catedrática de Fundamentos de Análisis Económico y directora de Proyectos Internacionales del Instituto Valenciano de Investigaciones Económicas (IVIE).

Integrante del consejo asesor de la vicepresidenta Calviño, sus campos de especialización son la economía del crecimiento, el análisis del capital público, las nuevas tecnologías y los activos intangibles.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/10/05/5f78baf7fdddff680f8b45bd.html




16.
 F
 RANCISCO
 C
 ABRILLO
 (Santander, 1950)


«El programa de Podemos es similar a la economía de bachillerato».

Master in Economics por la University of Southern California, doctor por la Universidad Complutense y catedrático de Economía Aplicada y Hacienda Pública en esa misma universidad.

Es director del Seminario de Harvard en Derecho y Economía (Fundación Rafael del Pino-Harvard Universidad) y fue presidente del Consejo Económico y Social de la Comunidad de Madrid.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/10/11/5f80ae39fc6c83c91a8b45d8.html




17.
 M
 ARCEL
 J
 ANSEN
 (Veghel, Países Bajos, 1968)


«Es muy desacertado que el primer anuncio del Gobierno sea subir las pensiones».

Doctor en Economía por el Instituto Universitario Europeo de Florencia, profesor titular de Fundamentos del Análisis Económico en la Universidad Autónoma de Madrid.

Experto en Macroeconomía y Economía Laboral, desde 2009 colabora con Fedea y ha sido además consultor del Banco Interamericano de Desarrollo y de la OCDE.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/10/19/5f8c7fdc21efa0b8608b4609.html




18.
 J
 OSÉ
 L
 UIS
 F
 ERREIRA
 (Baracaldo, 1961)


«Todos sospechamos que el cupo vasco no se calcula de ninguna manera».

Doctor en Economía por la Northwestern University y profesor titular del departamento de Economía de la Carlos III.

Sus campos de investigación incluyen la Teoría de los Juegos, la microeconomía, la Economía Experimental y la Metodología.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/10/26/5f957249fc6c832d5c8b45d5.html




19.
 R
 AMÓN
 T
 AMAMES
 (Madrid, 1933)


«El Gobierno es deficiente, con mucha ignorancia y ministros que no sirven».

Doctor en Economía y Derecho por la Universidad de Madrid, catedrático y técnico comercial del Estado.

Premio Jaume I de Economía en 1997, su intensa actividad política le llevó a ser diputado en dos ocasiones: primero por el Partido Comunista de España y después por la Federación Progresista, partido desde el que participó en la creación de IU. Acabó su trayectoria política en el Centro Democrático y Social.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/11/02/5f9c6539fc6c8319498b460f.html




20.
 R
 OSA
 D
 UCE
 (Madrid, 1967)


«Está claro que hay medidas de Trump que impulsan el crecimiento».

Licenciada en Económicas, especialidad Economía Cuantitativa, por la Universidad Complutense de Madrid, máster en Economía Financiera por el Centro de Estudios Monetarios y Financieros (Cemfi).

Actualmente es economista jefe de Deutsche Bank en España.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/11/09/5fa82099fc6c83515b8b468b.html




21.
 J
 AVIER
 F
 ERRI
 (Sevilla, 1968)


«Hay que aplicar un recargo transitorio sobre el IRPF de los funcionarios».

MSc in Economics por la University College London, doctor en Economía por la Universidad de Valencia y profesor del Departamento de Análisis Económico en esta misma universi-dad.

Ha colaborado como investigador con los ministerios de Hacienda y de Economía, con BBVA Research y con Fedea.



https://www.elmundo.es/economia/2020/11/16/5fb168eefc6c8337138b462a.html




22.
 ORIOL
 AMAT
 (Barcelona, 1957)

«Todo lo que ha pasado en Cataluña viene del proyecto de Estatuto».

Doctor en Ciencias Económicas por la Autónoma de Barcelona y catedrático de Economía Financiera y rector de la Universidad Pompeu Fabra.

Referente universitario, formó parte en 2015 de las listas de Junts Pel Sí junto a Artur Mas, Oriol Junqueras y Raül Romeva.



https://www.elmundo.es/economia/2020/11/23/5fba341a21efa06b098b45f3.html




23.
 F
 ELIPE
 S
 ERRANO
 (Burgos, 1959)


«El Gobierno vasco quiere las pensiones para que la gente identifique que son competencia suya y no del Estado».

Doctor en Economía por la Universidad del País Vaso y catedrático de Economía Aplicada también en la UPV.

Sus campos de especialización incluyen las instituciones económicas, el mercado de trabajo y la economía de la Seguridad Social, de la que es uno de los grandes conocedores de España.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/11/30/5fc0f629fdddff8a598b4660.html




24.
 M
 ARÍ
 A C
 ADAVAL
 (Ribeira, 1977)


«Madrid no incurre en dumping
 fiscal, pero debería ser un distrito federal».

Doctora europea en Economía Aplicada y profesora del Departamento de Economía Aplicada de la Universidad de Santiago, en donde además dirige la Cátedra Iberoamericana.

Forma parte de la Red de Investigadores en Financiación Autonómica y Descentralización Financiera en España (RIFDE) y del Observatorio Internacional de la Regulación de las Entidades del Sector Público (OIRESP).



https://www.elmundo.es/economia/2020/12/07/5fccb6d0fc6c8314778b465e.html




25.
 M
 ARÍA
 B
 LANCO
 (Madrid, 1964)


«Sánchez e Iglesias van a representar unos nuevos Tsipras y Varoufakis».

Doctora en Ciencias Económicas y Empresariales por la Universidad Complutense de Madrid, profesora de Historia del Pensamiento Económico en la Universidad San Pablo CEU y miembro de la MontPelerin Society.



https://www.elmundo.es/economia/2020/12/14/5fd642d4fdddff41b88b46eb.html




26.
 J
 AVIER
 D
 ÍAZ
 -G
 IMÉNEZ
 (Madrid, 1960)


«En España es especialmente grave nuestra tolerancia con el fracaso escolar».

Licenciado en Ciencias Económicas y Empresariales por la Universidad Autónoma de Madrid, doctor en Economía por la Universidad de Minnesota y profesor ordinario del Departamento de Economía del IESE.

Fue asesor del Ministerio de Industria y estuvo también en la Oficina Económica del Presidente del Gobierno.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2020/12/21/5fdf2c11fc6c832f7f8b45a1.html




27.
 J
 UAN
 F. J
 IMENO
 (Linares, 1962)


«La subida del salario mínimo de 2019 destruyó entre 40.000 y 50.000 puestos de trabajo».

Doctor en Economía por el Massachusetts Institute of Technology (MIT) y profesor de la Universidad de Alcalá.

Conoce en profundidad el mercado laboral y el sistema de pensiones, y fue editor de Nada es Gratis
 .



https://www.elmundo.es/economia/2020/12/27/5fe8c7b421efa002268b468d.html




28.
 A
 NTÓN
 C
 OSTAS
 (Matamá, 1949)


«Existe el riesgo de que el resultado de los fondos europeos sea el del Plan E de Zapatero».

Ingeniero Técnico Industrial por la Universidad de Vigo, y licenciado y doctor en Economía por la Universidad de Barcelona (UB), además de catedrático de Política Económica.

Entre 2013 y 2016 fue presidente del Círculo de Empresarios, y desde abril de 2021 es presidente del Consejo Económico y Social (CES).



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2021/01/04/5ff1c94ffc6c83120d8b464d.html




29.
 I
 SMAEL
 S
 ANZ
 (Madrid, 1974)


«En España se toma a broma que a tus hijos no se les den bien las matemáticas».

Es doctor en Economía Aplicada por la Universidad Complutense y profesor titular en la Rey Juan Carlos.

Uno de los mayores conocedores del sistema educativo de España, fue el chair
 del Strategic Development Group de PISA de la OCDE desde noviembre de 2014 hasta julio de 2015, cuando pasó a ocupar la Dirección General de Innovación, Becas y Ayudas a la Educación de la Comunidad de Madrid.



https://www.elmundo.es/economia/2021/01/11/5ff9937321efa088138b45d7.html




30.
 D
 IEGO
 P
 UGA
 (Madrid, 1968)


«Muchos profesores y sanitarios tienen condiciones laborales tremendamente precarias».

Doctor en Economía por la London School of Economics y profesor investigador en el Cen-tro de Estudios Monetarios y Financieros (CEMFI).

Premio Jaume I de Economía en 2020, forma parte del grupo multidisciplinar Covid-19 que crearon la vicepresidenta Ribera y el ministro Duque.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2021/01/18/60048baafdddffb6ac8b4633.html




31.
 O
 LGA
 C
 ANTÓ
 (Madrid, 1970)


«El tipo efectivo medio de los impuestos en España es muy bajo».

Doctora en Economía por el Instituto Universitario Europeo de Florencia y profesora de Economía en la Universidad de Alcalá.

Integrante del grupo de expertos que creó el presidente Sánchez así como del equipo al que la ministra de Hacienda, María Jesús Montero, confió la reforma fiscal. Sus campos de especialización incluyen la medición del bienestar, la dinámica de la distribución de la renta, la pobreza o la desigualdad.



https://www.elmundo.es/economia/2021/01/25/600d61aefdddffd5218b45d0.html




32.
 A
 LBERTO
 M
 ONTERO
 (Cornellá de Llobregat, 1970)


«Escrivá es un magnífico técnico pero no tiene capacidad para la política».

Doctor en Economía por la Universidad de Málaga, profesor de Economía Política en esa misma universidad y senior advisor de Llorente y Cuenca.

Fue una de las voces económicas más importantes de Podemos, partido por el que también fue diputado hasta que la dirección de la formación impuso a Alberto Garzón en las listas.



https://www.elmundo.es/economia/2021/02/01/6016c2ae21efa0d0548b4607.html




33.
 J
 AVIER
 A
 NDRÉS
 (Zaragoza, 1954)


«Es cierto que la ortodoxia fiscal hay que replanteársela, lo están haciendo incluso los conservadores alemanes».

Doctor en Economía por la Universidad de Valencia, máster en Economía por la London School of Economics y catedrático de la Universidad de Valencia.

«Padre» académico de economistas tan relevantes como Rafael Doménech o José García-Montalvo, fue uno de los grandes responsables de la llegada de la economía moderna a España. Un referente.



https://www.elmundo.es/economia/2021/02/08/601fe84efc6c83a94d8b4651.html




34.
 J
 UAN
 P
 ABLO
 R
 IESGO
 (Madrid, 1980)


«Si la reforma laboral se hubiera aprobado en 2008, se habría evitado la destrucción de dos millones de empleos».

Licenciado en Economía por la Universidad Complutense y socio responsable de EY Insights, el think tank
 de este gigante de la auditoría y asesoría.

Fue el director de gabinete de la ministra Báñez entre 2011 y 2015, y posteriormente ocupó la Secretaría de Estado de Empleo hasta 2018. Responsable directo de la reforma laboral que llevó a cabo el Partido Popular.



https://www.elmundo.es/economia/2021/02/15/6026cb5f21efa0c02f8b459c.html




35.
 J
 UAN
 R
 AMÓN
 R
 ALLO
 (Benicarló, 1984)


«Este Gobierno tiene el proyecto ideológico más peligroso para España».

Doctor en Economía por la Universidad Rey Juan Carlos y profesor de la Universidad Francisco Marroquín y la IE University.

Es una de las voces económicas más mediáticas de España y, para muchos, el economista joven más relevante del país así como un claro referente liberal.



https://www.elmundo.es/economia/2021/02/22/60327659fdddff989e8b463b.html




36.
 R
 UBÉN
 S
 EGURA
 -C
 AYUELA
 (Barcelona, 1976)


«Si la pandemia no ha puesto de acuerdo a los políticos españoles, ¿qué lo hará?».

Licenciado en Economía por la Pompeu Fabra, máster en Economía y Finanzas por el Cemfi y doctor en Economía por el Instituto Tecnológico de Massachusetts (MIT).

Economista jefe para Europa de Bank of America Merril Lynch, sus informes sobre la economía europea y española son leídos con gran atención por inversores en todo el mundo.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2021/03/01/603b76a8fc6c83d4398b4621.html




37.
 A
 NDREU
 M
 AS
 -C
 OLELL
 (Barcelona, 1944)


«Dese a Cataluña la posibilidad de ser Baviera y este país cambiará».

Doctor en Economía por la Universidad de Minnesota, catedrático en la Universidad de Harvard entre 1981 y 1996, consejero de Universidades de la Generalitat con Jordi Pujol y responsable de Economía y Conocimiento en el Govern de Artur Mas.

Impulsor clave de la prestigiosa Pompeu Fabra, es el economista español que más cerca ha estado del Nobel de Economía y una de las mentes más brillantes del país.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2021/03/08/60435e46fc6c8363088b4676.html




38.
 B
 ENITO
 A
 RRUÑADAS
 (Vegadeo, 1958)


«Cataluña está hoy peor gobernada que nunca, la gente huye, las empresas huyen».

Doctor en Economía por la Universidad de Oviedo y catedrático de Organización de Empresas en la Universidad Pompeu Fabra.

Investigador Asociado de Fedea, articulista prolífico y muy crítico con la deriva independentista de la Generalitat.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2021/03/15/604dfe21fc6c83f63e8b461a.html




39.
 C
 ARLOS
 R
 ODRÍGUEZ
 B
 RAUN
 (Buenos Aires, 1948)


«Podemos quiere lo mismo que quería el franquismo: fijar el alquiler e intervenir el mercado laboral».

Licenciado en Economía por la Universidad Católica Argentina, doctor en Ciencias Económicas por la Universidad Complutense y catedrático retirado de Historia del Pensamiento Económico.

Miembro correspondiente de la Academia Argentina de Ciencias Económicas, es una de las grandes voces liberales de España.



https://www.elmundo.es/economia/2021/03/22/6055d80021efa024268b458a.html




40.
 A
 NTONIO
 M
 ORENO
 (Logroño, 1975)


«El rescate de Plus Ultra apunta a una motivación política y no económica».

Licenciado en Economía por la Universidad de Navarra y doctor en Economía por la Universidad de Columbia.

Es catedrático y director del Master in Economics and Finance de la Universidad de Navarra.



https://www.elmundo.es/economia/2021/03/29/60604891fdddffee7e8b4659.html




41.
 E
 DUARDO
 G
 ARZÓN
 (Logroño, 1988)


«Yo responsabilizo de la peor gestión de la pandemia a los valores liberales de Occidente».

Máster en Economía Internacional y Desarrollo por la Complutense, doctor en Economía y Empresa por la Autónoma y profesor en esa misma universidad.

Fue asesor económico de la alcaldesa de Madrid Manuela Carmena, forma parte también del Jonh Hopkins University-Universidad Pompeu Fabra Public Policy Center. Comunista y hermano del ministro de Consumo, Alberto Garzón, quienes conocen a ambos dicen que Eduardo es el más brillante de ambos.



https://www.elmundo.es/economia/2021/04/05/6069f051fc6c839f458b45f5.html




42.
 C
 RISTÓBAL
 M
 ONTORO
 (Cambil, 1950)


«Me parece magnífico ver a Gabilondo decir que no va a subir impuestos».

Doctor en Ciencias Económicas por la Universidad Autónoma de Madrid y catedrático de Economía Aplicada de la Universidad de Cantabria.

Es el ministro de Hacienda más longevo de la democracia, nadie ha confeccionado tantos Presupuestos Generales del Estado y fue diputado por el PP en seis legislaturas.



https://www.elmundo.es/economia/2021/04/12/6073138821efa06c1f8be934.html




43.
 R
 AMÓN
 F
 ORCADA
 (Salamanca, 1965)


«España en realidad es el cuarto país con mayor presión fiscal real sobre las personas».

Licenciado en Economía por la Universidad Autónoma de Madrid y Programa de Desarrollo Directivo del IESE Business School.

Es el responsable de Análisis y Mercados y subdirector general adjunto de Bankinter, gran defensor de los índices de Bird y Frank de sacrificio fiscal.



https://www.elmundo.es/economia/2021/04/19/607c4df3fc6c832e168b4615.html




44.
 F
 ERRÁN
 B
 RUNET
 (Barcelona, 1953)


«Cataluña es un infierno fiscal y Madrid un paraíso, un lugar mejor».

Doctor en Ciencias Económicas por la Universidad de Barcelona, profesor titular de la Facultad de Economía y Empresa de la Autónoma de Barcelona.

Cofundador de Societat Civil Catalana, lucha de manera incansable contra el independentismo catalán con datos y cifras en la mano.



https://www.elmundo.es/economia/2021/04/26/6083108ffc6c8309438b45fb.html




45.
 Á
 NGEL DE LA
 F
 UENTE
 (Gijón, 1962)


«Optar por impuestos bajos no supone que seas un defraudador ni un sinvergüenza».

Doctor en Ciencias Económicas por la Universidad de Pennsylvania, director de la Fundación de Estudios de Economía Aplicada (Fedea) e investigador del Consejo Superior de Investigaciones Científicas (CSIC).

Economista muy respetado al que han pedido consejo tanto gobiernos populares como socialistas, es uno de los mayores expertos en financiación y hacienda territorial.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2021/05/03/608ee26cfdddff93678b46b2.html




46.
 T
 ONI
 R
 OLDÁN
 (Barcelona, 1983)


«Rivera cometió el mayor error político desde la Transición al tumbar la posibilidad de un Gobierno entre Ciudadanos y PSOE».

Licenciado en Economía por la Autónoma de Barcelona, MPhil por la London School of Economics y director del Centro de Políticas Económicas de Esade.

Fue portavoz económico en el Congreso de Ciudadanos, partido en el que tuvo un gran peso y con el que bien pudo haber formado parte

del Gobierno. Durante muchos años colaboró muy estrechamente con Luis Garicano.



https://www.elmundo.es/economia/2021/05/09/60980cc2fdddffb75e8b4660.html




47.
 J
 OSÉ
 F
 ÉLIX
 S
 ANZ
 (Madrid, 1965)


«No hay siete puntos de diferencia en presión fiscal entre España y Europa, es un dato inventado o, al menos, incorrecto».

Máster en Economía por la Universidad de York, doctor en Ciencias Económicas y Empresariales por la Universidad Complutense y catedrático de Economía Aplicada en esa misma universidad.

Gran experto en fiscalidad y hacienda, fue subdirector general de Estudios Tributarios del Instituto de Estudios Fiscales.



https://www.elmundo.es/economia/2021/05/17/60a11693fc6c832e018b4584.html




48.
 N
 ATALIA
 F
 ABRA
 (Madrid, 1975)


«Los consumidores pagamos al año unos 1.500 millones de más por la electricidad».

Doctora en Economía por la European University Institute de Florencia y catedrática de Fundamentos del Análisis Económico de la Universidad Carlos III.

Integrante del Consejo Asesor de la vicepresidenta Calviño, es una de las mayores conocedores del sistema eléctrico español.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2021/05/24/60aa3ddefdddff6d5f8b45b4.html




49.
 F
 LORENTINO
 F
 ELGUEROSO
 (Bruselas, 1966)


«Ocho millones de personas han perdido renta en la crisis».

Doctor en Economía por la Universidad de Oviedo e investigador asociado de Fedea.

Sus grandes campos de especialización son el mercado laboral y las políticas públicas, y ha trabajado como consultor para la Comisión Europea, la OCDE y la Organización Internacional del Trabajo (OIT).



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2021/05/31/60b3b68421efa05b0f8b46d6.html




50.
 J
 OSÉ
 M
 ARÍA
 R
 OTELLAR
 (Madrid, 1975)


«La receta para crecer es bajos impuestos, gasto limitado y eficiente, y reformas».

Máster en Finanzas por CUNEF y doctor en Economía por la Universidad San Pablo CEU.

Profesor de la Universidad Francisco de Vitoria, director de Operaciones de Exponential Institute y consejero económico del presidente del Partido Popular y líder de la oposición, Pablo Casado.



https://www.elmundo.es/economia/2021/06/07/60bb5739e4d4d86e7b8b45ce.html




51.
 C
 ARLOS
 M
 ARTÍN
 U
 RRIZA
 (Madrid, 1968)


«La vivienda en propiedad es volver a los modelos franquistas de propietarios y no de proletarios».

Doctor en Economía por la Universidad Complutense, profesor asociado en la Universidad de Alcalá y consejero del Consejo Económico y Social (CES).

Dirige el influyente Gabinete Económico de CCOO.



https://www.elmundo.es/economia/2021/06/14/60c5d96921efa0631e8b45eb.html




52.
 A
 NTONI
 C
 ASTELLS


«La desintegración de Ciudadanos es un designio de justicia poética».

Doctor en Ciencias Económicas y catedrático emérito de la Universidad de Barcelona, actualmente dirige el grupo de opinión y reflexión política EuropeG.

Fue el consejero de Economía de la Generalitat entre 2003 y 2010, años del tripartito gobernado primero por Pasqual Maragall y después por José Montilla.



https://www.elmundo.es/economia/2021/06/21/60cf2b23e4d4d8967f8b4586.html




53.
 ALFONSO
 NOVALES
 (Zaragoza, 1952)

«Es imperdonable realizar nombramientos a dedo con dinero público».

Doctor en Economía por la Universidad de Minnesota y doctor también
 en Ciencias Matemáticas por la Universidad del País Vasco.

Catedrático de la Universidad Complutense de Madrid, forma parte de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas.



https://www.elmundo.es/economia/2021/06/27/60d8576621efa017268bfd54.html




54
 .
 S
 ERGI
 J
 IMÉNEZ
 -M
 ARTÍN
 (Badalona, 1964)


«Muchísima gente podría trabajar hasta los setenta y cinco años».

Doctor en Economía por la Universidad Pompeu Fabra y catedrático en esa misma universidad.

Es también investigador asociado de Fedea, y buena parte de sus trabajos se centran en la Seguridad Social, la jubilación y aspectos relacionados con la economía de la salud.



https://www.elmundo.es/economia/2021/07/05/60e1cd4121efa084578b4661.html




55.
 M
 ARÍA
 J
 ESÚS
 S
 UCH
 (Alfaz del Pi, 1964)


«Airbnb gobierna el destino de los barrios y fomenta la economía sumergida».

Máster en Economía por el Instituto Universitario Ortega y Gasset, doctora en Economía y vicerrectora de Políticas de Responsabilidad Social y Extensión Universitaria en la Universidad de Alcalá.

En ese mismo centro ha ocupado los puestos de vicedecana de la Facultad de Turismo y decana Adjunta de la Facultad de Ciencias Económicas, Empresariales y Turismo.



https://www.elmundo.es/economia/2021/07/12/60eac1cbfc6c83f0248b467b.html




56.
 T
 OMÁS
 G
 ÓMEZ
 (Enschede, Países Bajos, 1968)


«Pedro Sánchez tiene una lista de enemigos y no olvida nunca ningún nombre».

Licenciado en Economía y Derecho, doctor en Economía por la UNED y en la Carlos III, la Francisco de Vitoria y la Universidad Internacional de Valencia.

Fue alcalde de Parla, diputado autonómico, senador y secretario general del PSM-PSOE y, por supuesto, el primer gran purgado por el presidente del Gobierno, Pedro Sánchez.



https://www.elmundo.es/economia/2021/07/19/60f446fefc6c83f92b8b462f.html




57.
 A
 RTURO
 B
 RIS
 (Guadalajara, 1967)


«Es una aberración que el sueldo de los funcionarios haya subido durante la pandemia».

Licenciado en Economía y Derecho por la Universidad Autónoma y doctor en Finanzas por el INSEAD.

Profesor en el IMD Business School en Lausana, dirige también su relevante Centro de Competitividad Mundial.



https://www.elmundo.es/economia/2021/07/26/60fd1fa4e4d4d8a6748b4596.html




58.
 E
 NRIQUE
 F
 EÁS
 (Madrid, 1970)


«Los mayores beneficiados por los tipos bajos del IVA son los ricos».

Técnico Comercial y Economista del Estado, fue asesor para asuntos internacionales del vicepresidente Rato durante el Gobierno de Aznar.

Es investigador principal del Real Instituto Elcano, además de profesor asociado en la IE University y gran experto en el Brexit y sus múltiples y trascendentales consecuencias.



https://www.elmundo.es/economia/2021/08/01/6106de9321efa026028b4570.html




59.
 J
 OSÉ
 L
 UIS
 M
 ALO DE
 M
 OLINA
 (Santa Cruz de Tenerife, 1950)


«Es indiscutible que Madrid ya practica una amplia solidaridad con otras comunidades».

Doctor en Ciencias Económicas por la Universidad Complutense e histórico director del Servicio de Estudios del Banco de España, cargo que ocupó entre 1992 y 2015.

Fue también gobernador alterno en el Consejo de Gobierno del BCE, lo que le permitió participar en más de 400 reuniones.



https://www.elmundo.es/economia/2021/08/08/610d5faefdddff9c808b4614.html




60.
 M
 ANUEL
 L
 AGARES
 (La Palma del Condado, 1941)


«Madrid crece porque tiene una política liberal que beneficia a sus habitantes y empresas».

Doctor en Ciencias Económicas por la Universidad Complutense, redactó el Programa de Saneamiento y Reforma que sirvió de base a los Pactos de la Moncloa.

Presidió la que se denominó Comisión Lagares para la reforma del sistema tributario y es, en definitiva, un actor muy relevante de la historia económico-política reciente de España.



https://www.elmundo.es/economia/macroeconomia/2021/08/16/6115418821efa0152e8b4658.html
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